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bres-mujeres más amplias considerando GSNI y GSNI2 conjuntamente (2,85 pun-
tos y 16,69 puntos), mientras que Egipto muestra la mayor homogeneidad entre 
géneros en ambos indicadores: la brecha en GSNI es mínima (0,66 puntos) y en 
GSNI2 mayor (5,48 puntos). Turquía registra la brecha más amplia en el porcen-
taje de población sin sesgos, con 5,20 puntos de diferencia (11,55% mujeres vs 
6,35% hombres), con la proporción de mujeres sin sesgos aproximadamente el 
doble que la de hombres; mientras que Egipto ostenta la menor diferencia con 
apenas 0,66 puntos (0,84% mujeres vs 0,18% hombres).
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CAPÍTULO 3.

La brecha de género:
educación sin poder

1. Estancamiento regional persistente

1.1. Una métrica de la desigualdad relativa y su lento cierre en la región MENA

El Índice Global de Brecha de Género (GGGI) del Foro Económico Mundial (FEM 
2025), elaborado a partir de estadísticas oficiales y encuestas, proporciona una 
herramienta para analizar niveles de desigualdad de género y compararlos re-
gional y globalmente. Este índice mide qué tan cerca está un país de cerrar la 
brecha entre mujeres y hombres, expresando cada dimensión como un valor entre 
0 y 1, donde 1 representa igualdad completa. Para facilitar su interpretación, los 
valores se han transformado aquí en porcentajes de brecha cerrada: un índice 
de 0,61 equivale a 61% de la brecha de igualdad superada. Sin embargo, debe 
tomarse en cuenta que el índice no refleja el punto de partida ni el nivel absoluto 
de bienestar: puede existir poca brecha de género en salud sin que los mecanis-
mos oficiales para garantizar la salud sean los adecuados para el conjunto de la 
población (hombres y mujeres).

La brecha de género es analizada en cuatro dimensiones: participación econó-
mica y oportunidad, logro educativo, salud y supervivencia, y empoderamiento 
político, cada una de ellas construidas a partir de diferentes indicadores.15

El informe del FEM (2025) ofrece datos de la región MENA en su conjunto,16 pre-
sentando uno de los desempeños más preocupantes a nivel global. Desde 2006, 
ha avanzado solo 3,9 puntos porcentuales en cerrar la brecha de género (la línea 
verde inferior en la figura 14), superada en su mal desempeño únicamente por 
Asia Central en 2,7 puntos porcentuales. En contraste, América Latina ha avan-
zado 8,6pp, el doble que MENA. Según los cálculos del FEM, al ritmo actual los 
países MENA necesitarán 185 años para alcanzar paridad de género, solo por 

15	 El Índice toma en cuenta dentro de estas cuatro dimensiones: Participación económica y oportunidades (parti-
cipación laboral, ingresos, acceso a posiciones de poder económico); logros educativos (acceso a educación 
primaria, secundaria y terciaria; y alfabetización); salud y supervivencia (esperanza de vida, proporción hom-
bres-mujeres al nacer); y empoderamiento político (representación femenina en parlamentos, ministerios y 
jefatura de Estado).

16	 El GGGI evalúa anualmente la paridad de género en 148 países. En sus datos agregados regionales bajo la 
categoría de región MENA se incluye al conjunto de países árabes del Suroeste Asiático. Turquía está incluida 
en Europa. No incluye información para Libia, Siria y Palestina.
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detrás de Asia Central con 208 años. Esta proyección no expresa un hecho "na-
tural" sino una decisión colectiva de regímenes diversos por mantener estructuras 
patriarcales intactas.

1.2. Posición de los países SWANA-Med, en la clasificación global

El análisis presentado a continuación utiliza datos de ocho países SWANA-Med, 
ya que no están incluidos Libia, Siria y Palestina. En la clasificación mundial, to-
dos los países SWANA-Med, excepto Israel (76º), se sitúan no solo por debajo 
del punto medio de la escala (74), sino muy rezagados en el último quintil, entre 
los puestos 119 y 148. Jordania (122º) y Túnez (123º) se encuentran en el límite 
de este último 20 %, mientras que Argelia (141º) y Egipto (139º) figuran entre 
los siete países peor posicionados del mundo en igualdad de género. La brecha 
entre Israel y el resto de la región es notable: lo separan 65 puestos del país peor 
situado, Argelia, y 46 puestos de Jordania. 

Con respecto a los puestos ocupados en la clasificación mundial por ámbitos, 
como puede observarse en la figura 16, se puede observar con más detalles a 
qué ámbitos se debe sobre todo las posiciones bajas. Israel presenta el perfil más 
paradójico de la región: lidera el ranking mundial en logro educativo (1°) y es el 
único país que supera ampliamente el punto medio en Participación económica 
(50°), situándose en el tercio superior global. Sin embargo, cae a una de las peo-
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res posiciones globales en Salud y supervivencia (145°), revelando una enorme 
disparidad interna entre dimensiones del desarrollo de género que lo mantiene 
apenas por debajo del punto medio (74) en el ranking general.

Otros contrastes pueden mostrarse en los casos de Egipto que alcanza posicio-
nes relativamente buenas en Salud y supervivencia (78°), pero cae en Participa-
ción económica (145°), reflejando barreras estructurales para la integración labo-
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ral femenina. Líbano logra el mejor desempeño regional en Salud y supervivencia 
(60°), claramente por encima del punto medio, pero simultáneamente se encuen-
tra en la cola del Empoderamiento político (145°), mostrando que los avances en 
bienestar físico no se traducen automáticamente en participación política. Unos 
perfiles más consistentes, pero igualmente desequilibrados y de bajo posiciona-
miento están representados por Marruecos, que destaca en Empoderamiento po-
lítico (91°), superando incluso a Israel, aunque todavía muy por debajo del punto 
medio, pero en cambio tiene un desempeño pobre en otras dimensiones. 

En conjunto, solo Israel y Líbano alcanzan posiciones por encima del punto medio 
en al menos una dimensión, y ningún país SWANA-Med muestra un desempeño 
equilibrado en todas las categorías. 

2. El patrón regional: paridad en educación

Los resultados revelan una paradoja fundamental: la región ha alcanzado logros 
notables en educación femenina, pero este avance no se traduce en acceso real 
a espacios de poder económico y político, donde persisten mecanismos estructu-
rales de exclusión adaptados a la era contemporánea.

En promedio, los ocho países mediterráneos han cerrado solo 64,4% de su bre-
cha de género, cifra que en cambio está cercana al 68,8% del promedio global 
(figura 17). Esto deja un 35,6% de desigualdad sin resolver, revelando una prome-
sa incumplida de ciudadanía plena. La comparación por ámbitos con promedios 
mundiales muestra que salud y educación son las brechas más pequeñas, con 
96,2% de cierre en salud y supervivencia —igualando la media mundial— y 97,7% 
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en logro educativo —superando la media mundial del 95,1%—. En contraste, la 
participación económica alcanza solo 52,0% frente al 61,0% mundial, y el empo-
deramiento político apenas 11,6% frente al 22,9% mundial.

Las dimensiones básicas como salud y educación igualan o superan los estánda-
res globales, mientras que en las dimensiones de poder real aparecen diferencias 
sustanciales: 9 puntos porcentuales en participación económica y 11,3 puntos en 
empoderamiento político. La región SWANA-Med cierra menos de la mitad de la 
brecha política mundial, revelando que el control del poder económico y político 
permanece como bastión casi impenetrable, preservado por regímenes autorita-
rios que —pese a su diversidad ideológica— comparten una resistencia común a 
la inclusión femenina sustantiva.

3. Mujeres formadas, excluidas del poder político y económico

Un dato destaca sobre el resto: el importante incremento de educación feme-
nina no se ha traducido en incorporación de las mujeres a espacios de poder, 
reproduciéndose mecanismos estructurales de subordinación adaptados a la era 
contemporánea. La región ha logrado un hito educativo sin precedentes: 97,7% 
de avance hacia la paridad de género en educación, cifra que iguala a economías 
desarrolladas e indica que la brecha educativa de género ha sido prácticamente 
cerrada. Este logro refleja inversiones importantes en educación femenina y cam-
bios culturales profundos en la valoración de la formación de las niñas.

Sin embargo, esta formación masiva de capital humano femenino no se traduce 
en acceso a poder o recursos. Las mujeres permanecen excluidas en dos ámbi-
tos críticos que revelan la naturaleza estructural de la exclusión. En participación 
económica, el promedio regional alcanza solo 52% —con un rango entre 40,6% y 
73%—, con mujeres insertándose en mercados laborales altamente segregados, 
precarios y bajo jerarquías masculinas. La brecha salarial es la más profunda del 
mundo: las mujeres ganan entre 15% y 38% de lo que ganan los hombres por 
trabajo equivalente.17

La exclusión es especialmente grave en empoderamiento político: la región solo 
ha cerrado 11,6% de la brecha de representación parlamentaria. Esta homoge-
neidad en la exclusión resulta reveladora: independientemente de si se trata de 
repúblicas o monarquías, de economías liberales o dirigistas, se observan patro-
nes convergentes de bloqueo político. Esta desconexión revela que, si bien las 
políticas de equidad educativa se han "modernizado" y las mujeres están prepa-

17	 FEM. Foro Económico Mundial (2024). Global Gender Gap Report 2024. World Economic Forum. https://www.
weforum.org/publications/global-gender-gap-report-2024 [Consultado el 12/11/2025].
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radas, continúan siendo sistemáticamente excluidas de los espacios donde se 
distribuyen poder y recursos, donde se toman decisiones que definen sus vidas.

El empoderamiento político representa la brecha más dramática y muestra exclu-
sión política sistémica. La brecha entre el país mejor y el peor posicionado es de 
15,5 puntos porcentuales: Marruecos con 18,8% versus Líbano con 3,3% como 
puede comprobare en la figura 18. Este último caso constituye el más alarman-
te: el país prácticamente ha clausurado el acceso femenino a las instituciones 
políticas, perpetuando una democracia donde la mitad de la población carece 
de representación. Incluso Israel solo alcanza 15,2% de representación política 
femenina, revelando que ni siquiera los países más desarrollados de la región han 
logrado democratizar realmente el acceso al poder político. El poder se construye 
y preserva como territorio masculino cimentado en la exclusión.

Esta paradoja desafía narrativas de desarrollo lineal y sugiere que la educación 
femenina sin transformación de las estructuras de poder reproduce la subordina-
ción bajo formas más sofisticadas: representación descriptiva sin representación 
sustantiva. La inversión en educación femenina responde menos a un objetivo 
emancipador que a una lógica neoliberal que la trata como "inversión de alto ren-
dimiento" para el crecimiento económico (Boyd 2016). Se educa a las niñas por 
sus beneficios macroeconómicos —más productividad, menos pobreza, mayor 
estabilidad— y el "empoderamiento" se convierte en un término técnico sin carga 
transformadora. Las mujeres formadas resultan funcionales al capitalismo porque 
aportan capital humano cualificado, flexible y adaptable, sin cuestionar las estruc-
turas de poder que organizan el mercado.

Israel destaca como la excepción regional con una brecha económica conside-
rablemente más cerrada, reflejo de su desarrollo económico. Entre los países 
árabes, Jordania y Líbano encabezan en participación económica, mientras que 
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Egipto y Marruecos quedan rezagados. El cuadro se invierte en empoderamiento 
político: Marruecos lidera la lista, seguido por Egipto e Israel, mientras que Líbano 
detenta el nivel más bajo de toda la región. Argelia, Túnez y Turquía mantienen 
posiciones intermedias tanto en economía como política. Lo más revelador es que 
no existe correlación entre desempeño económico y político: países con acceso 
laboral femenino moderado (como Marruecos) logran mejor representación políti-
ca, mientras que otros con participación económica más elevada (Jordania, Líba-
no) tienen empoderamiento político débil, sugiriendo que los obstáculos a la re-
presentación política son estructuralmente distintos a los económicos en la región.

4. Confirmación mediante índices alternativos: desarrollo humano y des-
igualdad

El Índice de Desigualdad de Género (GII) del PNUD, que mide salud reproductiva, 
empoderamiento y participación laboral en una escala del 0 al 1, permite matizar 
el patrón destacado en la anterior sección, ya que miden el nivel absoluto de 
desarrollo y el coste de la no igualdad.18 Un valor bajo indica baja desigualdad 
entre mujeres y hombres, mientras que uno alto revela disparidad profunda. Este 
índice sirve para desvelar cómo la igualdad puede ser una ilusión en situación de 
pobreza generalizada. Los datos relativos a 2023 muestran que, en la clasifica-

18	 El Índice de Desigualdad de Género (GII, Gender Inequality Index) del PNUD mide pérdidas en desarrollo hu-
mano debido a desigualdades entre mujeres y hombres en salud reproductiva —mortalidad materna y tasa de 
natalidad adolescente—, empoderamiento —escaños parlamentarios y educación secundaria— y participación 
en el mercado laboral. Ver PNUD, https://hdr.undp.org/data-center/thematic-composite-indices/gender-inequa-
lity-index#/indicies/GII [Consultado el 07/12/2025].
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ción mundial, Israel ocupa un puesto alto (27º) en cuanto a menos desigualdad, 

mientras el resto de los países se agrupa en el tercio inferior (figura 19): Turquía 
en el puesto 59º y Túnez en el 62º están relativamente mejor situados, y el resto 

disperso entre los puestos 91º a 127º. 

La evolución temporal (1990-2023) muestra mejoras para algunos países (Ma-
rruecos pasa de 0.749 a 0.436; Argelia de 0.673 a 0.443), pero con trayectorias 

muy lentas en todo el período, muy variables (como Egipto, que se sitúa por 

debajo de la media mundial a partir de 2015) o con estancamientos visibles en 

los últimos 10 años (como es el caso de Israel (con cierto estancamiento desde 

los años 2000).

Países con guerras civiles o intervenciones militares exteriores como Siria, Libia, 

y el caso especial del Líbano muestran un largo estancamiento (ver figura 21).
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5. La brecha de genero cuando se cruza con el desarrollo humano

Resulta interesante cruzar los índices GII y el GGGI para identificar cuatro esce-
narios sociopolíticos y desmontar lecturas simplistas sobre la igualdad. Medir la 
igualdad de género requiere una perspectiva dual que combine nivel de desarrollo 
humano alcanzado y grado de paridad en su distribución. El GII cuantifica la pér-
dida de potencial humano debido a disparidades en desarrollo —valores bajos 
indican mejor situación—, mientras que el GGGI mide el porcentaje de brecha de 
paridad cerrada, siendo 1 la igualdad total (en una esca de 0 a 1).

La figura 22 revela una concentración significativa de todos los países SWA-
NA-Med en un único cuadrante (inferior izquierdo), lo cual es altamente revelador 
desde una perspectiva de género comparada. En términos generales, los países 
de la región SWANA-Med han avanzado en el cierre de sus brechas de género, 
pero este progreso no se traduce necesariamente en un desarrollo humano pleno. 
Ningún país alcanza los niveles de excelencia donde la igualdad de género y el 
desarrollo sean altos a la vez. Israel (GII 0.080, GGGI 0.709), Túnez (GII 0.238, 
GGGI 0.654) y Turquía (GII 0.227, GGGI 0.633) muestran un desempeño relativo 
mejor: han reducido más brechas de género y limitado la pérdida de desarrollo, 
aunque persisten desigualdades estructurales. Por otro lado, Líbano (GII 0.360, 
GGGI 0.632), Egipto (GII 0.398, GGGI 0.625) y Argelia (GII 0.443, GGGI 0.614) 
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han cerrado una parte similar de la brecha de género, pero sufren pérdidas de 
desarrollo mucho mayores, evidenciando que la igualdad formal no garantiza me-
joras equivalentes en bienestar y oportunidades reales. En resumen, existe una 
desconexión entre los avances en igualdad de género y la reducción de desigual-
dad en términos de desarrollo humano.

6. La brecha digital: exclusión en el siglo XXI

Un patrón alarmante emerge en tecnología y acceso digital, revelando que la ex-
clusión femenina no proviene de factores históricos sino de decisiones contem-
poráneas. En la región árabe persiste una profunda brecha digital de género que 
limita el acceso de las mujeres a las oportunidades tecnológicas. Según la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones, en 2016 solo el 36,9% de las mujeres ára-
bes utilizaba Internet frente al 46,2% de los hombres, una brecha de 9,3 puntos 
porcentuales.19 Aunque en 2019 la proporción de mujeres conectadas aumentó 
al 44,2%, el porcentaje masculino también creció hasta el 58,5%, ampliando la 
brecha de género digital de 9,3 a 14,3 puntos porcentuales.20 Esto demuestra 
que, pese a los avances globales en conectividad, las mujeres solo se han visto 
favorecidas parcialmente.

 

19	 ITU (2016). Measuring the Information Society Report 2016. International Telecommunication Union https://
www.itu.int/en/ITU-D/Statistics/pages/publications/mis2016.aspx [Consultado el 02/11/2025].

20	 ITU (2019). Measuring Digital Development: Facts and Figures 2019. International Telecommunication Union 
(https://www.itu.int/hub/2020/05/measuring-digital-development-facts-figures-2019) [Consultado el 02/11/2025].
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CAPÍTULO 4.

Representación y liderazgos políticos 
y económicos

1. Representar, ¿para qué? 

El empoderamiento político y económico de las mujeres constituye una de las 
dimensiones más críticas de la brecha de género en la región mediterránea. Los 
parlamentos, gobiernos, estructuras de poder político-legal y el tejido económico 
de estos países se alzan como bastiones masculinos que resisten la participación 
femenina. 

En contextos autoritarios, la visibilidad de mujeres en espacios políticos puede te-
ner un valor simbólico —normalizar su presencia en espacios que históricamente 
fueron vedados— pero corre el riesgo de ser meramente decorativa, un "lavado 
de género" que neutraliza demandas de transformación más profundas. La clave 
es distinguir entre representación descriptiva (cifras) y representación sustantiva 
(capacidad real de influencia sobre políticas y decisiones).21 La mera presencia 
femenina se revela insuficiente para impulsar la igualdad si no está sustentada por 
una agenda feminista y una conexión orgánica con los movimientos sociales que 
presionen por transformaciones sustantivas.

2. Parlamentos nacionales como dominio masculino

La región MENA mantiene una de las medias más bajas mundiales de representa-
ción parlamentaria femenina. El promedio regional de 16,7% —18,1% en cámaras 
bajas y 11,4% en cámaras altas— se sitúa 10,5 puntos por debajo de la media 
mundial de 27,2%, según datos de la Unión interparlamentaria (UIP).22

El análisis de los diez países SWANA-Med con datos disponibles en cámaras ba-
jas —Palestina no aparece en las estadísticas de la UIP— confirma el patrón de 
exclusión (figura 23). La media regional de 16,9% se sitúa 11 puntos por debajo 
del promedio mundial de 27,1%. Solo Egipto con 27,7% alcanza niveles cercanos 
a la media global, mientras que los otros nueve países quedan sistemáticamente 

21	 En el caso de las cámaras parlamentarias, según el Instituto Europeo de la Igualdad de Género (EIGE 2019), 
un parlamento "sensibilizado con perspectiva de género" requeriría: acceso igualitario, participación real en 
procedimientos, inclusión de agendas femeninas, legislación con perspectiva de género, y función simbólica 
legitimadora.

22	 IPU Parline (2025, 1 de octubre) Global data on national parliaments. Monthly ranking of women in national 
parliaments https://data.ipu.org [Consultado el 02/11/2025].
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por debajo. En el extremo opuesto, Siria y Líbano registran apenas 6,25% de 
representación femenina, casi 21 puntos por debajo de la media mundial, eviden-
ciando una exclusión parlamentaria casi absoluta.23

Las cámaras altas revelan una dimensión adicional de exclusión política (figu-
ra 24). Con una media regional de apenas 11,3%, estas instituciones muestran 
una brecha de más de 16 puntos porcentuales por debajo de la media mundial 
de 27,7%. Estas instituciones funcionan típicamente como espacios de reconoci-

23	 IPU Parline (2025), Ibidem.
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miento a trayectorias políticas consolidadas con mecanismos de selección toda-
vía menos democráticos —designación presidencial, elección indirecta— y más 
controlados por élites tradicionales masculinas. Marruecos lidera este grupo con 
16,7% de escaños, una cifra que, aunque es la mejor del conjunto, sigue estando 
11 puntos por debajo del promedio mundial. En el extremo opuesto, en Turquía 
solo dos mujeres ocupando escaños en una cámara de 42 miembros, apenas 
4,8%.24 

El análisis por edades revela un patrón significativo: las parlamentarias se con-
centran en el rango 31-60 años (72%-96% según país), con ausencia práctica-
mente total de mujeres mayores de 70. Solo Egipto presenta una excepción con 
seis mujeres mayores de 70 años. Esta concentración etaria contrasta con la pre-
sencia masculina en grupos de edad avanzada, evidenciando que las carreras po-
líticas femeninas son históricamente más recientes y/o que las mujeres enfrentan 
mayores barreras para consolidarse a largo plazo en la política.

La violencia política de género constituye una barrera adicional sistémica que 
condiciona profundamente la participación femenina. Alrededor del 80% de las 
parlamentarias de la región ha declarado haber sufrido violencia por razón de 
género entre 2010 y 2020.25 Esta situación se ha agravado en la última década 
en forma de represión policial específicamente dirigida contra mujeres en política 
(Cummings 2023). Esta violencia cumple una función disuasoria y envía un men-
saje claro sobre el "precio" de transgredir la exclusividad de los espacios políticos 
en un contexto estructuralmente misógino y hostil.

Caso 2: Innovación tecnológica en defensa de las parlamentarias (Libia)

La violencia política de género contra candidatas y parlamentarias se ha convertido en una 
barrera sistemática que requiere respuestas institucionales innovadoras. En Libia, con una 
representación femenina del 16.5%,26 la Alta Comisión Nacional de Elecciones (HNEC) ha 
establecido en colaboración con el PNUD la primera plataforma regional que utiliza inteli-
gencia artificial para monitorear ataques en línea contra mujeres en política: Emonitor+.27 

Y es que la situación lo requiere. En Libia, tras dos guerras civiles en 2011 y 2014 no existe 
un Estado centralizado capaz de garantizar protección: dos gobiernos rivales –el Gobierno 
de Acuerdo Nacional en Trípoli reconocido por la ONU y el del Ejército Nacional Libio co-
mandado por Haftar al este del país– compiten por la legitimidad mientras milicias armadas 
operan con impunidad en territorios de su control.

24	 IPU Parline (2025), Ibídem.

25	 IPU Parline (2025), Ibídem.

26	 Según IPU Parline “Libya” https://data.ipu.org [Consultado el 02/11/2025].

27	 ONU Mujeres. Arab States (2025, 20 de agosto) Rabab Halab: Bringing Libyan Women Into the Electoral Pro-
cess https://arabstates.unwomen.org/en/stories/feature-story/2025/08/rabab-halab-bringing-libyan-women-in-
to-the-electoral-process [Consultado el 02/11/2025].
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Dos casos de violencia letal contra diputadas 
centran las denuncias del movimiento feminis-
ta en Libia. La parlamentaria y activista Se-
ham Sergewa fue secuestrada por hombres 
armados el 17 de julio de 2019 en Bengasi 
tras defender públicamente una solución po-
lítica pacífica al conflicto y apuntan hacia la 
violencia de las milicias armadas. Desapare-
ció poco después de dar una entrevista en el 
canal pro-Haftar Libya Al-Hadath. Diversas 
fuentes señalan que tras su desaparición se 

encontraría la Brigada de los Amos de Sangre, una milicia con vínculos con las fuerzas de 
Haftar.28 El caso no ha sido investigado adecuadamente. El mismo día, pero cinco años 
antes (2014), fue asesinada la diputada Fariha al-Berkawi en Derna, electa por el primer 
parlamento surgido de la revolución del 17 de febrero (2011), el Congreso General Nacio-
nal (CGN).29

Estas muertes y desapariciones documentadas evidencian la vulnerabilidad extrema de las 
mujeres parlamentarias. En respuesta, la plataforma Emonitor+ fue diseñada específica-
mente para detectar y documentar ataques en línea ---amenazas, acoso, desinformación 
dirigida--- contra candidatas y parlamentarias, creando un registro que pudiera servir como 
evidencia de patrones sistemáticos de violencia política de género.

3. Las cuotas de género: efectividad y límites

Las cuotas de género han demostrado ser el mecanismo más certero para incre-
mentar la representación femenina en la región. Según la UIP,30 en los países 
MENA con cuotas la representación alcanza 31,2%, frente a 16,8% en aquellos 
que carecen de ellas. Su efectividad depende del diseño institucional específico y 
de compromisos políticos sostenidos. Los avances en las cifras de representación 
femenina resiguen los vaivenes de estas cuotas: donde se implementan cuotas 
bien diseñadas, los números suben; donde se eliminan o se diseñan deficiente-
mente, los números caen.

Entre los países mediterráneos existen diversos modelos diferenciados: países 
con cuotas legislativas obligatorias en listas electorales —que pueden incluir 
paridad—, países con escaños reservados garantizados constitucionalmente, o 
países sin mecanismos obligatorios de acción positiva. La región SWANA-Med 

28	 LibyanExpress (2025, 13 de agosto) Leaked images reignite case of MP Siham Sergiwa https://www.libyanex-
press.com [Consultado el 04/11/2025].

29	 Ver: LWPFP (Libyan Women’s Platform for Peace) (2023, 17 de julio) 17th of July, Daunting Attack on Libyan 
Women Politicians: Dark Mark in the History of Women’s Political Participation,  https://lwpp.org [Consultado el 
02/11/2025].

30	 IPU Parline (2025), op cit.
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muestra resultados muy dispares. Túnez logró el porcentaje más elevado (34%) 
en 2018 gracias a la combinación de paridad vertical y horizontal, pero tras la 
reforma de 2022 cayó al nivel más bajo desde 2011 (caso 3).

Caso 3: El modelo truncado de representación parlamentaria por cuotas (Túnez)
Túnez representa quizás el caso más emblemático de cómo los logros en representación 
política pueden revertirse abruptamente ante cambios en el marco institucional. Este país 
diseñó el modelo más avanzado de la región hasta su eliminación en 2022. El artículo 46 de 
la Constitución de 2014 garantiza la "igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres 
para acceder a todos los niveles de responsabilidad y en todos los campos", comprome-
tiendo al Estado a lograr una representación igualitaria. Según el artículo 16 del Decreto 35, 
las candidaturas a elecciones deben presentarse bajo el principio de paridad entre mujeres 
y hombres. La Ley n°7 de 2017, que modifica la Ley n°16 de 2014 sobre elecciones y re-
ferendos, estableció en su artículo 49(9) que las candidaturas para consejos municipales y 
regionales debían presentarse bajo el principio de igualdad (50-50%) y alternancia dentro 
de las listas (paridad vertical). Se fue aún más lejos al implementar la paridad horizontal, 
exigiendo que las listas alternadas fueran encabezadas por mujeres (UPM, 2022: 100). 
Este sistema llevó a las mujeres a ocupar el 34% del parlamento en 2018, el mejor resulta-
do de la historia del país y de la región.

El retroceso comenzó en 2021. El Decreto-Ley n°2022-55 eliminó el sistema de listas pro-
porcionales y la paridad, reemplazándolo por un sistema mayoritario uninominal sin cuotas. 
Las consecuencias fueron inmediatas y devastadoras: en las elecciones legislativas de 
2022-2023 la representación femenina se desplomó al 15.6% (24 de 154 escaños), la cifra 
más baja desde 2011.31 Según ONU Mujeres (2024), esto situó a Túnez en el puesto 139 
de 180 países en participación femenina parlamentaria, cuando en julio 2020 ocupaba el 
puesto 77 mundial. Aunque el porcentaje de mujeres registradas para las elecciones repre-
sentaba casi el 51% de los candidatos, la proporción de candidatas finalmente aprobadas 
fue inferior al 11.5%.32 

Organizaciones como Dinámicas Feministas denunciaron en septiembre de 2022 que el 
abandono del principio de paridad constituía una violación grave de la nueva Constitución 
y consolidaría el clientelismo.33 La violencia política y el hostigamiento contra candidatas, 

documentados por la Arab Reform Initiative (2024), agravan esta exclusión.

Otros países han sufrido también retrocesos. Argelia pasó del 32% de mujeres 
en 201234 a un descenso abrupto posteriormente a 2021 por deficiencias en el 
sistema de listas abiertas (el sistema actual establece cuotas variables según la 
magnitud de las circunscripciones electorales) (UPM 2022: 88). 

31	 ONU Mujeres. Estados Árabes “Tunisia” https://arabstates.unwomen.org/sites/default/files/2024-01/wpp-re-
port-tunisia.pdf, p. 30 [Consultado el 02/11/2025].

32	 ONU Mujeres. Estados Árabes “Tunisia”, Ibidem, p. 18 ONU Mujeres. Estados Árabes “Tunisia”, Ibidem, p. 14

33	 ONU Mujeres. Estados Árabes “Tunisia”, Ibidem, p. 14

34	 Ley Orgánica n°12-03 de enero de 2012.
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Más estables, Marruecos mantiene avances moderados con 24,3% en 2021 gra-
cias a 60 escaños reservados para mujeres en la cámara baja y cuotas locales 
del 33% (UPM 2022: 96).35 Egipto cuenta con una reserva constitucional del 25% 
de escaños36 que permitió alcanzar 27,7%, por encima de la media mundial (UPM 
2022: 90). En Palestina, la Ley Electoral de 2005 y el Decreto de 2007 exigen 
cuotas de mujeres en las listas de candidatos/as, asegurando aproximadamente 
un 20% de representación femenina en las elecciones de representación propor-
cional con listas cerradas (UPM 2022: 96). Libia declara el objetivo de cuota de 
género para la cámara única/baja del 16%.37

Por su parte, Jordania constituye un caso interesante de progresión en la repre-
sentación, aunque limitada por el peso de las estructuras tribales (caso 4). 

Caso 4: Cuotas sin poder (Jordania)

Jordania asigna 15 escaños reservados para mujeres de un total de 130 en el parlamento 
nacional. Además, establece un 25% de escaños para mujeres en consejos locales y mu-
nicipales, y una cuota del 10% en los consejos de gobernadores (UPM 2022: 94). En 2016, 
más de 150 mujeres lideradas por la Comisión Nacional de la Mujer se manifestaron dentro 
del parlamento exigiendo ampliar los escaños reservados de 15 a 23 (uno por circunscrip-
ción), pero la demanda fue entonces rechazada (Tripp 2019: 277).38

Las elecciones parlamentarias de 2024 reflejan tanto avances como límites estructurales. 
La reforma electoral elevó la cuota femenina de 15 a 18 escaños e introdujo un sistema de 
doble boleta que permite a los votantes emitir dos votos separados, uno para un candidato 
individual y otro para listas o categorías especiales.39 Este sistema reduce la presión com-
petitiva al permitir que los votantes apoyen a mujeres sin "arriesgar" su voto principal. Como 
resultado, el número de diputadas aumentó a 27 en 2024. Sin embargo, este incremento 
significó solo una representante más en comparación con 2020, once de ellas fuera del 
sistema de reserva.40

A nivel social, la aceptación de las cuotas femeninas continúa siendo discutida: solo el 32% 
de la población las apoya, frente a un 47.2% que respalda cuotas para jóvenes y un 44.9% 
para personas con discapacidad. No obstante, se observa un reconocimiento creciente de 
la capacidad de las mujeres. En las elecciones parlamentarias de 2024, el 60.5% votó por 
mujeres, frente al 38.1% en 2020 (ONU Mujeres 2025).

35	 Ley Orgánica nº20-16 (que modifica la Ley 27-11).

36	 Las Leyes 140 y 141 de 2020 establecen además una cuota del 10% para mujeres en el Senado.

37	 Idea International, Gender Quotas Database https://www.idea.int [Consultado el 21/10/2025].

38	 Staton, B. (2016, 8 de marzo). Jordan’s women fight for political representation. Al Jazeera. www.aljazeera.com 
[Consultado el 07/11/2025].

39	 EEAS (2024, 16 de septiembre). Women’s political participation in Jordan. European Union Election Observa-
tion Mission https://www.eeas.europa.eu [Consultado el 07/11/2025].

40	 Middle East Institute (MEI). (2020, November 16). Jordan's 2020 elections: ¿A new chapter? https://mei.edu 
[Consultado el 07/11/2025].
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El desafío estructural persiste: el sistema parlamentario fragmentado y dominado por leal-
tades tribales limita la capacidad de las diputadas para articularse en torno a una agenda 
de género común. La mayoría de las representantes no están organizadas en partidos 
políticos, dificultando la labor de cabildeo y acción sobre temas concretos. Las mujeres del 
único partido con un bloque sustancial de votos, el Frente de Acción Islámica (IAF, ala po-
lítica legal de la Hermandad Musulmana prohibida en 2015), no están interesadas en pro-
mover temas de género, ni tampoco la dirección masculina del partido (Tripp 2019: 278).41 

En los países sin cuotas —Líbano o Siria42— la representación femenina sigue 
muy baja (6–7%) (Tripp 2019: 278). Turquía presenta una representación mínima 
tanto en el Parlamento como en la Cámara Alta (4.8%) en ausencia de cuotas obli-
gatorias. Israel, con cuotas voluntarias a nivel de partidos, se estanca en torno al 
25% (UPM 2022), y ocupa el puesto 103 de 185 países en la clasificación mundial. 
Y si la comparación se restringe a los países de la OCDE, ocupa el puesto 32 de 
38 (Kenig 2025). 

4. La presencia en el poder ejecutivo

La exclusión de las mujeres no se limita a los parlamentos nacionales. El análisis 
de su participación en otros espacios de poder político —presidencia, gabinetes 
ministeriales, gobernaciones provinciales, consejos locales y direcciones partida-
rias— revela que las barreras estructurales se replican y, en muchos casos, se 
intensifican.

4.1. Presidencias del Estado y del Gobierno 

Aunque ninguna mujer ha llegado a la presidencia en la región, unas pocas can-
didaturas han sido hitos simbólicos (caso 5). 

Caso 5: Cuando las mujeres desafían (y aspiran) al poder presidencial (Argelia, 
Turquía)
Argelia: Louisa Hanún, líder del Partido de los Trabajadores (PT) y defensora histórica del 
sindicalismo y el feminismo, fue la primera mujer en presentarse a la presidencia del país 
en 2004, rompiendo un tabú fundamental en la política argelina. Anunció por cuarta vez su 
candidatura a la presidencia en las elecciones del 7 de septiembre de 2024. Su trayecto-
ria ilustra los riesgos que enfrentan las mujeres políticas que desafían las estructuras de 
poder: fue encarcelada y juzgada tras negarse a reconocer el resultado de las elecciones 
de 2019, ganadas por Abdelmadjid Tebbún en el contexto de protestas masivas del movi-
miento Hirak. 

Turquía: La política de centroderecha Meral Akşener se convirtió en una de las principales 

41	 Husseini, R. (2016, 22 septiembre) “Women’s rights groups hesitant to celebrate election results.” The Jordan 
Times http://jordantimes.com [Consultado el 07/11/2025].  

42	 IPU Parline (2025) “Syrian Arab Republic” https://data.ipu.org [Consultado el 07/11/2025].
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opositoras a Erdoğan tras fundar el Partido del Bien (İyi Parti) en 2017, habiendo ocupado 
previamente cargos ministeriales y legislativos. Akşener desempeñó un papel clave en la 
coalición opositora "Mesa de los Seis" que intentó infructuosamente desbancar a Erdoğan 
en las elecciones de mayo de 2023 con un programa tripartito: nacionalista, kemalista y 
conservador y contrario al “giro autoritario” del Partido de la Justicia y el Desarrollo (AKP).43  

A lo largo de su carrera sufrió múltiples denuncias e investigaciones, incluidas acusacio-
nes por insultar al presidente y rumores sexistas sobre su vida privada.44 Tras los malos 
resultados en las elecciones locales de marzo de 2024, renunció a la presidencia de su 
partido. Después de una “polémica” reunión con Erdoğan en junio de 2024, se retiraron las 
denuncias contra ella y decidió abandonar la política activa. Su proximidad con el alcalde 
de Estambul, Ekrem İmamoğlu —detenido y condenado en marzo de 2025—, evidencia los 
peligros que entraña la oposición al poder.45 

Túnez ejemplifica la brecha entre representación simbólica y poder efectivo (caso 
6). 

Caso 6: Dos primeras ministras sin poder real… ni agenda feminista (Túnez)

El 29 de septiembre de 2021, el presidente ascendido a través de un golpe de mano contra 
el gobierno democráticamente elegido. Kaïs Saïed nombró a Najla Buden Romdhan como 
primera ministra, la primera mujer en ocupar ese cargo en Túnez y en el mundo árabe. 
Aunque su designación fue celebrada por su valor simbólico, el FEM (2025) destacó la 
paradoja del gobierno con mayor presencia femenina, pero sin poder real.46 Fue destituida 
sin explicaciones oficiales el 1 de agosto de 2023, y el movimiento feminista no lamentó su 
salida, recordando su falta de autonomía y ausencia de agenda feminista.47  

En marzo de 2025, Saïed nombró nuevamente a una mujer, Sara Zaafarani, otra figura 
sin experiencia política, consolidando la tendencia a un liderazgo femenino meramente 
simbólico bajo un régimen altamente presidencialista. Anteriormente, un comunicado de la 
Asociación Tunecina de Mujeres Demócratas (ATFD) denuncia que la jefatura del gobier-
no —pese a estar encabezada por una mujer— no ha impulsado medidas en favor de los 
derechos de las tunecinas ni frente a la violencia y precariedad que sufren.48 

43	 Robert, M-V. & Eynaudi, M. (2017, 16 de noviembre). Meral Akşener, a Woman against Recep Tayyip Erdoğan. 
OrientXXI https://orientxxi.info [Consultado el 07/11/2025].

44	 Çavdar, A., (2021, 4 de marzo). The journey of Turkey’s right wing female leader, Meral Akşener. DuvaR.english 
https://www.duvarenglish.com [Consultado el 07/11/2025].

45	 urkish Minute (2015, 24 de enero). Un asesor niega los rumores sobre la incorporación del exlíder de la oposi-
ción nacionalista al gobierno de Erdoğan como vicepresidente [en turco]. Turkish Minute https://turkishminute.
com [Consultado el 07/11/2025].

46	 ONU Mujeres (2023, diciembre) Women political participation in Tunisia: The 2022-2023 legislative elections an 
analysis of focus groups with women political candidates https://arabstates.unwomen.org, p. 9 [Consultado el 
07/11/2025].

47	 Samaranch, R. G. (2023, 3 de agosto) “El feminismo tunecino evita lamentar el cese de la primera ministra Najla 
Bouden”, La voz de Galicia.

48	 ATFD (2025, 24 de octubre). Ici Tunis ; Ici les femmes démocrates. Asociación Tunecina de Mujeres Demócra-
tas. https://www.instagram.com/p/DQ9sfIfCPPO [Consultado el 08/11/2025].
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4.2. La representación femenina en gabinetes ministeriales 

Los países SWANA-Med muestran un patrón dual en su presencia en los ministe-
rios de gobierno: exclusión casi total en algunos países; o segregación horizontal 
que concentra a las mujeres en ministerios "sociales" —familia, educación, salud, 
cultura o turismo— manteniéndolas fuera de ministerios estratégicos —defensa, 
interior, finanzas, relaciones exteriores o energía—.

Según datos de Cummings (2023) (figura 25), la región presenta tres niveles di-
ferenciados de participación ministerial femenina. En el nivel alto relativo, Túnez 
lidera el ranking con 26%, seguido de Israel con 24,2% y Egipto con 20,6%. Aun-
que estas cifras son las más altas del contexto regional, siguen mostrando que las 
mujeres ocupan apenas una de cada cuatro o cinco posiciones ministeriales. En el 
nivel medio, Jordania con 16,7%, Marruecos con 15% y Turquía presentan cifras 
intermedias que reflejan exclusión significativa. En el nivel más bajo, Líbano con 
6,3% y Argelia con 6% evidencian los mayores desafíos, con apenas una ministra 
por cada quince o veinte ministros.

Israel ejemplifica una marcada desconexión entre representación legislativa y 
acceso al poder ejecutivo. Aunque la 25ª Knesset alcanzó un récord del 24% 
de mujeres diputadas en 2022, el gobierno posterior de Netanyahu ha relegado 
a las mujeres, con solo 5 de 30 ministerios (16,6%), excluyéndolas de carteras 
clave. El retroceso se evidenciaó en múltiples niveles tras aquellas elecciones: 
la coalición gubernamental tiene solo 14% de mujeres; hay solo dos mujeres en 
el Gabinete de Seguridad Nacional de 17 miembros y ninguna en los comités del 
Shin Bet. El cierre de la Autoridad para la Promoción de la Mujer, reemplazada por 
un ministerio dirigido por un ministro contrario a la igualdad, reflejan el deterioro 
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sistemático.49 

Turquía presenta exclusión ministerial extrema. Según EuroMed Rights (2023), 
en 2022 el país contaba con una sola ministra en todo el gabinete. Esta ausencia 
ministerial se replica en otros niveles: Turquía tiene solo dos gobernadoras provin-
ciales en un total de 81 provincias, menos del 2,5% del total.

5. Gobiernos locales: entre el avance urbano y la exclusión rural

La participación de las mujeres en el gobierno local representa un escalón crítico 
en su empoderamiento político. Los gobiernos locales funcionan como "escuela 
de liderazgo": ofrecen experiencia en gestión pública, visibilidad política y redes 
de apoyo que pueden servir como trampolín hacia la política nacional. Además, 
constituyen el nivel más cercano a la vida cotidiana de las comunidades.

A nivel global, la representación de mujeres en gobiernos locales en el conjunto 
de la región MENA ocupa según ONU Mujeres la última posición mundial con 
18%, siete puntos por debajo de América Latina y el Caribe, y 23 puntos por de-
bajo de Asia Central y del Sur (figura 26).50  

 

49	 Ver: Bonot Alternativa https://www.bonot.org/aid-israel [Consultado el 08/11/2025].

50	 ONU Mujeres (2021, diciembre), Women’s representation in local government: a global analysis. UNWOMEN, 
p. 8 https://www.unwomen.org  [Consultado el 08/11/2025].
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Según datos de la Unión por el Mediterráneo, en asambleas locales y regionales 
SWANA-Med. la proporción de mujeres es del 23% (UPM 2022: 48, 96). La parti-
cipación femenina a nivel local muestra diferencias marcadas entre países. Túnez 
lidera con un 48% de escaños ocupados por mujeres, ocupando la tercera posi-
ción mundial en 2018. En un grupo intermedio se encuentran Marruecos (27%), 
Jordania (25%) y Palestina (21% en gobiernos locales, 18.3% en municipios). 
Por debajo, Argelia (18% en municipios, 29.29% en asambleas regionales y lo-
cales), estableció en su ley de cuotas de 2012 un mínimo del 30% de presencia 
femenina en consejos municipales. La ley de 2021 aplica el principio de paridad 
en listas alternadas, pero solo en municipios con población de 20,000 habitantes o 
más (UPM 2022: 47). Libia (14%) y Turquía (10%) muestran presencia reducida. 
Siria (7%) y Líbano (4% en 2016) se sitúan en el extremo más bajo, ocupando 
los puestos 124 y 127 respectivamente de 133 a nivel mundial. Egipto no cuenta 
con órganos locales elegidos deliberativos, pero la Constitución de 2014 (Artículo 
180) reserva una cuarta parte de los escaños en los consejos locales para las 
mujeres (ONU Mujeres).51 Jordania alcanzó un 35.9% de escaños en consejos 
municipales tras la Ley de Municipios de 2011, aunque la cifra actual se sitúa en 
torno al 25% (UPM 2022: 94).52

En Israel, la exclusión de las mujeres palestino-israelíes en el ámbito local es 
especialmente marcada, representando menos del 3% de los miembros de los 
consejos locales en localidades árabes y no ocupan ninguna presidencia munici-
pal. En 2018 las mujeres ocupaban solo el 19,3% de los escaños en asambleas 
regionales y locales y el 16,2% en municipios en Israel (UPM 2022: 93).

Marruecos ha experimentado uno de los avances más simbólicos de la región en 
materia de liderazgo municipal femenino, como se explica a continuación (caso 7).

Caso 7: Tres mujeres alcaldesas para las grandes ciudades (Marruecos)
Según datos de la UpM, en asambleas locales y regionales la proporción es del 23% 
(37.61% en asambleas locales y 21.24% en municipios según datos de 2016) (UPM 2022: 
48, 96).53 Tras las elecciones locales de septiembre de 2021, tres de las principales ciuda-
des del país eligieron a mujeres como alcaldesas por primera vez en su historia: Asmaa 
Rhlalu asumió la alcaldía de Rabat, Nabila Rmili de Casablanca (ambas por la Agrupación 
Nacional de los Independientes, RNI), y Fatima-Zahra Mansuri la de Marrakech (por el 
Partido de Acción y Modernidad, PAM) (Marruecom, 2021; AIMF, 2021). Este triple logro 

51	 ONU Mujeres (2025) Global data on women's political participation. Women in local government https://local-
gov.unwomen.org/data? [Consultado el 08/11/2025].

52	 UPM (2022) 2021 Regional progress report on gender equality. UfM regional dialogue on women empower-
ment in the Euro-mediterranean region, Union por el Mediterráneo. https://ufmsecretariat.org  [Consultado el 
08/11/2025].

53	 UPM (2022). Ibidem.
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simultáneo evidencia un cambio cualitativo: no se trata de casos aislados sino de un patrón 

que afecta a los principales centros urbanos del país. 

Fuente: Imagen extraída de Khouloud-haskouri (2021, 12 septiembre), “Nabila Rmili, Asmaa Rhlalou, Fati-
ma-Zahra Mansouri: Morocco’s Female Mayors Take Over”, Moroccoworldnews (https://www.moroccoworldnews.
com). El nombre de las alcadesas las identifica de izquierda a derecha.

Ninguna de las tres figuras políticas se presentó con una agenda feminista, y las tres repre-

sentan a partidos oficialistas cercanos al polo monárquico, utilitarios para los intereses de 

las élites desde posiciones tecnócratas y modernistas.

6. Partidos políticos: rompiendo el monopolio masculino

Los partidos políticos, como instituciones intermedias entre la sociedad civil y 

el Estado, juegan un papel crucial en determinar quién accede a posiciones de 

poder. Estas estructuras concentran en manos masculinas el control de nomi-

naciones, recursos, estrategias y alianzas, limitando la participación femenina 

incluso cuando existen cuotas legales: ubicándolas en posiciones no elegibles, 

circunscripciones débiles, con pocos recursos de campaña o excluyéndolas de la 

toma de decisiones internas. Sin embargo, en las últimas décadas han emergido 

liderazgos femeninos partidarios que desafían este monopolio, aunque con resul-

tados ambivalentes. 

Varias mujeres han liderado partidos políticos en los países mediterráneos. En 

Túnez, Maya Jribi dirigió el Partido Republicano Progresista, mientras que Abir 

Mussi encabeza el Partido Desturiano Libre (fue condenada a dos años de prisión 

en 2024 en virtud del Decreto-Ley 54 sobre ciberdelitos, por haber criticado el pro-
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ceso de las elecciones legislativas de 2023).54 En Marruecos, Nabila Munib lidera 
el Partido Socialista Unificado. En Jordania, Muna Abu-Sulayman está al frente 
del Partido de la Reforma Nacional. En Israel, Tzipi Livni lideró Kadima y Hatnuah, 
mientras que Ayelet Shaked ha encabezado Yamina. En Turquía, Selma Aliye 
Kavaf fundó y dirige el Partido de la Democracia y el Progreso (DEVA), mostrando 
que la representación femenina puede coexistir con posiciones conservadoras en 
materia de género y diversidad.

7. Representación en organismos internacionales

En la región, varias mujeres han alcanzado puestos internacionales destacados y 
con perfiles críticos. En Jordania, Rima Jalaf fue secretaria ejecutiva de la Comi-
sión Económica y Social para Asia Occidental (CESPAO) de la ONU y renunció 
en 2017 por negarse a retirar un informe que acusaba a Israel de apartheid; Laila 
Baker dirige la oficina regional del Fondo de Naciones Unidas para las Activida-
des de Población (FNUAP), defendiendo la salud sexual y reproductiva; y Reem 
Alsalem es Relatora Especial de la ONU sobre violencia contra mujeres y niñas. 
De Marruecos, Najat Rochdi fue nombrada Enviada Especial Adjunta para Siria, 
mientras que, de Egipto, Ghada Fathi Waly dirige la Oficina de las Naciones Uni-
das contra la Droga y el Delito (UNODC) con rango de subsecretaria general de 
la ONU.

8. Exclusión del liderazgo económico

8.1. Los límites estructurales 

Los países del sur y este del Mediterráneo presentan los índices de participa-
ción económica de las mujeres más bajos del mundo.55 La exclusión del liderazgo 
económico es estructural, no accidental. Las mujeres enfrentan barreras siste-
máticas que operan en múltiples niveles: desde el acceso inicial al capital finan-
ciero —préstamos, inversión—, pasando por las redes empresariales cerradas y 
las normas sociales que cuestionan su autoridad, hasta la ausencia de políticas 
de conciliación que permitan compatibilizar responsabilidades empresariales con 
cargas de cuidado.

Los datos del FEM (2025: 90-91, 173, 243, 271, 357, 359) evidencian una ex-
clusión persistente de las mujeres en los puestos de liderazgo económico en la 
región. Con una exclusión extrema, Egipto registra el índice más bajo (0.148, 

54	 Amnistía Internacional (2025), “Túnez” Informe 2024-2025. https://www.amnesty.org [Consultado el 
09/11/2025].

55	 Charmes, J. (2015, 21 de diciembre). La participación económica de las mujeres en los países del Sur y Este 
del Mediterráneo. Afkar Ideas (48). https://www.politicaexterior.com [Consultado el 09/11/2025].
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puesto 130 de 146 países), lo que significa que por cada hombre en posiciones 
de liderazgo hay apenas 0.15 mujeres, es decir, aproximadamente una mujer 
por cada siete hombres (FEM 2025: 90-91). Con otras cifras también severes se 
encuentran Turquía (0.236, puesto 122), Líbano (0.269, puesto 116) y Túnez 
(0.275, puesto 115). En estos países, por cada cuatro hombres en puestos directi-
vos hay aproximadamente una mujer, evidenciando una subrepresentación masi-
va (FEM 2025: 173, 243, 357, 359). La subrepresentación resulta más moderada 
en Israel, con un índice de 0.443 (puesto 85), es decir, casi una mujer por cada 
dos hombres en cargos de liderazgo (FEM 2025: 221). La anomalía estadística 
está representada por Jordania, con un valor cercano a la paridad perfecta (un 
hombre por cada mujer), un dato sobre el cual no se nos ofrece más información 
(FEM 2025: 230). En conjunto, estos datos subrayan que, a pesar de avances 
parciales en otros ámbitos, el liderazgo económico sigue siendo un espacio fuer-
temente masculino en la región.

8.2. Percepciones empresariales sobre las barreras

El FEM (2023) incluye un indicador cualitativo basado en encuestas a gerentes 
y líderes empresariales que evalúan, en una escala del 1 al 7, las oportunidades 
reales que tienen las mujeres para alcanzar puestos de liderazgo económico.56 
Las valoraciones son bajas en la mayoría de los países, indicando que los propios 
líderes empresariales reconocen la persistencia de barreras estructurales (figura 
28). 

56	 Aunque basado en percepciones subjetivas, este indicador es significativo porque cuantifica el reconocimiento 
de barreras por parte de quienes toman decisiones de contratación y promoción. Una valoración de 7 indicaría 
que los líderes empresariales perciben igualdad total de oportunidades, mientras que una valoración de 1 indi-
caría exclusión absoluta reconocida. El punto medio (3.5) representa una posición neutral.
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Israel obtiene una valoración superior a 6 puntos (6,26). Jordania (5,57) y Egipto 
(5,43) presentan valoraciones moderadamente positivas. Sin embargo, la mayoría 
se sitúa apenas por encima del punto medio (3,5): Argelia (4,91), Túnez (4,43), 
Marruecos (4,41), Líbano (4,17) y Turquía (4,15). Es importante notar la des-
conexión en algunos casos entre percepción de líderes empresariales y datos 
objetivos. Egipto tiene una de las peores tasas objetivas de liderazgo femenino 
(0,148) pero sus líderes empresariales perciben oportunidades moderadas (5,43), 
sugiriendo falta de conciencia sobre la magnitud real de la exclusión.

8.3. Inclusión financiera (la barrera inicial) y la propiedad y gestión empresarial 
(exclusión del control)

En el conjunto de la región MENA, la inclusión financiera de las mujeres sigue 
siendo significativamente inferior a la de los hombres. Solo 38% de las mujeres 
posee una cuenta bancaria, frente a 57% de los hombres, una brecha de 19 pun-
tos porcentuales.57 Aún más preocupante, pocas mujeres acceden a préstamos, 
el instrumento crítico para iniciar o expandir negocios (UIT 2019). Esta exclusión 
financiera inicial funciona como un filtro estructural que impide que la mayoría de 
las mujeres siquiera considere el emprendimiento como opción viable.

La propiedad y la gestión empresariales en manos de mujeres revelan exclusión 
aún más profunda del control sobre los medios de producción. El caso que mues-
tra exclusión extrema de la propiedad es Marruecos, con solo 0,7% de empresas 
con mayoría de propiedad femenina. El líder regional es Israel (8,1% de propie-
dad, 5,4% de dirección), muy lejos de cualquier umbral de paridad, indicando una 
barrera casi absoluta al acceso al capital y emprendimiento (FEM, 2025: 272).

La dirección empresarial sigue el mismo patrón: exceptuando a Israel (0,269%), 
ningún país supera el 0,12%, y varios se quedan por debajo del 0,06% (FEM 
2025: 230, 360, 272, 244, 173). El líder regional en términos relativos, ya que sus 
cifras son aún bajas, vuelve a ser Israel (8.1% de propiedad, 5.4% de dirección), 
muy lejos de cualquier umbral de paridad. Incluso en el país con mejor desem-
peño, menos de 1 de cada 12 empresas tiene mayoría de propiedad femenina. 
El caso que muestra una exclusión extrema de la propiedad es sin duda Marrue-
cos, con solo el 0.7% de empresas con mayoría de propiedad femenina. Esto 
significa que, de cada 1.000 empresas, solo 7 tienen una mujer como propietaria 
mayoritaria, una cifra alarmante que evidencia la exclusión casi total del capital 
empresarial. Con unos datos de exclusión severa se encuentra un segundo grupo 
de países presenta valores entre el 2.3% y el 3.4%: Egipto (2.3% de propiedad, 

57	 (ITU (2019, 25 de mayo). Measuring Digital Development. Facts and Figures 2019. The International Telecom-
munication Union https://www.itu.int [Consultado el 14/12/2025].
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6.3% de dirección), Argelia (3.3% de propiedad) y Jordania (3.4% de propiedad, 
3.1% de dirección) (FEM 2025: 173, 230, 272). En estos países, apenas 2 o 3 
de cada 100 empresas tienen mayoría de propiedad femenina. En una posición 
intermedia de subrepresentación significativa con datos todavía extremadamente 
bajos, se encuentran Líbano (4.7% de propiedad), Turquía (4.8% de propiedad, 
3.9% de dirección) y Túnez (5.1% de propiedad, 10.4% de dirección) (FEM 2025: 
222, 244, 358, 360).

8.4. Actividad emprendedora: iniciativa y consolidación

Los datos del GEM (Global Entrepreneurship Monitor) muestra fuertes brechas de 
género en emprendimiento,58 relativos a la actividad emprendedora en fase Inicial 
(TEA), que mide la "ambición empresarial",59 y la propiedad de negocios consoli-
dados (EBO), que miden su “éxito".60 

La comparación entre ambos indicadores por género revela si existe un "efecto 
embudo": muchas mujeres inician negocios, pero pocas logran consolidarlos. Is-
rael cuenta con un buen ecosistema de consolidación, presentando una brecha 
relativamente pequeña entre la TEA y el EBO (0.9 puntos), que muestra mecanis-
mos de apoyo a las mujeres en el éxito a largo plazo. Aunque podría atraer más 
mujeres a la fase inicial, las que emprenden tienen probabilidades relativamente 
altas de consolidarse. En cambio, Jordania presenta un efecto embudo dramáti-
co, con una de las mayores desigualdades con la EBO. Aunque muchas mujeres 
comienzan negocios (19.5% en TEA), solo 2.5% logra consolidarlos; existe talento 
emprendedor femenino inicial, pero no se retiene. Por su parte, Egipto presenta 
exclusión en todas las fases. Ya en el momento de emprender, solo el 2.6% de 
las mujeres participa en procesos frente al 7.6% de los hombres, una brecha de 
5 puntos porcentuales; en términos relativos, la tasa masculina es casi 3 veces 
mayor que la femenina. En cuanto a la consolidación, la brecha se amplía dramáti-
camente: solo el 0.6% de las mujeres egipcias logra establecer un negocio estable 
frente al 5.9% de los hombres, una diferencia de 5.3 puntos. Esto significa que 
apenas 6 de cada 1.000 mujeres alcanzan la propiedad de un negocio establecido 
en Egipto, la cifra más baja de la región. Y también que establecer negocios es 
altamente complejo tanto para mujeres como para hombres.

58	 GEM (2025, 17 de febrero). Global Entrepreneurship Monitor 2024/2025. Global Report: Entrepreneurship Rea-
lity Check. Global Entrepreneurship Monitor https://gemconsortium.org [Consultado el 14/11/2025].

59	 El porcentaje de la población adulta que está involucrada en la creación de un nuevo negocio o es propietaria 
de uno con menos de 3,5 años.

60	 El primer indicador refleja la proporción de personas que inician un negocio o acaban de hacerlo en los últimos 
3,5 años, reflejando la ambición empresarial, mientras que la EBO indica el porcentaje de empresarias que han 
logrado consolidar su negocio, es decir, mantenerlo a largo plazo.
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CAPÍTULO 5. 

Los movimientos (post)revolucionarios 
y las recién llegadas (2010-2025)

1. Genealogía del feminismo en los países SWANA-Med

1.1. Fases, no olas

Los movimientos feministas en la región mediterránea no pueden encasillarse en 
las periodizaciones establecidas para Europa o América del Norte. Sus trayecto-
rias reflejan dinámicas propias vinculadas a procesos de independencia, cons-
trucción nacional y transformaciones políticas específicas que exigen un marco 
analítico situado. La literatura académica ha debatido ampliamente sobre las 
"olas" del feminismo regional, oscilando entre identificar tres o cuatro momentos 
clave, dependiendo de países y autores (Stephan 2014, Zaatari 2022, Moghadam 
2023, Elsadda 2019). Sin embargo, esta metáfora de las olas resulta problemática 
cuando se contrasta con la realidad sobre el terreno, donde distintas formas de 
militancia feminista se superponen, coexisten y actúan simultáneamente. Además 
de evocar una progresión lineal como si las reivindicaciones de la anterior ya 
hubieran sido superadas; ocultar las prácticas de resistencia más latentes; y no 
ser reconocida por sus protagonistas (Nicholson 2010, Garrido-Rodríguez 2021). 

Los feminismos están inevitablemente vinculados a transformaciones en la ges-
tión de la subordinación de género por parte de estructuras de poder: el Estado, 
el capital, el patriarcado. Por ello, en lugar de hablar de "olas", este informe se 
refiere a fases y a la emergencia de una nueva generación feminista, conceptos 
que permiten captar mejor la complejidad y simultaneidad de estos movimientos.

1.2. Las fases del feminismo en SWANA-Med

El primer momento feminista se inicia a finales del siglo XIX y principios del XX, 
coincidiendo con el período colonial y las luchas nacionalistas, aunque sus oríge-
nes se vinculan con factores más allá del impacto europeo (Beck & Keddie 1978, 
Keddie & Baron 1991, Meriwether 1999, Badran 2013). Una serie de asociaciones 
de mujeres de diferente naturaleza emergen en ciudades como Tánger, El Cairo, 
Estambul o Beirut (Moghadam 2023: 89). Estas iniciativas se vinculaban con re-
formas islámicas y proyectos modernizadores, con ambas vertientes entrelazán-
dose en ocasiones. Estos movimientos pioneros se anclaron tanto en corrientes 
de reforma del islam como en propuestas más laicas sobre "la nueva mujer", os-
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cilando entre occidentalización y tradicionalismo. Sus demandas se centraron en 
salud, educación, pero también en cuestiones controvertidas como la prostitución, 
el divorcio y la tutela de hijos e hijas. Su composición social solía estar relacionada 
con familias reales y élites políticas y económicas urbanas, adoptando frecuente-
mente un discurso maternalista o surgiendo de capas medias profesionales emer-
gentes. Otros grupos se vincularon con los movimientos socialistas, centrados ya 
en cuestiones económicas y laborales. Durante las luchas de independencia, las 
mujeres adquieren un papel central y los movimientos se autonomizaron, vincula-
dos con las ideas de auge del nacionalismo/anticolonialismo y modernización de 
la época (Arenfeldt & Golley 2012: 12-13).

El período de las postindependencias —que se inicia entre los años 40 y 60 según 
el país— constituye un segundo momento clave. A pesar de su papel central en 
las luchas independentistas, las mujeres no obtuvieron un reconocimiento dura-
dero en la esfera pública y continuaron reivindicando derechos civiles y políticos 
en el ámbito familiar, social e institucional. En las décadas de 1960 y 1970, los 
movimientos de izquierdas impulsaron parcialmente la agenda feminista, aunque 
de forma ambigua y a menudo subordinada a intereses partidistas en contextos 
represivos. Paralelamente, partidos de distinto signo, incluida la izquierda y el isla-
mismo emergente, crearon secciones femeninas con grados variables de compro-
miso feminista. Hacia el final del periodo, el islamismo se consolidó como fuerza 
política relevante, generalmente acompañado de procesos de retradicionalización 
y de un refuerzo del discurso religioso oficial, siendo la revolución iraní de 1979 un 
punto de inflexión clave (Dabashi 2017, Zaatari 2022, Al-Ali 2007, Bracco 2018). 

La entrada progresiva de la región en las prácticas neoliberales desde mediados 
de los años ochenta —y especialmente durante los noventa— marcó un tercer 
momento caracterizado por la disminución de la movilización social y la creciente 
institucionalización de los movimientos. Aunque limitada, esta apertura no impidió 
que los Estados conservaran control sobre los sistemas rentistas neopatrimonia-
les (Izquierdo 2013), mientras el tejido asociativo experimentaba una profunda 
transformación. La llegada de fondos externos promovió la “ONGización” del mo-
vimiento (Abdo 2010, East 2019), profesionalizando su estructura y alineando su 
agenda con las prioridades de donantes y organismos internacionales, relegando 
la dimensión económica (Mitri 2015). En este contexto, los movimientos feministas 
centraron sus esfuerzos en la reforma de los códigos de familia, enfrentándose 
a la pugna con el islam político, que se consolidaba como la gran fuerza de opo-
sición en la región (Burgat 1996; Izquierdo Brichs, Etherington & Feliu 2017). La 
presencia de este islamismo, junto con procesos de retradicionalización de los 
regímenes, reforzó el discurso oficial y las restricciones estatales, dejando a los 
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movimientos atrapados entre la lógica del mercado (fondos y subvenciones) y la 
del Estado (control y represión), debiendo negociar con las autoridades mientras 
enfrentaban contradicciones, ya que incluso las ONGs financiadas que actuaban 
dentro de los marcos oficiales podían ser reprimidas si se oponían a políticas 
gubernamentales.

Este capítulo se centra en un cuarto momento, ya en el siglo XXI, en el que las 
revoluciones y contrarrevoluciones han cambiado la fisonomía de los países me-
diterráneos y las condiciones de la lucha por la igualdad de género y a las nuevas 
militantes.

2. Los momentos revolucionarios y el movimiento feminista (2010-2025).
La cuarta fase

Las revueltas populares de 2010-2011 marcan un punto de inflexión en las tra-
yectorias feministas de la región mediterránea, inaugurando lo que numerosos 
autores identifican como una nueva generación feminista (Stephan 2014; Khalil 
2015; Pratt, El Said & Meari 2015). En los países analizados se han manifestado 
dos momentos revolucionarios consecutivos, en los que la representación y arti-
culación del ideario feminista ha experimentado transformaciones significativas. 
La participación masiva de mujeres en las revueltas de 2010-2011 fue innega-
ble, pero es fundamental distinguir entre las mujeres que formaron parte de la 
movilización popular general y aquellas que, además de oponerse al régimen en 
el poder, actuaron específicamente como feministas. Haddag (2021: 3) utiliza el 
término "copresencia" para referirse a estas diferentes trayectorias femeninas y 
feministas dentro de las protestas. 

Los movimientos populares funcionaron como espacios de empoderamiento y 
expresión para muchas mujeres, pero las demandas específicamente feministas 
no ocuparon un lugar central en las consignas ni en la agenda pública de estas 
primeras revueltas. La prioridad de las demandas se centró en el cambio de ré-
gimen, la dignidad (karama), el pan, la libertad y la justicia social, relegando —al 
menos en el discurso público predominante— las reivindicaciones de género a un 
"después" de horizonte ambiguo.

La segunda ola de movilización popular del período, entre 2018 y 2020, presenta 
dinámicas diferentes. Desde el inicio, se formularon demandas feministas claras 
y explícitas, mostrando un activismo más inclusivo y conscientemente atravesado 
por la perspectiva de género (Haddag 2021). Argelia, Líbano, Palestina e Israel 
fueron algunos de los escenarios donde las mujeres desempeñaron papeles de 
líderes, portavoces y agentes de cambio (Abou Habib 2020: 162). En las calles 
resonaron consignas feministas: igualdad de género, participación plena en la 
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vida pública, libertad para mujeres y otros grupos históricamente marginados. La 
mención explícita a personas LGBTQ+, migrantes, refugiadas y personas con 
discapacidad evidencia un enfoque interseccional que reconoce que la opresión 
afecta de manera diferenciada según género, orientación sexual, estatus migra-
torio o capacidades.

Caso 8: Las feministas toman la calle (Argelia, Líbano)
Líbano: La revolución libanesa de octubre de 2019 se caracterizó por la presencia masiva y 
articulada de feministas desde el primer día. Las protestas se desencadenaron por el anun-
cio de impuestos adicionales sobre la gasolina, el tabaco o las llamadas VoIP (llamadas 
de voz a través de internet en aplicaciones) y rápidamente se extendieron a otros temas 
políticos y económicos. Los eslóganes feministas estuvieron presentes desde un primer 
momento; cuidadosamente elaborados, reflejaron la diversidad de identidades y posiciones 
entre las propias mujeres (WILPF 2019).61 Las protestas abordaron la violencia de género, 
la discriminación legal y la necesidad urgente de reformas en el Código de Familia. Las fe-
ministas libanesas inspiraron a feministas en otros países árabes (Qazzaz 2021: 437). Sin 
embargo, la crisis económica posterior, la pandemia de COVID-19 y la explosión del puerto 
de Beirut en agosto de 2020 desplazaron parcialmente la agenda feminista del espacio 
público (Haidar 2022).

En Argelia: el Hirak se inició en febrero de 2019 tras la presentación de una nueva candi-
datura del presidente Abdelaziz Buteflika a un quinto mandato, También en este caso las 
demandas feministas se formularon en las calles desde el inicio, a pesar de las reticencias 
dentro del propio movimiento protestatario (Haddag 2021: 3, Nilsson Rabia 2019). Durante 
el Hirak, los eslóganes feministas se mantuvieron cada viernes: “Mi lugar está en el Hirak, 
no en la cocina”; “¡La democracia se logrará con mujeres o no se logrará en absoluto!” 
(Haddag 2021: 6).

El 16 de marzo de 2019 se firmó una declaración estableciendo el colectivo Mujeres Arge-
linas por un Cambio hacia la Igualdad (FACE) –de la que formaban parte nombres como 
Saadia Gacem, Faïka Medjahed, Fatma Bufenik, Habiba Djahnine y otras dieciséis muje-
res—. Éstas decidieron crear un “Espacio feminista”, concentrándose cada viernes a una 
hora fijada frente a la entrada de la Facultad Central de Argel. Esto permitía que las mujeres 
pudieran encontrarse, discutir juntas y posteriormente unirse a la marcha principal como 
grupo organizado. Miembros de la sociedad civil (red Wasila, ONGs), intelectuales, activis-
tas y estudiantes consolidaron este espacio de reunión de quienes buscaban vincular la 
lucha contra el régimen con la igualdad de género (Haddag 2021: 3-4). Pero las ocupantes 
de este espacio sufrieron agresiones físicas y verbales, así como campañas de difamación 
en internet. La violencia patriarcal se evidenció en el segundo ‘Carré Féministe’ del 29 
de marzo de 2019 en la Plaza Audin, cuando las participantes fueron agredidas verbal y 
físicamente y sus pancartas destrozadas en las marchas que se sucedieron regularmente 
hasta marzo de 2020.62 

61	 WILPF (2019, 11 de diciembre) In Lebanon, the Revolution Is a Woman. Women’s International League for 
Peace & Freedom https://www.wilpf.org [Consultado el 11/11/2025].

62	 Ouabou, N. (2021, 21 de febrero) El feminismo impulsa el Hirak con una doble lucha: democracia e iguadad. 
Swissinfo https://www.swissinfo.ch [Consultado el 11/11/2025].
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Ante intentos de cooptación, las activistas reafirmaron su autonomía radical, boicoteando la 
Primera Conferencia nacional sobre la dinámica de la sociedad civil en Argel (15/06/2019) 
(Réseau Wasila 2019, 14 junio) y organizando reuniones nacionales autónomas, como la 
de Orán (17-19/10/2019). Se consolidaron grupos como el Colectivo Libre e Independiente 
de Mujeres de Bejaia y el Colectivo de Mujeres de Constantina.

El 13 de octubre de 2019 en Orán, las creadoras del ‘Carré Féministe’, FACE y trece aso-
ciaciones y coaliciones feministas más, incluida la red Wasila, establecieron el Movimiento 
Nacional de las Feministas Argelinas (MNFA), rechazando el Código de Familia que perpe-
túa la opresión de las mujeres, oponiéndose a la elección presidencial del 12 de diciembre 
“impuesta por un poder antinacional repudiado por el pueblo” y reclamando la liberación de 
los detenidos de opinión.

Esta presión ciudadana sostenida forzó la dimisión de Buteflika en abril, aunque el poder 
efectivo siguió radicado en el ejército. La elección de Abdelmadjid Tebbun en diciembre 
de 2019 no logró canalizar el descontento del movimiento ni las aspiraciones de cambio 
profundo, incluidas las feministas.

3. Características de la nueva generación feminista

3.1. Continuidades y puentes

La emergencia de una nueva generación feminista en la región mediterránea re-
fleja tanto la madurez del movimiento como las nuevas condiciones tecnológicas, 
políticas y económicas. Esta generación no representa una ruptura total con el 
pasado, sino un momento específico de reconfiguración de la militancia feminista 
postrevueltas árabes, donde conviven rupturas reales, continuidades y contradic-
ciones internas. Las feministas históricas aportan experiencia, memoria, contactos 
institucionales y legitimidad, mientras que las nuevas generaciones traen energía, 
habilidades digitales, movilización rápida y conexión con nuevas subjetividades.

El interés y reconocimiento de las representantes genuinas de la nueva genera-
ción respecto a las pioneras es innegable y refleja lo que Silvia Federici (2013) de-
nomina la «acumulación de conocimiento feminista», un proceso mediante el cual 
cada generación hereda las luchas anteriores y las reinterpreta según sus contex-
tos. Iniciativas como Takatoat (Intersecciones) en Jordania recopilan biografías e 
historias de éxito de mujeres pioneras, conectando generaciones y construyendo 
la memoria colectiva.63 Haddag (2021: 4) narra como en las manifestaciones del 
Hirak en Argelia en 2019 se exhibía una gran pancarta con fotos de diferentes 
mujeres argelinas luchadoras contra el colonialismo, el terrorismo y la violencia 
patriarcal que abarcaban desde Lalla Fatma N'Soumer en el siglo XIX hasta Ami-
na Merabet, una joven argelina quemada viva en Constantina por su agresor en 

63	 Véase: Takoat. Feminist Collective based in Jordan https://www.takatoat.org [Consultado el 11/11/2025].
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plena calle en agosto de 2016.64 Esta estrategia de comunicación, que podría 
enmarcarse en lo que Lauren Berlant (2011) llama «afecto público», sirve para 
subrayar la legitimidad histórica de la lucha feminista y anclarla en una tradición 
rebelde y revolucionaria.

Además, diversas acciones en estos países buscan reflexionar y tender puentes 
entre las veteranas y las nuevas activistas. En Marruecos, diversas iniciativas 
entablan un diálogo intergeneracional: Jornadas (Assisses) del feminismo, un “en-
cuentro intergeneracional inédito” organizado por la Asociación para la Promoción 
de la Cultura de la Igualdad (APCE) en diciembre de 2023;65 o  el Seminario sobre 
Feminismo Intergeneracional de la Coalición Generación Género Marruecos com-
puesta por la ADFM, la Asociación Medios y Culturas (AMC) celebrado en Rabat 
el 19 de diciembre de 202466 – que comparte local con la asociación Kif Mama 
Kif Baba en Mohammedia y la Federación de Ligas de los Derechos de la Mujer 
(FlDF). Esta interacción genera sinergias en formación, campañas y respuesta a 
crisis, pero también tensiones: las feministas institucionalizadas priorizan nego-
ciación y reformas graduales, mientras que las jóvenes critican la complicidad con 
el poder y buscan acción directa y transformación cultural, provocando debates 
que fortalecen y cuestionan al movimiento simultáneamente.

3.2. Los rasgos de la nueva generación

Gran parte de la academia coincide en que esta nueva generación es más diver-
sa, radical, interseccional y digitalizada, redefiniendo la militancia y la representa-
ción política desde prácticas colectivas, autónomas y menos jerárquicas, adaptán-
dose a contextos represivos donde las estructuras formales son más vulnerables 
(Qazzaz 2021: 440). 

Colectivos como FE-MALE y Talaat en Palestina; Takatoat en Jordania; Maw-
joudin en Túnez; o Falgatna (“estamos hartas”), que se hizo conocida en Túnez 
tras organizar un flash mob para denunciar la violencia contra las mujeres, y que 
trabaja sobre mujeres transexuales67 son algunos de los nuevos representantes.

64	 Las figuras en la pancarta son: la combatiente contra la colonización francesa Lalla Fatma N'Soumer (1830-
1863); la heroína de la Batalla de Argel Hassiba Ben Buali (1938-1957); la mudjahida Baya Touhami, conocida 
como "El Kahla" (1936-2017); y la feminista Nabila Djahnin (1965-1995), asesinada durante la Década Negra 
(Haddag, 2021: 4).

65	 Bobin, F. (2024, 5 de marzo). Au Maroc, une nouvelle génération de militantes féministes s’empare du débat sur 
le code de la famille, Le Monde https://www.lemonde.fr [Consultado el 11/11/2025]

66	 Debouza, A., (2025, 10 de marzo) Féminisme: Un combat en mouvement. Point de vue de Leila Rhiwi. Femmes 
du Maroc https://femmesdumaroc.com [Consultado el 11/11/2025]. 

67	 Fanack (2025, 3 de junio) New Generation of Women’s Initiatives Reshaping Feminism. Fanack https://fanack.
com [Consultado el 11/11/2025].
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La tabla 3 resume algunos de estos aspectos. A fin de facilitar la explicación, las 
nuevas generaciones y el feminismo histórico son tratados como dos tipos idea-
les en sentido weberiano, construidos para organizar analíticamente el campo, 
aunque en la práctica las asociaciones, redes e iniciativas feministas presentan 
configuraciones híbridas que combinan elementos de continuidad y de cambio. 
La nueva generación señala cuáles son sus aspiraciones, no siempre fáciles de 
conocer. Lo que resulta innegable es la presencia de innovaciones vinculadas 
al contexto nacional e internacional contemporáneo (Fraser 2013). Aunque no 
constituye materia de este análisis, los nuevos feminismos están marcadamente 
atravesados por transformaciones simultáneas en los planos global y local, que 
reconfiguran los debates, repertorios de acción, estrategias y ejes de disputa en 
torno a la condición de las mujeres (Krook & True 2012).

Tabla 3. Comparación de rasgos entre feminismos consolidados y nuevas 
generaciones en SWANA-Med

Rasgos Feminismos consolidados (1980–) Nueva generación (2010–2025)

Estructura ONGs jerarquizadas, liderazgos 
concentrados

Colectivos horizontales, decisión por 
consenso

Relación con el 
poder

Negociación con el Estado y finan-
ciadores internacionales

Rechazo explícito de cooptación, 
búsqueda de autonomía

Agenda Reformas legales: códigos de fami-
lia, participación política

Ampliada: cuerpo, sexualidad, LGB-
TQ+; grupos marginados

Interseccionalidad No prioritaria Principio declarado.

Acción política Cabildeo institucional, participación 
en foros oficiales, comunicados, in-
formes

Acción directa, manifestaciones, 
performances, ocupaciones, creati-
vidad política

Comunicación Medios tradicionales, redes forma-
les, páginas web y comunicación 
digital no intensa

Redes digitales, plataformas híbri-
das, comunicación viral

Represión Legal (congelamiento de activos, 
trabas administrativas)

Sistemática, violenta, también digital 
(acoso, vigilancia)

Composición 
social

Predominantemente clase media 
profesional urbana

Clase media urbana, conexiones va-
riables con bases populares

Alcance del poder Moderado (capacidad de inciden-
cia y reforma legal limitada) por 
sus contactos con instituciones y el 
Estado

Limitado. Relevante acompañado 
de movilización masiva junto a otros 
movimientos sociales

Fuente: Elaboración propia
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El carácter horizontal, autónomo y de base que caracterizó las movilizaciones 
sociales contrasta marcadamente con los feminismos institucionales o elitistas. 
Las nuevas generaciones encontraron en las redes informales un canal eficaz 
para hacer activismo (Qazzaz 2021: 437). Y de aquí que surgieran redes rizo-
máticas sin centros jerárquicos definidos, colectivos temporales organizados por 
proyectos específicos, plataformas autogestionadas digitales que facilitan la coor-
dinación, laboratorios de experimentación política que prueban nuevas formas 
de activismo o de carácter académico, junto a las clásicas asociaciones y ONGs.

De hecho, el movimiento feminista histórico convive ahora con otro menos estruc-
turado, más "líquido", cuyos discursos circulan por las redes de manera heterogé-
nea. Algunos de estos grupos se han ido formalizando con el tiempo (El Khamsi & 
Ramírez 2025 para Marruecos), creando un ecosistema feminista cada vez más 
diverso.

Por su parte, el Estado neoliberal-autoritario está habituado a negociar con líderes 
e interlocutores visibles, pero encuentra dificultades para controlar estas redes 
descentralizadas y emplea otros instrumentos para su control.

La agenda feminista se ha ampliado significativamente más allá de las reformas 
legales tradicionales (códigos de familia, participación política). Sin abandonar 
estas demandas, la nueva generación incorpora nuevas temáticas. El sujeto po-
lítico feminista incorpora explícitamente a mujeres más diversas y a colectivos 
tradicionalmente marginados. Una de las temáticas más presentes es la del con-
trol del propio cuerpo y la sexualidad. Esto incluye los derechos sexuales y repro-
ductivos, la legitimidad del placer, y la deconstrucción de la virginidad y el honor, 
entre otros. Esta agenda se relaciona también con la defensa de las identidades 
LGBTQ+. Una parte de las nuevas generaciones desean vincular su activismo 
con las luchas de mujeres rurales por la tierra, de trabajadoras textiles por salarios 
dignos, o de migrantes en tránsito. Sin embargo, persisten limitaciones importan-
tes en esta agenda ampliada, que siguen siendo marginal en la narrativa pública 
feminista dominante. La interseccionalidad, como concepto teórico, es adoptada, 
pero enfrenta muchas dificultades para traducirse en una reconfiguración de las 
estrategias. 

Caso 9: Helem y la interseccionalidad radical: género, sexualidad y derechos 
laborales (Líbano)
Líbano se ha consolidado como centro regional de activismo LGBTQ+. Desde 2017, el día 
del Orgullo Gay (Beirut Pride) se ha consolidado como el evento singular en el mundo ára-
be, convirtiendo a Beirut en centro regional de activismo y visibilidad (Merabet 2014). He-
lem, fundada en 2000, se convirtió en la primera organización registrada en el mundo árabe 
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dedicada a derechos LGBTQ+. Su misión operacional articula liderazgo queer+ y abogacía 
por cambios políticos y sociales. La organización Helem trabaja sistemáticamente para 
eliminar artículos del Código Penal libanés que criminalizan a personas queer (art. 534 que 
criminaliza "relaciones sexuales contra natura" (además de 531, 532, 533, 521 y otros) y 
reformar la ley laboral para abolir toda discriminación contra las personas LGBTQ+, pro-
tegiendo a quienes enfrentan discriminación por orientación sexual, identidad de género.

Como parte de la red "My Work My Rights" financiada por Oxfam y el Programa Europeo 
de Desarrollo y Protección Regional para Líbano, Jordania e Irak,68 Helem colabora estra-
tégicamente con grupos marginados —personas con discapacidad, trabajadoras migrantes 
e indocumentadas, refugiadas— por una reforma laboral integral (seguridad social, seguro 
de salud y acceso a justicia), ofreciendo asistencia legal gratuita.69

3.3. Un dilema estructural: autonomía o captura

Esta generación de feministas se caracteriza por su rechazo a ser mediadas por 
ONGs, partidos o Estados, buscando autonomía frente al feminismo institucional 
cooptado. Sin embargo, esa independencia genera desafíos: atomización, secto-
rialidad y dificultades para garantizar la continuidad de los proyectos. Su cuestio-
namiento del sistema capitalista, patriarcal y neocolonial varía según el contexto, 
siendo más radical en movimientos de liberación nacional (Palestina, Rojava en 
Siria) y más limitado en entornos urbanos vinculados a ONGs. A pesar de que par-
te de su discurso ha sido incorporado por instituciones, su radicalidad y presencia 
en la calle las convierte en blanco de represión judicial y extrajudicial, mostrando 
el impacto disruptivo de sus acciones sobre las estructuras de poder.

El movimiento feminista en contextos poscoloniales debate su relación con el im-
perialismo y la influencia de agendas occidentales, cuestionando cómo equilibrar 
autonomía y acceso a recursos. El discurso decolonial se encuentra muy presente 
en la nueva generación de activistas, y el feminismo histórico no siempre compar-
te su omnipresencia en el programa y trabajo feminsita.70

La financiación extranjera es central en esta tensión: algunas organizaciones, 
como la ATFD en Túnez, rechazan fondos estatales para preservar independen-
cia; otras, como la Unión de Mujeres Jordanas, aceptan solo financiación no con-
dicionada. La mayoría de los grupos dependen de recursos internacionales para 
operar, pero esto también puede ser usado en su contra por Estados autoritarios 

68	 My Work, My rights Network  (s.d.) “Descargar la aplicación móvil” (en árabe). https://myworkmyrights.com/ar 
[Consultado el 11/11/2025].   

69	 Véase: Helem. Changing Laws and Fighting Prejudice https://www.helem.net/advocacy [Consultado el 
11/11/2025].

70	 Véase por ejemplo las reticencias expresadas por una militante de la ATFD tunecina, que ve en este discurso 
el autoengaño de "mujeres islámicas que niegan estar oprimidas". Declaraciones recogidas en: Fanack (2025) 
op. cit.
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que los acusan de actuar como “agentes extranjeros”, como se observa en el 
siguiente caso (Caso10).

Caso 10: El caso 173/2011 de "Financiación extranjera" y el feminismo (Egipto)
La apertura del Caso 173/2011 —la investigación sobre financiación extranjera que siguió a 
la revolución de 2011— transformó la cooperación internacional, incluida del feminismo, en 
un terreno de sospecha y persecución, y funcionó como un mecanismo para deslegitimar 
el feminismo crítico que circulaba por espacios globales.71 La criminalización de los fondos 
externos, reforzada por las enmiendas de 2014 al artículo 78 que permitían la cadena 
perpetua por “dañar la seguridad nacional”, se convirtió en un instrumento central para 
desarticular las redes transnacionales de derechos humanos. 

En este marco, la abogada Azza Soliman, fundadora del Centro de Asistencia Legal para 
Mujeres Egipcias, fue una de las figuras represaliadas más emblemáticas: detenida en 
diciembre de 2016, sometida a congelación de bienes y prohibición de viaje, su caso sim-
bolizó la escalada contra una defensora por presunta recepción de fondos extranjeros.72

Ese mismo año, Mozn Hassan, directora de Nazra para los Estudios Feministas, una orga-
nización clave en la articulación de redes feministas transnacionales, fue enjuiciada y sus 
bienes congelados. Nazra fue presentada por las autoridades como “organización sospe-
chosa” por su colaboración con actores internacionales.73 

El endurecimiento represivo alcanzó un nuevo nivel tras las protestas de 2019, cuando el 
Estado recurrió a una estrategia de acumulación de causas y detenciones preventivas. La 
periodista y activista Israa Abdel Fattá, ya implicada en la causa de financiación extranjera, 
fue detenida y sometida a torturas durante su custodia.74 

Los pronunciamientos de expertos de la ONU denunciaron esta estrategia como un intento 
sistemático de silenciar voces feministas y de derechos humanos mediante el uso expansi-
vo y punitivo de la legislación sobre financiación internacional.75 La represión bajo el Caso 
173 no fue indiscriminada: se dirigió específicamente contra activistas que mantenían con-
tactos transnacionales y rechazaban la cooptación estatal, en busca de una autonomía que 
otros sectores feministas fueron abandonando.

3.4. Ciberfeminismo: potencialidades y límites del activismo digital

El uso de tecnologías digitales como herramienta de movilización, visibilidad y 
articulación transnacional se ha convertido en una característica distintiva del fe-

71	 FIDH (2016, 19 de septiembre) Egypt: Court confirms asset freeze against 5 human rights defenders and 3 
NGOs. Federación internacional por los derechos humanos https://www.fidh.org [Consultado el 11/11/2025].

72	 HRW (2016, 8 de diciembre) Egypt: Women’s Rights Defender Arrested. Azza Soliman Accused in Escalation 
of Foreign Funding Case. Human Rights Watch https://www.hrw.org [Consultado el 11/11/2025].

73	 Nazra para los Estudios Feministas (2020, 22 de julio). Sweeping Assaults Against Women Started Long Ago 
in Egypt. Brief Background Paper. Disponible en: https://nazra.org [Consultado el 11/11/2025].

74	 RSF (2019, 15 de octubre) Egipto: RSF condena la detención y tortura de la periodista Esraa Abdel Fattah. 
Reporteros sin Fronteras https://rsf.org [Consultado el 11/11/2025].

75	 Frente Egipcio para los Derechos Humanos (EFHR) (2020, 30 de marzo) Case aside: Egyptian authorities 
have developed new patterns of targeting activists and rights defenders in case no 173/2011, known as foreign 
funding case https://egyptianfront.org [Consultado el 11/11/2025].



PAPERS DE LA FUNDACIÓ / 180

84

minismo regional desde inicios del siglo XXI, intensificándose significativamente 
durante la pandemia de COVID-19. La Web 2.0 y las redes sociales han permitido 
desarrollar repertorios de acción innovadores que amplían el alcance del activis-
mo feminista. 

El caso marroquí ilustra cómo las redes sociales facilitan la movilización rápida 
mediante hashtags virales —#TaAna en Marruecos, equivalente local de #Me-
Too—, campañas masivas contra violencia de género que superan barreras geo-
gráficas, reproducción de testimonios anónimos colectivos que rompen el silencio 
sobre experiencias compartidas o construcción de cartografías colaborativas de 
acoso que visibilizan patrones sistemáticos (Tazi & Oumlil 2020; Houki, Kurian 
& Oumlil 2023). L'Bnat L'Mraytiyat utiliza TikTok para educación sexual entre jó-
venes. Otros ejemplos. En Túnez, la campaña Chouf Revolution ha empleado 
realidad virtual para denunciar violencias de género; en el Líbano, Feminist AI Co-
llective usa la inteligencia artificial para el mapeo de acoso callejero; en Turquía, 
Feminist Utopia Now crea espacios en el metaverso para asambleas seguras. Las 
plataformas digitales permiten a las organizaciones sostener su trabajo en con-
diciones adversas, alcanzar poblaciones dispersas, difundir información crítica y 
establecer solidaridades transnacionales (Al-Asmar 2020) (Caso 11).

Caso 11: La campaña #Mi_lugar_no_está_en_la_cocina (Argelia)
Este caso ejemplifica los repertorios de la acción feminista contemporánea: la hibridación 
de repertorios digital-presencial, el uso de narrativas personales viralizadas como herra-
mientas políticas, la continuidad de la demanda de reformas legislativas, y la traducción de 
indignación virtual en incidencia política concreta.

En mayo de 2018, un hombre abusó verbal y físicamente de una mujer mientras corría 
haciendo ejercicio durante Ramadán en Argelia, preguntándole: "¿Qué haces aquí a esta 
hora? Deberías estar en la cocina cocinando la cena". El video de la víctima contando su 
historia se volvió viral, generando la campaña #Mi_lugar_no_está_en_la_cocina (Chaif & 
Finneman 2024). 

Facebook, la plataforma más popular en Argelia, se convirtió en un espacio clave para la 
movilización feminista. Las campañas digitales permitieron visibilizar experiencias compar-
tidas y coordinar acciones inmediatas. La indignación virtual se tradujo en movilización pre-
sencial, con marchas y carreras colectivas organizadas en varias ciudades con lemas como 
"Yo corro donde quiero cuando yo quiero", simbolizando la apropiación del espacio público. 

Estas denuncias coordinadas tuvieron efectos concretos: la justicia argelina procesó al 
agresor del video viral y se dio empuje a la demanda de reforma del Código de Familia.

El espacio digital se ha convertido también en un campo de batalla donde las 
feministas enfrentan múltiples amenazas. Desde el punto de vista estatal, los 
gobiernos autoritarios utilizan tecnologías avanzadas de monitoreo para rastrear 
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activistas, anticipar movilizaciones y recopilar evidencia para procesos judiciales. 
La criminalización de las llamadas “TikTok Women" en Egipto ejemplifica cómo la 
visibilidad digital puede convertirse en vulnerabilidad.76

Las feministas enfrentan campañas coordinadas o privadas de acoso, amenazas 
de violencia sexual, difusión de información personal (doxing) y ataques a su re-
putación. En Túnez, tras la destitución autoritaria por la presidencia de 57 jueces 
el 1 de junio de 2022, varias juezas fueron objeto de difusión en redes sociales de 
información privada con el objetivo de intimidarlas y silenciarlas.77 Esta violencia 
busca silenciarlas y expulsarlas del espacio público digital.

La creciente dependencia de plataformas corporativas con algoritmos privados, 
intereses comerciales propios y políticas inestables crea una vulnerabilidad es-
tructural para los movimientos feministas. La moderación opaca de redes como 
Facebook, TikTok o Instagram censura de forma desproporcionada contenido fe-
minista, en particular el relacionado con cuerpo y sexualidad, mientras permite 
expresiones misóginas. Además, estas empresas, sensibles a presiones estata-
les, cierran cuentas y eliminan contenidos sin garantías legales, intensificando la 
fragilidad del activismo digital. 

En la región de Idlib (Siria) se ha extendido el fenómeno del chantaje cibernético 
(sextortion), en el que mujeres son víctimas de amenazas, robo de identidad y 
violación de su privacidad mediante la manipulación de imágenes o datos perso-
nales, con el fin de exigirles dinero o favores sexuales.78

Estos límites no invalidan el potencial del activismo digital, pero obligan a desa-
rrollar estrategias de seguridad, diversificar plataformas, construir infraestructuras 
propias y combinar trabajo presencial y de base.

3.5. Redes y solidaridades transnacionales desde el sur

El feminismo hoy en los países mediterráneos es también en parte el producto de 
una circulación transnacional que opera en un doble nivel: el de los debates ideo-
lógicos (Krook & True 2012) y el de las estructuras materiales. Así, la evolución 
del movimiento está igualmente influida por la disponibilidad de nuevos recursos 
de financiación internacional, el impacto de las tecnologías digitales en la orga-
nización colectiva y la reconfiguración de oportunidades políticas en el escenario 

76	 Amnistía Internacional UK. (2020, 13 de agosto). Egypt: 'Chilling' crackdown on female TikTok users must end 
[Comunicado de prensa]. https://www.amnesty.org.uk [Consultado el 12/11/2025].

77	 Según documentó Access Now. Véase: Euromedrights (2022, 1 de junio). Female judges subjected to online 
smear campaigns. https://backlashmap.euromedrights.org [Consultado el 12/11/2025].

78	 Al Mansour, H. (2022, 15 de febrero). Sextortion stigma stops Idlib's women from seeking help in the face of 
online harassment. The New Arab. https://www.newarab.com [Consultado el 11/11/2025].
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global, factores que condicionan materialmente los programas, estrategias y lu-
chas a nivel local.

Este transnacionalismo feminista no es una novedad contemporánea,79 sino una 
característica estructural de los movimientos de mujeres que se ha reconfigurado 
sobre todo según la geografía política Norte-Sur, que ha marcado la agenda y 
la estrategia, generalmente a través de la provisión de fondos y ayudas prove-
nientes de la Unión Europea y de algunos de sus estados miembros, y de Esta-
dos Unidos.80 Esta desigualdad se puede observar en el acceso a conectividad, 
el dominio de idiomas globales (inglés/francés), el tiempo libre o la exportación 
de determinado capital técnico o cultural con una perspectiva mercantilista (Feliu 
Martínez 2014). Aunque el feminismo de la región ha tenido tradicionalmente una 
dimensión internacionalista, el espacio transnacional ha estado marcado por la 
consolidación de élites feministas que, en alianza con feministas del primer mun-
do, determinan los lineamientos del movimiento en espacios accesibles solo para 
unas pocas (Mohanty 2008). 

En contraste, emerge un renovado interés por construir conectividades Sur-Sur 
que desafíen estas jerarquías, potenciados por nuevas tecnologías.81 A las redes 
transnacionales institucionalizadas se debe añadir otros circuitos difíciles de rese-
guir de iniciativas locales con contactos transnacionales puntuales. 

Como señala Kaedbey (2023: 13), los movimientos feministas han evolucionado 
hacia espacios transnacionales con conversaciones y solidaridades a través de 
fronteras donde feministas palestinas coordinan con sudanesas y colectivos ma-
rroquís se conectan con redes libanesas, generando comunidades digitales más 
igualitarias sin anclaje geográfico. Pero la proliferación de estas redes enfrentas 

79	 Figuras pioneras históricas participaron en redes transnacionales feministas emergentes, como Huda Shaarawi 
(Egipto, 1879-1947) (Shaarawi 1986) o May Ziadé (Palestina/Líbano, 1886-1941) (Ziadé 1929).

80	 Véase algunas redes que vinculan estas geografías: EuroMed Rights – Women’s Rights Thematic Group: red 
euromediterránea de derechos humanos que busca construir solidaridad Norte–Sur; la red de redes con más de 
500 miembros de unos 35 países: Fundación Euro-Mediterránea de Mujeres; la Association for Women's Rights 
in Development (AWID), foro global con amplia representación mediterránea, central para articular agendas 
transnacionales; o KARAMAH (Muslim Women Lawyers for Human Rights), organización con base en EE. UU. 
que trabaja globalmente por derechos de mujeres musulmanas desde marcos islámicos; puente entre feminis-
mo islámico y estructuras legales internacionales;

81	 Véase por ejemplo: MENA FEM movimiento para la justicia económica, de desarrollo y ecológica, una red 
digital para conectar mujeres feministas de la región, compartir recursos y coordinar campañas “basada en 
principios feministas interseccionales, derechos humanos y justicia ecológica, impulsados por las necesidades 
de las comunidades y los grupos marginados” (https://menafemmovement.org); el Collectif 95 Magreb Égalité; 
Arab Women’s Solidarity Association: una de las redes árabes más antiguas, fundada por Nawal El Saadawi; 
conecta activistas entre países y generaciones; La Red Árabe para la sociedad civil feminista, una coalición que 
agrupa a 68 organizaciones miembros de 12 países árabes diferentes (https://arabcsosfeminist.org); o DAWN 
(Development Alternatives with Women for a New Era) es una red de académicas, investigadoras y activistas 
feministas del Sur económico que trabaja por la justicia económica y de género, así como por un desarrollo 
sostenible y democrático (https://www.dawnfeminist.org).
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límites críticos en contextos autoritarios mediterráneos, donde el control estatal, la 
represión digital y la censura restringen significativamente la capacidad organiza-
tiva, limitando su función a coordinación entre élites globales con alcance limitado 
hacia movimientos de base locales más allá de los centros urbanos.

3.6. El feminismo también es arte

Diversas artistas han consolidado trayectorias que combinan excelencia estética 
con compromiso político explícito. En Turquía, la artista Canan fue enjuiciada por 
"obscenidad" en 2018 por reinterpretar "El origen del mundo" de Courbet, un acto 
deliberado para desafiar la moral sexual del gobierno de Erdogan y reclamar la 
visibilidad del placer y la biología femenina.82 En Egipto, Bahia Shehab creó el 
proyecto callejero "No, mil veces no" pintando la palabra "No" árabe en mil formas 
distintas por las calles de El Cairo, demostrando cómo el espacio público puede 
ser reclamado por las mujeres.83 En Jordania, la iniciativa MIRROR se constituye 
como un espacio seguro y de visibilidad para artistas mujeres, organizando expo-
siciones que abordan el acoso y las leyes discriminatorias.

El arte feminista tiene una fuerte dimensión crítica, pero enfrenta límites estruc-
turales: suele circular en espacios elitizados —galerías, bienales e instituciones 
culturales—, puede ser cooptado por Estados u organismos internacionales que 
adoptan su estética sin sus demandas, y frecuentemente permanece distante de 
los movimientos sociales. No obstante, cuando se integra en dinámicas colecti-
vas, su impacto político se multiplica (Caso 12).

Caso 12: Zainab Fasiki y la pedagogía de la vergüenza (Marruecos)
Zainab Fasiki, artista y militante marroquí, es un exponente de la nueva generación femi-
nista que utiliza el arte como herramienta de pedagogía política y denuncia social. A través 
del cómic y la ilustración, aborda tabúes como el desnudo, la sexualidad femenina, la doble 
moral y los estereotipos patriarcales, trabajando tanto a nivel local como internacional.

Su obra más destacada, Hshouma (2019), tuvo que publicarse fuera de Marruecos por la 
censura. En este libro en formato cómic se aborda la sexualidad y el cuerpo femenino ilus-
trando testimonios publicados por el medio en línea Jawjab bajo la etiqueta @TaAnaMetoo 
("yo también" en árabe dialectal marroquí).84 También critica las insuficiencias de la Ley 
103.13 contra la Violencia de Genero.

Fasiki conecta con opresiones de género en contextos más amplios en su obra Iranienne, 

82	 Hyperallergic (2018). "Turkish Artist CANAN Faces Trial for 'Obscene' Reimagining of Courbet Painting". https://
hyperallergic.com [Consultado el 14/11/2025].

83	 May, K.T. (2012, 28 de septiembre). Bahia Shehab’s newest evolutions of ‘no. TED Talks. https://blog.ted.com 
[Consultado el 14/11/2025].

84	 Fasiki, Z. (2021, 2 de abril). La dessinatrice de BD marocaine qui milite pour l’émergence d’un mouvement 
#MeToo au Maghreb. Franceinfo. https://www.francetvinfo.fr [Consultado el 14/11/2025].
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que sigue la vida de una joven en Irán y refleja su solidaridad feminista (Darbré, Shahdad 
& Fasiki 2024). Además, esta artista visibiliza la situación de mujeres trabajadoras y en 
los márgenes, y promueve un liderazgo femenino basado en la defensa de comunidades 
discriminadas. Como afirma en una entrevista: "Para mí, el liderazgo femenino consiste 
en tomar iniciativas para defender a las comunidades que son víctimas de discriminacio-
nes política, social, económica y religiosa, con el fin de sensibilizar a la sociedad sobre la 
igualdad y una reforma jurídica fundada en la protección de los ciudadanos y ciudadanas, 
independientemente de su sexo, raza, clase social, religión u orientación sexual" (ONU 
Mujeres 2021).85

A pesar del acoso recibido, ha podido exponer en galerías de Marruecos, imprime y distri-
buye sus cómics gratuitamente en escuelas, y en 2018 fundó el colectivo Women Power 
para fomentar el interés por el arte entre niñas y formar nuevas creadoras. Un arte pedagó-

gico, hacia la colectividad y anclado en una estrategia política más amplia.

4. Movimientos represaliados en contextos autoritarios86

En contextos autoritarios, la represión contra el activismo feminista que subvierte 
el orden social es especialmente intensa cuando cuestiona simultáneamente es-
tructuras de poder patriarcal y propugna transformaciones políticas y económicas 
profundas. En Israel, la Ley Antiterrorista de 2023 permitió designar a la Unión de 
Comités de Mujeres Palestinas (UPWC) como organización terrorista en 2021, 
junto con otras cinco organizaciones palestinas, supuestamente por vínculos con 
el Frente Popular para la Liberación de Palestina (FPLP) (Al-Haq 2023: 11).

La represión estatal contra los grupos feministas en la región varía según el grado 
de autonomía y confrontación política que estos representen. Los colectivos me-
nos reprimidos son aquellos centrados en derechos más despolitizados, que usan 
un con lenguaje técnico, y están dispuestos a negociar con el Estado.

85	 ONU Mujeres (2021, 1 de junio). Je suis de la Génération Égalité: Zineb Fasiki. ONU Mujeres https://morocco.
unwomen.org [Consultado el 14/11/2025].

86	 Ver informes de Amnistía Internacional y de Human Rights Watch, además de las organizaciones locales sobre 
estos y otros casos: www.amnesty.org, www.hrw.org.
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La represión opera en múltiples niveles simultáneos, reforzándose mutuamen-
te. A nivel institucional-organizativo se centra en disolver, clausurar o judicializar 
organizaciones feministas. En Argelia, las asociaciones Mujeres Argelinas Rei-
vindican sus Derechos (FARD) y la Asociación Feminista para el Desarrollo de 
la Persona y el Ejercicio de la Ciudadanía (AFEPEC) fueron clausuradas tempo-
ralmente en 2018. Lo mismo les ha sucedido en Túnez en octubre de 2025 a la 
veterana Asociación Tunecina de Mujeres Demócratas (ATFD), al Foro Tunecino 
para los Derechos Económicos y Sociales (FTDES) y al colectivo de medios Inky-
fada, suspendidos por un mes por presuntas infracciones a la normativa sobre 
asociaciones.87 En Turquía, el gobierno ha intentado disolver mediante procesos 
judiciales a la plataforma Nosotras Detendremos el Feminicidio, acusándola de 
"actividades contra la ley y la moral". 

A nivel individual, la represión se dirige selectivamente a activistas feministas con 
alta visibilidad pública buscando un efecto disuasorio. En Túnez, Amira Mohamed 
fue detenida y acusada por críticas contra el presidente Kais Saied en 2023. La 
abogada feminista Bochra Belhaj Hmida fue acusada el mismo año de terrorismo 
y conspirar para atacar al Estado. En Libia, la abogada Hanán Al-Barassi fue 
asesinada a tiros en plena calle en Bengasi en noviembre de 2020 después de 
denunciar públicamente los abusos cometidos por las milicias armadas. En Tur-
quía, Hande Kader, reconocida activista transgénero, fue asesinada en agosto 
de 2016; su cuerpo fue hallado mutilado, violado y quemado.88 En contextos de 
fragmentación estatal como Libia, la represión contra feministas se descentraliza: 
no aparece como política oficial sino como violencia "privada" cuya impunidad es 
garantizada por ausencia deliberada de justicia (Caso 13).

Caso 13: El asesinato de Salwa Bugaighis (Libia)
El 25 de junio de 2014, el mismo día de las primeras elecciones generales en Libia en casi 
50 años, la abogada y militante feminista Salwa Bugaighis fue asesinada en su casa por 
hombres armados.89 Esta activista política había fundado en 2011, junto a Zahra Langhi y 
más de treinta y cinco mujeres de diversas ciudades y procedencias la Plataforma Libia de 
Mujeres por la Paz (LWPP). Como miembro del Consejo de Transición había presionado 
por una mayor cuota de representación femenina; o como diputada del Consejo Prepa-

87	 Le Monde/AFP. (2025, 25 de octubre). En Tunisie, la suspension de l’emblématique Association des femmes 
démocrates provoque de vives réactions. Le Monde. https://www.lemonde.fr; y Djerbi, D. (2025, 13 de noviem-
bre). 'We Want to Breathe'—Dispatch from Gabes, Tunisia. MERIP. Middle East Research and Information 
Project. https://www.merip.org [Consultados el 14/11/2025].

88	 Shafak, E. (2016, 23 agosto). The shocking murder of trans activist Hande Kader says much about Turkey 
today. The Guardian https://www.theguardian.com [Consultado el 14/11/2025].

89	 AFP (2014, 26 de junio) Salwa Bugaighis, Libyan human rights activist, shot dead in Benghazi. The Guardian 
https://www.theguardian.com; Kirkpatrick, D.D. (2015, 7 de junio) The Brutal Silencing of a Woman at the Fore-
front of Libya’s Rebellion. The New York Times https://www.nytimes.com [Consultados el 14/11/2025].
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ratorio del Diálogo Nacional defendió la constitución de una democracia con igualdad de 
género.90

El asesinato de Bugaighis ocurrió en un contexto de lucha por el poder estatal: las fuerzas 
de Haftar percibían a mujeres defensoras de la paz, la democracia inclusiva y los derechos 
humanos como una amenaza a su proyecto de militarización y concentración de poder, 
al cuestionar directamente a quienes buscan consolidar su poder mediante la guerra y el 
autoritarismo.

Hasta el día de hoy, ningún gobierno ha investigado a fondo ni procesado a nadie por su 
asesinato. En un contexto de guerra, los gobiernos buscan aumentar su capacidad de 
reclutar combatientes, consolidar control territorial, y mantener las estructuras de poder 
tradicionales (Tahrir Institute 2023). El silencio ante crímenes contra feministas libias se 
convierte en acto político deliberado, que envía un mensaje claro a otras militantes.

 

90	 Frontline Women’s Fund (2024) Libyan women’s platform for peace (LWPP) https://frontlinewomensfund.org 
[Consultado el 14/11/2025].
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CAPÍTULO 6.

Feminismo, religión y estado:
los grandes debates

1. La omnipresencia de la religión en el debate feminista regional

1.1. La religión como campo de batalla política

El islam, como religión mayoritaria, pero también el judaísmo y religiones minori-
tarias, permean las estructuras sociales, legales y políticas, configurando tanto las 
limitaciones como las posibilidades de la acción feminista y la posibilidad de alian-
zas. La religión constituye un elemento omnipresente e ineludible en los debates 
sobre los derechos de las mujeres y el feminismo en la región SWANA-Med. Se 
trata de un territorio de disputa política donde se enfrentan visiones progresistas, 
conservadoras, nacionalistas e internacionalistas. En las últimas décadas, la pre-
sencia de la religión en la esfera pública se ha intensificado, influyendo profunda-
mente en la configuración de los movimientos sociales. 

Desde los años ochenta, la expansión de los movimientos islamistas —general-
mente situados en la oposición a pesar de haber sido apoyados en un primer 
momento por los regímenes en el poder para neutralizar a las oposiciones de 
izquierdas— obligó a los Estados autoritarios a negociar entre las agendas de 
género y el conservadurismo religioso. 

Gobiernos aliados con instituciones religiosas y algunos partidos políticos, todos 
dirigidos por hombres, mantienen el control sobre ámbitos decisivos como las 
reformas legales o la reproducción social. También el ultranacionalismo judío en 
Israel, o los movimientos cristianos ultraconservadores en el Líbano han impacta-
do fuertemente en sus respectivos territorios.

Cualquier movimiento feminista en la región debe posicionarse respecto a la re-
lación entre fe, tradición y derechos de las mujeres. Esto genera una gran plura-
lidad de corrientes feministas y de mujeres, grupos y subgrupos con estrategias 
diferenciadas, sin que exista un consenso de sociedad al respecto. Las contrana-
rrativas que deben construirse no emergen en vacío, sino que se construyen en 
diálogo conflictivo con marcos ideológicos profundamente arraigados y narrativas 
hegemónicas, en los que religión se mezcla con identidad nacional, feminidad, u 
honor. Resulta inevitable reproducir en parte las normas que se quieren superar 
(Pratt & Salem 2017).
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1.2. La dicotomía feminismo laico vs. religioso

El feminismo laico como tipo ideal aboga por la separación estricta entre religión 
y política, defendiendo que los derechos de las mujeres deben fundamentarse en 
principios universales de igualdad y dignidad humana, independientes de los mar-
cos religiosos. Esta corriente considera que las estructuras patriarcales se perpe-
túan mediante interpretaciones religiosas conservadoras y que la emancipación 
de las mujeres requiere la secularización de las leyes, particularmente en ámbitos 
como el matrimonio, el divorcio, la herencia y la custodia de menores.

Este feminismo se ha asociado generalmente a las protagonistas de los movi-
mientos de liberación nacional y a las mujeres que contribuyeron a la construc-
ción de los Estados postcoloniales, especialmente en contextos como la Turquía 
kemalista, Túnez bajo Burguiba, o el Egipto nasserista (Abu-Lughod 2013). El 
islamismo incipiente las acusó de ser activistas occidentalizadas alejadas de la 
cultura propia. Se perdió por entonces parte de la conexión con los sectores que 
sí hablaban en nombre de la religión. Aunque en realidad la religión nunca salió 
del grueso de su trabajo y discurso, las más de las veces por la necesidad de 
interlocutar con los amplios sectores que sí lo hacían y de acercarse a las mujeres 
de clases populares o rurales.

El feminismo islámico, por su parte, se fue configurando dentro de los movimien-
tos reformistas, y bajo influencia de su auge en contextos asiáticos donde tiene 
un papel más central que en SWANA-Med (Moghissi 2011). Este activismo se 
distingue por buscar la emancipación de las mujeres dentro del marco de la fe 
islámica, mediante la reinterpretación no tradicionalista de los textos sagrados y 
la tradición religiosa, considerando que muchos derechos otorgados a las muje-
res por el islam en el siglo VII fueron progresistas para su época (Badran 2009). 
Esta corriente argumenta que las desigualdades de género no provienen del islam 
en sí mismo, sino de interpretaciones patriarcales históricamente construidas por 
juristas y autoridades religiosas masculinas (Mir-Hosseini 2006), y se enfoca en 
el estudio profundo de la jurisprudencia islámica y la hermenéutica de los textos 
sagrados. Su trabajo suele tener un tono académico y se expresa en lenguas 
diversas (Arenfeldt & Golley 2012).

Esta corriente ha ganado legitimidad significativa al permitir a las mujeres musul-
manas reivindicar sus derechos sin renunciar a su identidad religiosa y sin ser 
acusadas de traición cultural o de adoptar valores "occidentales". Este posicio-
namiento permite la movilización en contextos donde el discurso secular resulta 
políticamente inviable o culturalmente rechazado (Lamrabet 2024). 

Y esto también lo aprendieron las feministas catalogadas como laicas en los paí-
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ses mediterráneos. Las feministas laicas movilizaron recursos religiosos en mo-
mentos clave para justificar la necesidad de reformas legales para legitimar la 
igualdad de género (Charrad 2001). Y esto se intensificó al ritmo del aumento de 
la religión en la vida pública (Sadiqi 2016).

También debe incluirse aquí al feminismo religioso judío, con la literatura mostran-
do los logros conseguidos desde posiciones reformistas para transformar contex-
tos conservadores con el “uso creativo del marco halájico” (Halperin-Kaddari & 
Yadgar 2010, Zion-Waldoks 2021, 2025). 

Así pues, en SWANA-Med. ambas corrientes coexisten en tensión, con algunas 
feministas que han transitado entre ellas, otras que han intentado encontrar pun-
tos de encuentro y síntesis, y otras que se mantienen en posiciones distantes más 
puristas. 

Feministas de una u otra condición han sido crecientemente conscientes de haber 
sido utilizadas de forma estratégica por las élites gubernamentales o partidistas 
para bloquear la posibilidad de alianzas y hacer avanzar sus intereses, lo que ha 
llevado a una mayor colaboración, especialmente en las campañas para modificar 
de forma progresista los Códigos de Familia. Como ya se ha dicho, estos códigos 
constituyen el principal reducto contemporáneo del derecho islámico (fiqh) en los 
ordenamientos jurídicos nacionales, incluso en aquellos Estados que se definen 
como formalmente seculares. Mientras que ámbitos como el derecho penal o la 
legislación laboral han sido ampliamente secularizados durante el siglo XX, las 
normas que regulan el matrimonio, el divorcio, la herencia y la custodia siguen 
fuertemente ancladas en referencias religiosas, aunque con variaciones significa-
tivas entre países.

Las reformas de la Mudawana en Marruecos (2004, 2023), los debates sobre 
herencia en Túnez (2017–2018) o las enmiendas periódicas en Jordania y Arge-
lia muestran que la evolución de estos códigos responde menos a un supuesto 
carácter inmutable de la sharía y más a correlaciones de fuerza, estrategias de 
legitimación estatal y aperturas coyunturales del sistema político. Lejos de ser es-
táticos, los estatutos personales en la región MENA-Med se encuentran en cons-
tante negociación.

1.3. Activismo en marcos islamistas

Los movimientos del islam político o islamistas son muy heterogéneos y presen-
tan un espectro muy fragmentado. El denominado feminismo islamista –que se 
debería apelar más bien activismo femenino en marcos islamistas– representa 
una corriente problemática y contradictoria. Promovido por organizaciones afines 
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a partidos islamistas conservadores en lo moral (que también pueden ser, aun-
que minoritarios, anticapitalistas o antiimperialistas), su discurso afirma ideologías 
de género que perpetúan la subordinación femenina. Las propias mujeres inte-
grantes de estos movimientos rechazan la etiqueta de islamistas (Moghissi 1999, 
Feliu Martínez 2004). Partidos como el pionero Hermanos Musulmanes (Egipto), 
el Partido justicia y desarrollo (PJD, Marruecos), o el AKP (Turquía) utilizan las 
cuestiones de género como marcadores de identidad política y modernidad. La 
llegada con fuerza de los movimientos salafistas o de los muy minoritarios grupos 
con repertorios violentos ha complejizado todavía más el campo de la militancia 
política religiosa. En Palestina e Israel, mujeres palestinas islamistas actúan como 
agentes de cambio comunitario (Maktabi & Lia 2017). En Marruecos y Egipto los 
partidos islamistas aceptan mujeres candidatas, pero no siempre con agenda fe-
minista.

Las mujeres militantes en marcos islamistas tienden a promover conceptos como 
la “complementariedad” entre hombres y mujeres en lugar de la igualdad, y a 
respaldar marcos religiosos patriarcales que asignan roles diferenciados y jerár-
quicos a cada género. Su vinculación y subordinación a fuerzas políticas cuyo 
discurso y práctica obstaculizan los cambios hacia la igualdad de derechos, limita 
de facto su capacidad de transformar las estructuras de desigualdad. Las mu-
jeres siguen siendo valoradas principalmente por su función reproductiva y de 
cuidados, mientras se rechaza la autonomía individual y la igualdad sustantiva 
(Koyuncu & Özman 2019). Esto constituye una forma de legitimación patriarcal 
moderna y renovada.

Caso 14: La reforma de la Mudawana y las estrategias feministas en contexto 
religioso (Marruecos)
La reforma del Código de Estatuto Personal (Mudawana) de 2024 se desarrolla tras am-
plias consultas entre actores estatales, religiosos y de la sociedad civil, coordinados por 
el Estado y supervisados por el polo monárquico, que conserva la autoridad decisoria. 
Tras el discurso del rey en 2022, se abrió una fase de presentación de memorándums con 
propuestas de reforma por parte de asociaciones y coaliciones feministas de diferentes 
orientaciones. Aunque el procedimiento se publicitó como participativo y plural, el marco de 
la legitimidad religiosa siguió delimitando los márgenes del cambio posible en materia de 
derecho familiar. El dictamen del Consejo de Ulemas ubicó la reforma final bajo la autoridad 
religiosa, masculina de nuevo, consolidando la primacía del islam oficial. 

El proceso reveló una convergencia parcial entre las propuestas de las feministas laicas 
—o "modernistas"—, cuyo referente se sitúa en los derechos humanos universales, y las 
de las feministas islámicas, que defienden la idea de una "complementariedad beneficiosa" 
entre los principios del islam y los derechos humanos y una separación nítida con los repre-
sentantes del islam político (El Khamsi & Ramírez 2025). 
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Las dos primeras tendencias estuvieron representadas por dos coaliciones. Por un lado, 
la Coordinación Feminista para un Cambio Integral y Profundo del Código de Familia, li-
derada por la Unión de Acción Feminista (UAF) e integrada por la Asociación Democrática 
de Mujeres Marroquíes (ADFM) y la Asociación Tánger para la Igualdad y la Ciudadanía 
(ATEC), entre otras. Esta coordinación encarnó el núcleo del feminismo histórico marroquí 
con una agenda orientada hacia la igualdad sustantiva y la armonización legislativa con 
los estándares internacionales. Por otro lado, el Foro Azzahrae para la Mujer Marroquí, 
liderado por una exdiputada del Partido Justicia y Desarrollo (PJD), aglutinó a más de un 
centenar de asociaciones del feminismo islámico. Esta coalición promovió un discurso de 
renovación interna del islam, pero mantuvo posturas conservadoras en asuntos centrales 
(autorización judicial del matrimonio de menores, poligamia o tutela paterna), que generó 
fricciones con el bloque modernista y, al mismo tiempo, la situó fuera de la órbita de los 
sectores islamistas, contrarios a cualquier reforma.

Efectivamente, las formaciones de la nebulosa islamista, representadas principalmente por 
el PJD y el movimiento Justicia y Espiritualidad (Al-Adl wal Ihsan) quedaron completamente 
al margen de este espacio de convergencia parcial. El primero se opuso abiertamente a 
las reformas, incluso en sus aspectos más moderados, mientras que el segundo adoptó 
una posición distante, denunciando que las modificaciones propuestas eran contrarias a 
los valores familiares y promovían la mercantilización de las relaciones sociales (El Khamsi 
& Ramírez 2025). 

En última instancia, el resultado final de la reforma no logró satisfacer plenamente a ningu-
no de los sectores implicados.

1.4. Feminismo y religión en contextos de fragmentación confesional

La intersección entre feminismo y religión se vuelve particularmente intricada en 
estados donde la fragmentación confesional —la división del cuerpo político en 
comunidades religiosas reconocidas oficialmente— es un principio organizativo 
central. En países como Israel, el Líbano —y secundariamente en Siria o Egip-
to—, esta organización política de leyes e instituciones en base a comunidades 
religiosas convierte a las instituciones religiosas en actores políticos con poder 
de veto sobre agendas de género. Las estructuras de poder se superponen a 
las confesionales, implicando hegemonías políticas de comunidades articuladas 
a partir de la religión: ciudadanas israelíes judías frente a palestinas musulmanas 
discriminadas; maronitas libanesas aliadas con Occidente frente a comunidades 
musulmanas sunníes o chiíes; la minoría alauita asociada al poder de los Asad 
durante décadas en Siria. En cada configuración, el acceso de las mujeres a re-
cursos e instituciones estatales depende de la posición de su comunidad confe-
sional de referencia, mientras que todas enfrentan un patriarcado que mantiene 
su lógica fundamental de subordinación. 

Esta arquitectura institucional fragmenta inevitablemente los movimientos femi-
nistas, dificultando la construcción de coaliciones amplias capaces de enfrentar 
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estructuralmente la opresión de género. La multiplicación de marcos legales con-
fesionales específicos profundiza estas fragmentaciones. Como ejemplifica de 
forma radical el Caso 15.

Caso 15: Los desafíos en la constitución de un feminismo a escala nacional 
(Líbano)
El Líbano consociacional, con quince de sus dieciocho grupos confesionales oficialmente 
reconocidos, enfrenta profundas dificultades para articular una agenda feminista nacional 
unificada debido a la fragmentación comunitaria y la ausencia de un Código Civil unificado 
en materia de estatuto personal (Mikdashi 2022, Salameh 2014). Cada comunidad religiosa 
mantiene jurisdicciones separadas sobre matrimonio, divorcio y herencia, reproduciendo 
mecanismos patriarcales con apariencia de autonomía cultural, lo que obliga a las feminis-
tas a negociar con múltiples autoridades religiosas (El-Hage 2015).

A estas divisiones se suman las políticas. Los movimientos de mujeres asociados al movi-
miento 8 de marzo se vinculan con partidos y movimientos pro-sirios que priorizan marcos 
religiosos, como Hezbolá y Amal, mientras que los del 14 de marzo lo hacen con partidos 
y movimientos pro-occidentales y laicos, surgidos tras la Revolución de los Cedros, y se 
enfocan en derechos civiles laicos, reflejando la polarización post asesinato del por tres 
veces primer ministro, Rafiq Hariri, en 2005 (Moughalian & Ammar 2019). Esta división 
impactó, por ejemplo, en el subcomité parlamentario que redactó la Ley de Protección de 
las Mujeres de la Violencia Familiar de 2014, donde los miembros del 8 de marzo diluyeron 
medidas específicas de protección de género.

Organizaciones como ABAAD-Centro de Recursos para la Igualdad de Género y la Reu-
nión Democrática de Mujeres Libanesas (Lebanese Women Democratic Gathering) han 
intentado trascender las divisiones sectarias, aunque su acción se ve limitada por lealtades 
comunitarias y partidarias. Sin embargo, se lograron victorias puntuales mediante coali-
ciones temporales: en 2014, KAFA (Basta de violencia y explotación - Enough violence & 
Exploitation) consiguió la aprobación de la Ley de Protección de Mujeres y Familia contra 
la Violencia Doméstica (El-Hage, 2015); en 2017, las protestas contra el artículo 522 del 
Código Penal reunieron a Fe-Male y otras organizaciones en una unidad transectaria; y 
durante las protestas de octubre de 2019, colectivos feministas como Nasawiya y Colec-
tivo Feminista vincularon la opresión de género con la corrupción del sistema sectario. La 
militancia en línea, analizada por Aouragh (2016), permitió a Nasawiya tejer redes políticas 
independientes de los bloques sectarios del 8 y 14 de marzo, articulando luchas de género 
y queer con críticas al capitalismo y al imperialismo. A pesar de estos avances, persisten 
grandes dificultades para construir coaliciones amplias con autonomía suficiente para re-
sistir la captura de los movimientos por agendas partidarias y comunitarias.

2. La colaboración con el Estado y la autonomía

La relación entre los movimientos feministas y el Estado constituye uno de los de-
bates estratégicos más complejos en los países SWANA-Med. Las feministas han 
reflexionado desde hace tiempo sobre esta relación y han trabajado con, contra 
o dentro del Estado para hacer avanzar los derechos de las mujeres. Este dilema 
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se agudiza en contextos autoritarios, donde la colaboración institucional puede 
proporcionar oportunidades de influencia política pero también conlleva riesgos 
significativos de cooptación y neutralización de demandas radicales.

2.1. Feminismo de Estado vs. feminismo institucional91

El feminismo de estado (o feminismo oficial) debe distinguirse del feminismo ins-
titucional; el primero es impulsado, creado, financiado y ayudado por el Estado 
como instrumento funcional a sus propios intereses políticos, formando un com-
plejo entramado de instituciones y asociaciones (McBride & Mazur 2012). El femi-
nismo estatal tiene raíces históricas en el dirigismo de los Estados poscoloniales 
que reprimieron la oposición y nacionalizaron los movimientos sociales, incluidos 
los movimientos de mujeres. Como resultado, las décadas inmediatamente pos-
teriores a la independencia fueron testigo del auge del feminismo estatal y del 
declive de los movimientos feministas independientes. 

El feminismo de estado y el feminismo institucional se presentan como formas 
cercanas, pero su relación con las estructuras de poder revela diferencias. Ambas 
corrientes mantienen una conexión privilegiada con determinadas elites vincula-
das al estado y la gobernanza, sin embargo, la naturaleza de estas relaciones y 
sus funciones políticas divergen. El feminismo de estado ocupa un lugar central 
en la conformación misma del aparato estatal moderno y en la generación de 
su ideología legitimadora. Su función es fundamentalmente utilitarista: el estado 
lo instrumentaliza como herramienta de presentación política y de diferenciación 
simbólica, utilizando la causa de los derechos de las mujeres como demarcación 
política que lo distingue de sus competidores ideológicos. En contextos específi-
cos, el feminismo de estado puede servir para proyectarse como proyecto liberal 
y progresista frente a adversarios políticos como los movimientos islamistas (el 
caso iraní sería el opuesto); o apropiarse de la cuestión de los derechos LGTBQ+ 
como instrumento de denigración de la resistencia palestina por parte de Israel.  

El feminismo institucional, por su parte, se refiere a la presencia de agendas y 
actores feministas dentro, en coordinación o en participación estrecha con las 
instituciones oficiales (ministerios de igualdad, unidades de género, comisiones 
parlamentarias). Aunque también opera desde espacios de poder, no desempeña 
un papel central en la conformación estatal ni es instrumentalizado por el estado 
de la misma manera que el de Estado. Su actuación se circunscribe más a espa-
cios específicos dentro de la administración, organismos públicos o estructuras 
partidarias, sin constituir una herramienta central de la gobernanza estatal. Este 

91	 Para la redacción de este apartado se ha contado con la aportación de la investigadora Ángeles Ramírez, 
noviembre de 2025.
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feminismo puede experimentar tensiones internas, competición por recursos, ne-
gociaciones con actores estatales y disputas por el sentido de las políticas de 
género dentro del propio Estado.

Las elites del feminismo de Estado operan como productoras de ideología de 
estado, participan en la formulación de políticas públicas que el Estado presenta 
como "progresistas" y actúan como interlocutoras autorizadas en debates sobre 
derechos de las mujeres que el Estado busca direccionar. Las elites del feminismo 
institucional, aunque también obtienen recursos y poder de su posición dentro 
de instituciones tiene un poder más sectorial y mantienen una mayor autonomía 
relativa dentro de los límites que las instituciones en las que se inserta le permiten.

Frente a estos feminismos partícipes en el sistema se perfila un feminismo más 
autónomo dentro del sistema, que intenta modular la cooptación institucional y 
estatal. De carácter minoritario, un feminismo fuera del sistema construido desde 
colectivos de base excluidos de espacios de negociación oficial desconfía de la 
idea de que la emancipación pueda alcanzarse mediante reformas estatales que 
en cambio dejan intactas las estructuras de explotación y discriminación.

2.2. La movilización política de la cuestión de género

Como señalan Mijares y Ramírez (2023: 87): "Los estados movilizan políticamen-
te la cuestión de género, siendo esta una componente esencial en las propias di-
námicas estatales de represión y control sociales". Esta movilización no es mono-
lítica: opera simultáneamente en diversos registros que son funcionales entre sí. 
El Estado instrumentaliza la retórica de emancipación femenina para legitimarse, 
cooptar, controlar y neutralizar. Tripp (2019) analiza cómo gobiernos de la región 
han promovido medidas simbólicas —cuotas, nombramientos ejecutivos, estra-
tegias nacionales— que generan la apariencia de transformación sin alterar rela-
ciones de poder estructurales. Egipto ilustra esto claramente: mientras en 2017 
el gobierno de Al-Sisi lanzaba la Estrategia Nacional para el Empoderamiento de 
las Mujeres 2030, declarando ese año como el "Año de las mujeres egipcias", 
desarrollaba simultáneamente una ofensiva represiva contra la presencia política 
de las mujeres en el espacio público.

Por otra parte, el Estado canaliza esta movilización del género hacia organizacio-
nes oficiales que neutralizan el potencial transformador del movimiento feminista 
independiente. Hasta los años 80, las mujeres participaron activamente en estas 
organizaciones estatales, logrando algunos avances en educación y empleo. Sin 
embargo, el término "feminismo estatal" quedó históricamente asociado con la 
cooptación de organizaciones autónomas (Elsadda 2011), reflejando cómo el es-
tado no es neutral respecto al género, sino un aparato que reproduce relaciones 
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patriarcales capitalistas, utilizando la moral religiosa y la familia para legitimar el 
control sobre el trabajo femenino, su movilización política y su acceso a recursos.

Caso 16: Feminismo islamista y legitimación autoritaria: La Asociación Mujeres 
y Democracia (KADEM) (Turquía)
KADEM (Asociación Mujeres y Democracia) es un ejemplo de cómo el gobierno de Recep 
Tayyip Erdoğan ha creado y promovido estratégicamente una organización femenina para 
reforzar su agenda política y ideológica (Arat, 2022). Fundada en 2013 por Sare Aydın 
Yılmaz, miembro del AKP, y Sümeyye Erdoğan, hija del presidente, KADEM goza de vin-
culación directa con la cúpula del poder, acceso privilegiado a recursos estatales y amplia 
visibilidad mediática (Esen & Gümüşçü 2016. Koyuncu & Özman 2019). Su discurso central 
promueve la “justicia de género” frente a la “igualdad de género”, justificando diferencias 
complementarias naturales entre hombres y mujeres y legitimando la organización patriar-
cal de la sociedad. 

KADEM ha servido tanto para movilizar la base femenina conservadora dentro de Turquía 
como para proyectar internacionalmente la imagen de mujeres activas asociadas a este 
espectro ideológico en foros como la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer 
de la ONU. La asociación ha respaldado públicamente iniciativas clave del régimen, como 
el referéndum constitucional de 2017 que consolidó el presidencialismo de Erdoğan, y ha 
acompañado la agenda anti-género del gobierno, incluyendo la retirada del Convenio de 
Estambul en 2021.

2.3. Las femócratas

Un aspecto específico del feminismo de Estado es el surgimiento de las "femó-
cratas" —mujeres que trabajan dentro de la burocracia estatal u organismos inter-
nacionales con el mandato de promover políticas de igualdad de género y lucha 
contra la discriminación (Jad 2008, Yeatman 2020). Su existencia misma es pro-
ducto de décadas de presión feminista que logró inscribir estas representantes 
dentro de instituciones oficiales, otorgándoles una aparente legitimidad histórica.

Jad (2008) señala una contradicción de esta figura: muchas femócratas son nom-
bradas no por su compromiso feminista, sino gracias a sus relaciones de patro-
nazgo con élites políticas. Esta distinción es crucial: mientras que su rol existe 
nominalmente gracias a la lucha feminista, su reclutamiento responde a lógicas 
de poder. Las demócratas se encuentran en organismos como la Organización 
de Mujeres Árabes (establecida por la Liga de Estados Árabes) o en ministerios 
que gestionan aspectos de la vida de las mujeres y que suelen incluir su deno-
minación la palabra "familia",92 reflejando cómo el estado captura el lenguaje de 

92	 Ministerio de Solidaridad, Integración Social y Familia en Marruecos; Ministerio de Solidaridad Nacional, Familia 
y Condición de la Mujer en Argelia; o Ministerio de la Mujer, la Familia, la Infancia y las Personas Mayores en 
Túnez.
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la emancipación femenina para mantener su función de regulación del trabajo y 
reproducción de las mujeres.

Tanto con las femócratas como con el feminismo institucional, la razón feminista 
ha sido adaptada para convertirse en disponible para la gobernanza: sus deman-
das de igualdad se traducen en objetivos de eficiencia burocrática o productividad 
neoliberal, transformándose la emancipación en un asunto dependiente en gran 
parte de la gestión institucional (Prügl 2011).

En varios países árabes mediterráneos el Estado ha promovido asociaciones de 
mujeres como brazo de sus políticas, actuando como contrapeso a los movimien-
tos islamistas y evitando la emergencia de un feminismo independiente que cues-
tione el poder autoritario. Éstas suelen estar vinculadas a partidos en el poder o 
a figuras femeninas de la élite gobernante, recibiendo financiamiento público y 
apoyo institucional. Ejemplos de estas organizaciones son la Unión Nacional de 
Mujeres Egipcias fundada en 2017 y dirigida por Intisar el-Sisi, esposa del presi-
dente egipcio; la Unión Nacional de Mujeres Marroquíes (UNFM) presidida por 
la princesa Lalla Meryem, hermana del rey de Marruecos, o la Unión de Mujeres 
Jordanas.

Caso 17: La Comisión Nacional para la Mujer y la monarquía (Jordania)93

La Comisión Nacional para la Mujer de Jordania (JNCW), presidida por la Princesa Basma 
bint Talal desde 1992, funciona como un mecanismo de legitimación del régimen jordano 
y la monarquía hachemí tanto a nivel internacional como interno. Internacionalmente, pro-
yecta una imagen de modernidad y compromiso con los derechos de las mujeres. Este 
reconocimiento se observa en la figura de Bin Talal, embajadora de buena voluntad para la 
mujer de la ONU y embajadora honoraria para el desarrollo humano del PNUD.

Internamente, la JNCW funciona como un mecanismo de cooptación que articula a la mo-
narquía, al gobierno y a sectores seleccionados de la sociedad civil, siendo su principal 
función canalizar y priorizar los objetivos del Estado (Pragacz 2010). La presidencia vitalicia 
de la princesa Basma bint Talal, designada directamente por el poder central, refuerza esta 
lógica. Al situar la dirección de la Comisión bajo control familiar y al margen de mecanismos 
significativos de rendición de cuentas, se asegura que la agenda institucional permanezca 
alineada con los intereses de la Casa Real y no con una visión autónoma de transformación 
feminista.

El patrocinio del feminismo por parte de la monarquía funciona como un mecanismo de 
control político. Tanto el rey Abdulá II como la reina Rania se presentan como defensores 
de los derechos de las mujeres, impulsando iniciativas en educación, derechos de la infan-
cia y campañas contra los crímenes de honor. Esta estrategia proyecta hacia el exterior una 
imagen de feminismo modernizador pero anclado en los valores islámicos. Lewald (2022) 

93	 Véase su página web:  The Jordanian National Commission for Women https://www.women.jo/en [Consultado 
el 14/11/2025].
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señala que esta narrativa es recibida con escepticismo por sectores que critican la desco-
nexión entre el discurso reformista y la falta de mejoras sustantivas para la mayoría de las 
mujeres jordanas, mientras que las elites disfrutan de mayor autonomía.

Durante la presidencia de la JNCW por bin Talal, su esposo Walid Al Kurdi fue condenado 
por corrupción masiva como presidente de la Compañía de Minas de Fosfatos de Jordania, 
malversando decenas de millones de dólares. Al Kurdi huyó a Londres tras las protestas 
populares de 2011 y fue sentenciado en ausencia a 37 años de prisión y casi 400 millones 
de euros de multa, mientras bin Talal permaneció en el país defendiendo su inocencia. En 
2018 su nombre resurgió durante las protestas contra la corrupción y las políticas econó-
micas que llevaron a la renuncia del primer ministro Hani Mulki. Otros casos salieron a la 
luz relacionados con la familia real (Papeles de Pandora sobre la riqueza del rey Abdulá II, 
arresto y liberación en 2022 de su medio hermano, el príncipe Hamzah, por criticar la falta 
de determinación contra la corrupción).

Aunque la JNCW opera bajo control monárquico, sus representantes realizan críticas limi-
tadas al gobierno: la secretaria general Salma Nims cuestionó en 2020 la escasa presencia 
femenina en el nuevo gobierno y la designación de ministros con antecedentes de ataques 
a mujeres. Asimismo, las demandas de incluir el “sexo” como categoría protegida en la 
Constitución fueron sistemáticamente ignoradas hasta su aprobación final tras enfrenta-
mientos violentos en el Parlamento y el voto que reconoció formalmente derechos de las 
jordanas.

Esta combinación de control estructural, gestos reformistas selectivos y críticas cuidado-
samente acotadas permite al régimen proyectar pluralismo mientras mantiene intacta su 
hegemonía sobre la agenda de género.

2.4. El dilema de la colaboración institucional: entre cooptación y autonomía

La colaboración entre movimientos feministas y estructuras estatales en procesos 
de formulación de políticas públicas y reforma legal presenta lo que podría carac-
terizarse como un "dilema de la acción colectiva bajo coerción estructural" (Tarrow 
2009). Este dilema emerge de una contradicción fundamental: la transformación 
de marcos constitucionales y legislativos requiere inevitablemente de la aquies-
cencia del poder estatal —es decir, su consentimiento formal—, sin embargo, 
precisamente esta necesidad de intervención estatal crea las condiciones para 
que regímenes autoritarios instrumentalicen los derechos de las mujeres como 
recurso de legitimación internacional y doméstica, sin comprometerse genuina-
mente con transformaciones estructurales.

La cooptación de los movimientos feministas puede clasificarse en tres niveles: a) 
total, cuando hay control directo, agenda oficial y financiamiento estatal; b) par-
cial, con alianzas estratégicas, negociación limitada de la agenda y financiamiento 
mixto; y c) autónomo, caracterizado por independencia, crítica abierta y recursos 
alternativos. Las señales de cooptación incluyen liderazgo ligado a familias gober-
nantes, dependencia del financiamiento estatal, silencio frente a violaciones de 
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derechos, participación en campañas oficiales y la exclusión de temas sensibles. 
Los regímenes autoritarios pueden permitir —e incluso fomentar ritualmente— 
participación feminista en procesos constituyentes o reformas legales, pero dentro 
de márgenes que preservan estructuras patriarcales fundamentales. Una vez que 
la legitimidad internacional ha sido consolidada mediante la adopción de normas 
sobre igualdad de género, estos regímenes pueden revertir los compromisos ad-
quiridos.

Desde la perspectiva de la teoría de oportunidades políticas (Koopmans & Olzak 
2004), los momentos de "apertura democrática" representan ventanas temporales 
en las que la permeabilidad de las instituciones estatales permite a los movimien-
tos sociales acceder a procesos de toma de decisión. Esto se evidenció en Túnez 
tras la caída de Ben Ali en 2011, donde se abrió una oportunidad política sin 
precedentes. Feministas históricas de la era predemocrática, como Bochra Belhaj 
Hmida (fundadora de la Asociación Tunecina de Mujeres Demócratas) y Meher-
zia Labidi (vicepresidenta de la Asamblea Constituyente), accedieron a puestos 
clave en la Asamblea Constituyente (2011-2014). Su incidencia fue crucial para 
lograr avances significativos en la Constitución de 2014, como el artículo 21 que 
consagró la igualdad entre hombres y mujeres en derechos y deberes, y el artícu-
lo 46 que comprometió al Estado a proteger los derechos adquiridos de la mujer 
y a garantizar la paridad en todas las asambleas electas (Shalaby 2016). Sin 
embargo, esta apertura fue efímera. Con la concentración de poderes por parte 
del presidente Kais Saied a partir de julio de 2021 —que disolvió el parlamento y 
otorgó poderes excepcionales a la presidencia

2.5. ¿Es posible una colaboración crítica?

Para los movimientos feministas, cuya meta principal es la reforma legal, una sa-
lida parcial ha sido desarrollar una colaboración explícitamente conflictiva, combi-
nando dos estrategias: avanzar en negociaciones, de un lado, mientras se mues-
tra disidencia explícita frente a los marcos y referentes existentes, denunciando 
la insuficiencia de los cambios alcanzados, por otro lado. Este equilibrio es un 
juego de malabares muy difícil en contextos represivos, con resultados limitados 
y frágiles.

En la región, la cuestión no es tanto colaborar o no con el Estado, sino cómo 
hacerlo manteniendo la autonomía. Los movimientos feministas autónomos han 
desarrollado estrategias que operan en tres registros: a) desvinculación institu-
cional, mediante financiamiento alternativo (crowdfunding, base social ampliada, 
cooperación Sur-Sur) y plataformas digitales que evitan intermediación estatal; 
b) articulación horizontal, a través de redes solidarias con coaliciones indepen-
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dientes y alianzas internacionales que eluden gobiernos; y c) radicalización po-
lítica, mediante alianzas transversales con sindicatos, colectivos anticapitalistas 
y movimientos por la democracia que cuestionan las estructuras que generan 
tanto patriarcalismo como explotación económica. En Marruecos, la ADFM, la 
Asociación Jossour y Movilización de Mujeres; en Túnez la ATFD, AFTURD y 
Fundación Chouf; en Argelia CIDDEF y Mujeres Argelinas Reibindican sus Dere-
chos; en Egipto la ECWR, Fundación Nueva Mujer y Nazra; en Turquía a Nosotras 
Pararemos el Feminicidio, KADAV y Mor Çatı han dedarrollado algunas de estas 
tácticas.

Caso 18: Las "mujeres de Sisi" (Egipto)
El caso de Egipto muestra los peligros de la alianza del feminismo con regímenes repre-
sivos autoritarios en un marco de competición por el poder. Tras el golpe militar de 2013 
contra Mohamed Morsi del Partido Libertad y Justicia –brazo político de los Hermanos Mu-
sulmanes–, sectores feministas apoyaron a los militares por miedo al islamismo (El Masry 
& Ketchley 2020). Tras la revolución de 2011 y durante la breve presidencia de Morsi, el 
proyecto de nueva Constitución carecía de referencias a la discriminación de género, por lo 
que, en octubre de 2012, el Consejo Nacional para la Mujer (NCW) rechazó públicamente 
el borrador (Elsadda 2019).

El 3 de julio de 2013, el general Abdel Fattah al-Sisi, entonces jefe de las fuerzas armadas, 
derrocó militarmente a Morsi. En el acto de anuncio televisivo del golpe, Sisi se presentó 
acompañado por legitimadores políticos, religiosos y —crucialmente— por Sakina Fu'ad, 
veterana periodista miembro del Consejo Nacional para la Mujer (NCW), Sakina Fuad, 
quien había formado parte del equipo de asesores del presidente Morsi94 pero había di-
mitido –en protesta por el decreto presidencial que establecía que todos los decretos, de-
cisiones y leyes presidenciales no podían ser revisados ni anulados hasta la aprobación 
de una nueva constitución. Un tokenismo planificado cuidadosamente. Como analiza Zaki 
(2015), el Estado egipcio proyectó la imagen de una categoría única de "mujeres egipcias" 
que supuestamente apoyaban unificadamente al régimen, utilizando imágenes cuidadosa-
mente orquestadas: mujeres bailando frente a las urnas en 2014, figuras feministas visibles 
apoyando públicamente al presidente. El período tras el golpe fue polarizó a la sociedad.

Tras el golpe, el grueso del movimiento feminista se movilizó activamente en la redacción 
de la nueva Constitución. Una Coalición de dieciséis organizaciones feministas ---incluyen-
do Nazra para los Estudios Feministas, CEWLA y el Foro Mujer y Memoria--- presionó por 
reformas. Cinco mujeres –entre ellas Hoda Elsadda y Mona Zulficar– integraron el Comité 
Constitucional. Su acción de cabildeo permitió incorporar varias propuestas al texto final 
(Tripp 2019), resultando en una Constitución en 2014 que incluía disposiciones progresis-
tas en materia de género,95 pero diseñada para preservar el poder militar y concentrar el 

94	 Hermanos Musulmanes (2012, 27 de agosto), Egyptian President Morsi Appoints 4 Assistants and 17 Advisers 
in His Presidential Team. Ikhwanweb. The Muslim Borterhood Official English web site https://ikhwanweb.com 
[Consultado el 14/11/2025].

95	 La Constitución egipcia incluye disposiciones sobre el compromiso del Estado parte de lograr la igualdad de 
género en todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, y de garantizar la protección 
de las mujeres contra todas las formas de violència (Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
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poder en la presidencia.

El régimen promovió activamente la narrativa de nueva "edad de oro para mujeres egip-
cias". En el referéndum constitucional de enero de 2014, el 54% de las mujeres votó a favor 
(Kamal 2016). Figuras como Tahani El Gebali (primera mujer juez en el Tribunal Constitu-
cional de Egipto en 2003) y Shahinda Makland (veterana activista de izquierdas y naciona-
lista nasserista) galvanizaron el voto femenino (Wells 2019). Los medios de comunicación 
etiquetaron a las votantes como "mujeres de Sisi". 

Paralelamente, la masacre de Rabaa al-Adawiyya (agosto de 2013) funcionó como un 
evento catalizador para la movilización de mujeres en grupos anti-golpe – especialmente 
en los distritos de origen de las víctimas–, aunque esta participación implicó fuertes costes 
personales, incluida violencia sexual calibrada por parte de las fuerzas de seguridad (El-
Masry & Ketchley 2020).

Posteriormente, Sisi consolidó su poder e inició una represión sistemática contra cualquier 
disidencia. La propaganda estatal presentó a movimientos feministas contestatarios como 
"instrumentos del imperialismo". We Record documentó 312 asesinatos políticos de muje-
res, 2.629 detenciones y 69 desapariciones forzadas (Noralla 2022). Según Allemandou 
(2017), Sisi ya no necesitaba instrumentalizar los derechos de las mujeres tras neutralizar 
la oposición. A pesar de ello, una pequeña representación femenina siguió apoyando al 
régimen: solo 2 de 89 parlamentarias votaron contra la enmienda constitucional de 2019 
que amplió los poderes de Sisi, y la ministra Nabila Makram afirmó que quien se opusiera 
debería ser "eliminado" (Noralla 2022).

El caso muestra la paradoja de la colaboración feminista a elites no surgidas de las urnas 
en regímenes en transición. Estas organizaciones que accedieron de forma estrecha a las 
instituciones —participando en el Comité Constitucional y promoviendo reformas— que-
daron atrapadas cuando el régimen consolidó su poder autoritario y no pudieron frenar 
la represión. En cambio, feministas autónomas como Mozn Hassan de Nazra (Caso 10) 
sufrieron represión legal específica, pero sin legitimar al régimen.

 

la Mujer. Naciones Unidas (2021, 26 de noviembre). Concluding observations on the combined eighth to tenth 
periodic reports of Egypt (CEDAW/C/EGY/CO/8-10). Naciones Unidas. https://www.ohchr.org [Consultado el 
14/11/2025].
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CAPÍTULO 7.

Las reformas legales: 
estrategias feministas
para la transformación jurídica

1. La inconsistencia del edificio jurídico como punto de partida para la movi-
lización: las nuevas constituciones

El movimiento feminista en la región SWANA-Mediterráneo ha identificado y de-
nunciado sistemáticamente una contradicción fundamental que estructura los sis-
temas legales: mientras las constituciones nacionales o leyes básicas proclaman 
la igualdad de género —con la excepción de Israel que sigue otra vía legislativa—
los Códigos de Familia, Nacionalidad y Penales mantienen arquitecturas jurídicas 
diseñadas para perpetuar la subordinación femenina.96 Esta inconsistencia no es 
accidental, sino que revela la naturaleza del pacto patriarcal postcolonial renova-
do, donde las élites gobernantes concedieron igualdad formal en la esfera pública 
mientras preservaban el control masculino sobre el ámbito privado.

Las organizaciones feministas han transformado esta contradicción en herramien-
ta de movilización política. Cuando Argelia incorporó en 2020 el principio de igual-
dad de género en su Constitución, las activistas no lo celebraron acríticamente, 
sino que intensificaron sus demandas para que esta igualdad formal se tradujera 
en reformas sustantivas de los códigos y leyes discriminatorios vigentes.97

La Tabla 4 recoge la situación constitucional en los once países de la región, un 
número importante de los cuales han promulgado nuevas constituciones en el 
período estudiado. Libia se encontraba todavía en 2025 sin una constitución con-
solidada tras la caída de Gadafi,98 e Israel no posee constitución escrita y se rige 
por Leyes Básicas y jurisprudència que reconocen la igualdad ante la ley.

96	 Ver las diferentes situaciones jurídicas en: fichas por país: Situación diferentes países con datos de marzo de 
2023: Euromedrights https://euromedrights.org/gender-factsheets [Consultado el 14/11/2025].

97	 Véase un análisis pormenorizado por país en: ONU Mujeres Global Gender Equality Constitutional Database 
https://constitutions.unwomen.org/en/countries [Consultado el 14/11/2025].

98	 CIJ (2021, octubre) Women's Human Rights in the Libyan Draft Constitution Ensuring equality, overcoming dis-
crimination A legal briefing. International Commission of Jurists https://www.icj.org [Consultado el 14/11/2025].
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Tabla 4. La igualdad de género en las constituciones SWANA-Med (2024)
País Constitución

(año)
Referencia explícita a la igualdad de género

Argelia 2020 Sí. Prohíbe discriminación basada en el sexo (art. 37). Incluye 
lenguaje sobre igualdad, derechos de empleo, representación 
política y medidas para reducir desigualdades.

Turquía 2017 (mod.) Sí. Art. 10 Proclama la igualdad sin distinción de sexo. Obliga a 
garantizar igualdad de facto.

Túnez 2014 Sí. Art. 21 prohíbe discriminación; Arts. 21. 34, 46 sobre la igual-
dad de derechos entre géneros. Es considerada la Constitución 
más progresista en SWANA-Med.

Egipto 2014 Sí. Prohibición de discriminación basada en sexo (art. 53). Art. 
11 establece derechos; arts. 25-27 garantizan representación 
política.

Siria 2012 Sí. Art. 33 establece igualdad formal; obliga al Estado a garanti-
zar oportunidades de participación.

Libia 2012 Ley de 
Transición / 
2017 proyecto 
Constitución

Sí. Ley Transitoria 2012 reconoce derechos y prohíbe discrimi-
nación. Proyecto de Constitución de 2017 sin ratificar.

Marruecos 2011 Sí. El preámbulo y el art. 19 y otros garantizan igualdad de dere-
chos entre hombre y mujer.

Palestina 2003 Sí. Art. 9 prohíbe discriminación por género. No hay provisiones 
específicas sobre derechos o medidas.

Israel Leyes Básicas Sí. Ley Básica: Dignidad Humana (1992); Ley de Igualdad de 
Derechos de la Mujer (1951).

Jordania 2011 (mod.) Limitado. Principios generales, pero sin prohibición explícita de 
discriminación.

Líbano 1926 No. No prohíbe discriminación por sexo explícitamente. Art. 7 
garantiza igualdad formal ante ley, pero sin mencionar el sexo. 
No incluye provisiones específicas para garantizar la igualdad ni 
derechos de las mujeres. Arts. 9 y 10 atribuyen a las diferentes 
confesiones la potestad de regular sus propios asuntos. 

Fuente: Elaboración propia en base a ONU Mujeres Global Gender Equality Constitutional Database (https://consti-
tutions.unwomen.org/en/countries) y EFI (2021) (https://www.efi-rcso.org). 

La ausencia de una prohibición explícita de discriminación por sexo en las consti-
tuciones de países como Líbano y Jordania testimonia la renuncia del Estado a 
su potestad para legislar un marco civil de igualdad, cediendo este espacio crucial 
a jurisdicciones religiosas que administran el derecho de familia o a pactos de 
poder. Esta renuncia constitucional actúa como un dique de contención contra 
reformas sustantivas. En el Líbano, esta situación es la esencia misma del pacto 
político confesional; en Jordania, es una concesión estratégica a los sectores 
tribales y religiosos que son la base de apoyo fundamental de la monarquía.
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2. Los Códigos de Familia como foco principal de la lucha feminista

El movimiento feminista regional ha concentrado sus esfuerzos militantes en la 
reforma de los Códigos de Familia bajo sus diferentes denominaciones,99 reco-
nociendo que estos textos jurídicos constituyen "[…] una de las cuestiones más 
importantes de las luchas feministas en el mundo árabe y políticamente más re-
levantes" (Mijares & Ramírez 2023: 89). Esta priorización no es casual. Las ac-
tivistas entienden que estos códigos estructuran la totalidad de la vida social al 
regular el matrimonio, el divorcio, la custodia, la herencia o la tutela, funcionando 
como dispositivos biopolíticos que garantizan la reproducción del orden patriarcal 
(Foucault 2009). 

Los Códigos de Estatuto Familiar en Asia del Suroeste y Norte de África revelan 
una tensión estructural entre presiones reformistas —emanadas del activismo fe-
minista, las demandas de parte de la sociedad por los propios cambios experimen-
tados, y la demanda de organismos internacionales de derechos humanos— y la 
persistencia de estructuras patriarcales enraizadas en interpretaciones religiosas 
tradicionalistas del derecho, y sistemas ideológicos impuestos por los diferentes 
poderes. Esta tensión normativa genera sistemas híbridos donde las reformas 
formales coexisten con prácticas consuetudinarias que limitan efectivamente los 
derechos de mujeres y personas LGBTQ+. Existe una clara división entre los 
países del Magreb (Marruecos, Argelia, Túnez), que han emprendido reformas 
codificadas más sustanciales, y los países de Oriente Medio, donde predominan 
sistemas fragmentados (Líbano, Israel) o reformas menos profundas (Jordania, 
Egipto). Turquía es un caso único por su temprana y radical secularización. Esta 
variabilidad (ver Tabla 5) no es aleatoria sino el resultado de negociaciones po-
líticas específicas donde gobiernos adoptan reformas selectivas sin desmantelar 
las bases patriarcales que estructuran la familia, la propiedad y la herencia. La 
fragmentación confesional y la estatal en situaciones de conflicto armado agudiza 
estas desigualdades normativas.

Tabla 5. Códigos de Familia en SWANA-Med: Reformismo y persistencia de desigualdades

País Regulación de Estatus Personal / Código de Familia y relacionados

Túnez Abolió poligamia en 1956, reconoce divorcio mutuo sin discriminación, igualdad en 
herencia y custodia. Código de Estatus Personal (1956, reformado 1998, 2008): 
considerado el más progresista de la región MENA. 2017: Ley violencia género 
(Ley 58/2017 sobre Violencia contra la Mujer)

99	 La denominación Ley de Familia se utiliza en Argelia, Ley de Estatuto Personal en Egipto, Jordania y Palestina, 
Código de Familia en Marruecos y Código de Estatuto Personal en Túnez. Ver: EFI (2021) “Indicator 1: All 
articles of CEDAW are ratified” En: 2020 Regional Index on VAWG (https://www.efi-rcso.org [Consultado el 
14/11/2025].
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Turquía Código Civil secular basado en el derecho suizo de 1926 revisado en 2002. Igual-
dad total en matrimonio, divorcio y bienes. Abolición de la poligamia desde 1926. 
Derecho al trabajo sin autorización marital. Custodia compartida de hijos/as. 2013: 
Medidas violencia género

Marruecos Mudawana reformada en 1993, 2004 y 2024 (139 enmiendas). Corresponsabilidad 
en matrimonio, prohibición matrimonios de menores 17 años, igualdad relativa en 
divorcio y custodia. Persisten: guardianía femenina limitada, desigualdades en la 
herencia, y la poligamia se mantiene bajo ciertas condiciones. 2022: Ampliación 
protección mujeres violencia

Jordania Ley de Estatuto Personal de 1976 se rige por la sharía. Tutela masculina en ma-
trimonio, poligamia permitida con condiciones, custodia de hijos/as limitada para 
mujeres, herencia desigual. 2017: Abolición artículo 340 crímenes honor. 2019: 
Ley 15/2019 Reformas custodia infantil

Egipto Código de la Familia de 1929 (reemplazado por el Código de 1948/1955) mantie-
ne la tutela masculina, poligamia legal sin consentimiento de la primera esposa, 
divorcio femenino restringido (talaq), custodia limitada a la edad niños, herencia 
desigual de 1:2 (hombre: mujer). 2020: Modificaciones pensión alimenticia

Argelia Código de la Familia de 1984 (reformado en 2005) mantiene la tutela masculi-
na, poligamia legal, divorcio femenino subordinado (2015: Modificaciones proce-
dimiento divorcio), herencia desigual. Reformas parciales: consentimiento de la 
mujer para poligamia, igualdad relativa en custodia (2020: Reforma limitada tutela), 
pero patriarcado estructural

Líbano Múltiples Códigos Personales paralelos por comunidad religiosa (17 grupos). Cada 
iglesia/confesión controla matrimonio, divorcio, herencia. Imposibilidad matrimonio 
civil mixto, desigualdades por afiliación religiosa. 2014: Ley protección violencia 
familiar. Jurisprudencia reciente (2024–2025) que abre vías a matrimonio civil en 
la práctica

Israel Derecho civil secular + jurisdicción religiosa para asuntos personales (rabínico/
musulmán). 1951 (Ley de Matrimonio y Divorcio Judío), con leyes religiosas para 
otras confesiones. Matrimonio y divorcio bajo autoridad religiosa judía: desigual-
dades (divorcio femenino requiere consentimiento marido), herencia diferencial. 
2014: Ampliación derechos LGBTQ+. 2018: Reformas protección mujeres

Palestina Derecho de Familia bajo Ley islámica (sharía) (1976). Poligamia legal, tutela mas-
culina, divorcio femenino restringido. Fragmentación política: derechos diferentes 
en Gaza (derecho egipcio, Hamas) vs. Cisjordania (derecho jordano, Fatah) y otros 
territorios ocupados.

Siria Código de la Familia de 1953 con reformas significativas (1975) y menores (2003). 
2019: Prohibición matrimonio infantil (Ley No.4/2019). 2020: Medidas protección 
mujeres guerra. Tutela masculina, poligamia legal, custodia limitada para madres.

Libia Código de 1953 mantiene tutela masculina, poligamia legal, herencia desigual 2:1, 
custodia limitada. 

Fuente: Elaboración propia.

3. La lucha feminista por la reforma de los códigos de estatuto personal

La persistencia del combate feminista para su reforma refleja que el derecho de 
familia es un campo altamente simbólico donde convergen identidades religiosas, 
legitimidades políticas y discursos sobre la nación, y donde los actores estatales, 
islamistas y feministas libran disputas de largo recorrido. 
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3.1. Algunos ejemplos

La lucha por reformar estos códigos requiere enfrentar no solo al Estado sino 
también a las instituciones religiosas y consuetudinarias que legitiman ideológi-
camente las jerarquías de género. En países como Israel, Líbano o Siria, donde 
coexisten múltiples marcos confesionales, la diversidad de actores complejiza el 
conflicto y, a la vez, fragmenta las estrategias de los movimientos.

Las organizaciones feministas han logrado avances significativos pero desigua-
les según los contextos nacionales. En Túnez, el activismo feminista desde la 
independencia consiguió uno de los códigos más progresistas del mundo árabe 
en 1956, prohibiendo la poligamia y estableciendo el divorcio judicial.100 La Aso-
ciación Tunecina de Mujeres Demócratas (ATFD) y otras organizaciones mantie-
nen vigilancia constante para defender estos logros contra intentos de retroceso. 
La Asociación ha desarrollado un modelo de trabajo complementario, de base 
en barrios, escuelas y espacios sindicales, incluyendo la creación de comités de 
mujeres dentro de la UGTT. El Centro de Estudios Asma Fanni de la ATFD en 
Ben Arús fue establecido post-2011 enfocado específicamente en derechos de 
mujeres marginadas, incluyendo mujeres rurales.

En Marruecos, décadas de movilización feminista culminaron en las reformas 
de la Mudawana de 2004 y 2024.101 La Asociación democrática de mujeres de 
Marruecos (ADFM) y la Unión de Acción Femenina (UAF) lideraron campañas 
que lograron elevar las excepciones a la edad mínima de matrimonio a 17 años, 
restringir la poligamia y facilitar el divorcio para mujeres. Sin embargo, el principio 
de autoridad masculina permanece y su aplicación enfrenta resistencias signifi-
cativas en tribunales conservadores que las organizaciones deben combatir caso 
por caso.

El caso turco ilustra tanto las posibilidades como los límites.102 El movimiento de 
mujeres logró que el Código Civil de 2002 eliminara completamente la influencia 
de la sharía y estableciera que el marido ya no es el jefe legal del hogar. Sin 
embargo, los avances conseguidos enfrentan retrocesos con el giro conserva-
dor gubernamental, obligando a las organizaciones como la Plataforma para la 
Igualdad de Género a mantener una movilización permanente contra proyectos 
regresivos.103

100	 Este código fue reformado en 1993, introduciendo mejoras adicionales.

101	 La más reciente en 2024, con 139 enmiendas.

102	 Su Código Civil, revisado en 2002 tras intenso activismo de los movimientos de mujeres, es de carácter secular.

103	 Cabe señalar que los avances conseguidos en 2002 han enfrentado retrocesos en años recientes con el giro 
conservador del gobierno.
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3.2. El legado ambivalente del feminismo de Estado

Las organizaciones feministas mantienen una relación compleja con el legado 
del feminismo de los Estados posindependencias. Si bien estos regímenes au-
toritarios modernizadores introdujeron mejoras en educación y acceso al trabajo, 
el precio fue el control estatal sobre el movimiento de mujeres y la cooptación de 
sus demandas. 

Caso 19: La banalización de las reformas del Código de Familia (Egipto)

A pesar de su aparente rigidez, los Códigos de Familia en la región han demostrado ser re-
formables y sensibles a dinámicas políticas cambiantes. El caso egipcio es paradigmático: 
durante los gobiernos de Sadat y Mubarak se aprobaron reformas conocidas popularmente 
—y de forma peyorativa— como las “Leyes de Jihan” (1979) y “Leyes de Suzanne” (2000), 
aludiendo a los nombres de pila de las esposas presidenciales asociadas a su promoción 
(Sadiqi 2016: 3). Estas reformas ampliaron derechos en materia de divorcio y movilidad 
de las mujeres, pero fueron duramente criticadas durante la Primavera Árabe, tanto por 
sectores conservadores como por actores revolucionarios que las percibían como símbo-
los de un autoritarismo clientelar. Posteriormente, los islamistas bajo la presidencia Morsi 
intentaron revertir parte de estas disposiciones con un giro conservador, y el régimen de 
Sisi ha llamado posteriormente a “modernizar” la ley, generando nuevos episodios de re-
configuración en contexto autoritario (Sadiqi 2016: 3). 

El resultado ha sido una fragilización estructural del derecho de familia egipcio, sometido a 
reformas sucesivas, contradictorias y políticamente instrumentalizadas.

Los códigos de familia permanecieron mayormente intactos, evidenciando que los 
regímenes están dispuestos a modernizar aspectos superficiales mientras no se 
altere el núcleo patriarcal del poder.

Esta experiencia histórica ha influido en parte de la nueva generación feminista, 
enseñado la importancia de mantener cierta autonomía organizativa.

4. La nacionalidad como campo de batalla por la ciudadanía plena

Las leyes de nacionalidad patrilineales que niegan a las mujeres musulmanas el 
derecho de transmitir nacionalidad a sus hijos, hijas y cónyuges han sido identifi-
cadas por el movimiento feminista como uno de los mecanismos más persistentes 
de creación de ciudadanía de segunda clase. Esta discriminación que niega a los 
hijos e hijas de una mujer ciudadana y un hombre extranjero la obtención auto-
mática de la nacionalidad de su madre genera apatridia estructural, dependencia 
forzada de figuras masculinas y presión contra matrimonios mixtos y garantiza la 
transmisión patrilineal del privilegio ciudadano (Maktabi 2013).

Como puede comprobarse en la Tabla 6, la legislación sobre nacionalidad mues-
tra marcadas diferencias en cuanto a igualdad de género. Argelia garantiza plena 
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igualdad, permitiendo a mujeres y hombres transmitir la nacionalidad a sus hijos 

y cónyuges. Túnez, Marruecos y Egipto reconocen a las mujeres el derecho a 

transmitir la nacionalidad a sus hijos, aunque persisten restricciones en la trans-

misión a cónyuges extranjeros.104 Por otro lado, Jordania, Libia, Siria y Líbano 

mantienen fuertes limitaciones: las mujeres solo pueden transmitir la nacionalidad 

a sus hijos en casos excepcionales —como ausencia o desconocimiento del pa-

dre— y, la mayoría de las veces, no pueden otorgarla a sus cónyuges. En Siria, 

la situación se ha visto agravada por la guerra, que ha incrementado la apatridia 

entre los niños y niñas desplazados.105

Tabla 6. La transmisión de la nacionalidad a descendientes y cónyuges por 
mujeres en SWANA-Med (2024)

País Transmisión a descendientes Transmisión a cónyuge

Argelia Igualdad completa de género. Mujeres 
pueden transmitir nacionalidad a hijos/
as en igualdad de condiciones.

Igualdad completa. 

Túnez Igualdad de derechos. Decreto 2010-
374 permite a mujeres transmitir nacio-
nalidad a hijos en igualdad con hom-
bres. 

Discriminatorio. Requisitos adicionales 
para esposas de ciudadanos tunecinos 
(árabe, conducta, salud) vs. automático 
para esposas de hombres tunecinos.

Marruecos Reforma 2007 (Ley 62-06) logró igual-
dad en transmisión a hijos/as.

Negado. No se permite transmisión a 
cónyuge extranjero.

Egipto Reforma limitada: Permite transmisión 
a descendientes en ciertos casos, pero 
no igualdad completa como hombres.

Negado. Mujeres no pueden transmitir 
nacionalidad a cónyuge extranjero.

Jordania Excepcional. Solo en casos específicos 
(paternidad desconocida, padre sin na-
cionalidad). No es derecho automático; 
requiere evaluación caso a caso.

Negado. Mujeres no pueden transmitir 
nacionalidad a cónyuge.

Libia Excepcional. Solo en circunstancias es-
peciales cuando no se conoce identidad 
del padre o padre es apátrida. No dere-
cho automático.

Negado. Mujeres no pueden transmitir 
nacionalidad a cónyuge.

Siria Limitado. Madres pueden transmitir solo 
si descendiente nace en Siria y padre 
no establece filiación. Complicado por 
guerra civil (aumento de apatridia).

Negado. Mujeres no pueden transmitir 
nacionalidad a cónyuge.

104	 Global Campaign for Equal Nationality Rights (2025) Middle East & North Africa https://www.equalnationalityri-
ghts.org [Consultado el 14/11/2025].

105	 Global Campaign for Equal Nationality Rights (2025). Ibidem.
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Líbano Negado para mayoría de casos. Solo si 
hijo nace fuera matrimonio y es recono-
cido por madre siendo menor. Riesgo 
de apatridia por sistema confesional.

Negado. Mujeres no pueden transmitir 
nacionalidad a cónyuge.

Fuente: Elaboración propia en base a Global campaign for equal nationality rights (2025) Middle 
East & North Africa (https://www.equalnationalityrights.org).

Las campañas por la reforma de leyes de nacionalidad han demostrado la poten-
cia de la movilización feminista cuando logra articular demandas concretas con 
simbolismo político. En Túnez, se ha conseguido un avance significativo logrado 
tras décadas de presión de Iorganizaciones como la Asociación de Mujeres Tu-
necinas para la Investigación y el Desarrollo (AFTURD), que culminó en 2010 con 
el Decreto 2010-374. En Marruecos, la campaña "Mi nacionalidad es un derecho 
para mí y mi familia" liderada por colectivos feministas logró la reforma legislativa 
en 2007 (Ley 62-06) tras años de movilización que incluyó marchas, peticiones y 
litigio estratégico.

Caso 20: Las "mujeres sin estatus" (Palestina, Israel)
La situación de las "mujeres sin estatus" —palestinas casadas con ciudadanos israelíes— 
ejemplifica la intersección entre discriminación de género y control colonial. La Ley de Ciu-
dadanía y Rntrada a Israel de 2003 niega la residencia a personas palestinas provenientes 
de los territorios ocupados casadas con israelíes,106 afectando a mujeres que enfrentan 
opciones igualmente opresivas: vivir ilegalmente, mudarse a territorios bajo ocupación mi-
litar o emigrar (Medien 2018).

Como documenta Human Rights Watch (2023), aunque presentada como temporal, la Ley 
ha sido renovada sistemáticamente (2021), confirmando su carácter estructural. La ley for-
ma parte de dispositivos más amplios de discriminación.107

Las organizaciones feministas palestinas e israelíes han desarrollado respuestas diferen-
ciadas pero complementarias al respecto. Adalah- Centro Jurídico por los Derechos de la 
Minoría Árabe en Israel108 litiga en las Cortes israelíes e internacionales denunciando la 
ley como instrumento de apartheid. Mientras tanto, organizaciones palestinas documentan 
casos y proporcionan apoyo a familias afectadas, reconociendo que esta política constituye 
una ingeniería demográfica que instrumentaliza el género para objetivos coloniales.

 

106	 La ley prohíbe específicamente la residencia o ciudadanía a varones palestinos menores de 35 años y a muje-
res menores de 25 años casados/as con ciudadanos/as o residentes israelíes.

107	 Adalah denuncia la existencia de una cincuentena de leyes que afectan la igualdad de derechos civiles, de 
ciudadanía, tierras, vivienda, libertad de expresión, o educación. Ver: https://www.adalah.org [Consultado el 
04/12/2025].

108	 Adalah es una organización de derechos humanos que cuenta con un centro jurídico con sede en Haifa, funda-
da en 1996. Entre sus métodos están los litigios ante tribunales (incluida la Corte Suprema israelí), la asesoría 
legal, la educación, la publicación de materiales, y la visibilización mediática de las violaciones de derechos. 
Ver: https://www.adalah.org [Consultado el 04/12/2025].
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CAPÍTULO 8.

El cuerpo femenino: violencia,
reproducción y resistencia	

El feminismo de nuevo cuño en la región SWANA-Med articula una crítica estruc-
tural que conecta de manera interdependiente cuestiones tan diversas como la lu-
cha contra la criminalización del aborto, la penalización de las relaciones sexuales 
consensuales fuera del matrimonio y la defensa de los derechos LGBTQ+. Esta 
perspectiva integral visibiliza cómo el Estado y las estructuras sociales ejercen 
control sistémico sobre los cuerpos de las mujeres y personas LGBTQ+, confi-
gurando regímenes de biopolítica patriarcal que operan mediante mecanismos 
legales, institucionales de vigilancia y represión (FEM 2025).

1. Violencia de género como dispositivo de control corporal

En la región SWANA-Mediterráneo, la forma en que las mujeres pueden decidir 
sobre sus cuerpos (sexualidad, reproducción, movilidad, apariencia, etc.) está di-
rectamente ligada a cómo se ejerce y mantiene el poder en la sociedad. No es 
solo un asunto individual: controlar el cuerpo de las mujeres es controlar también 
estructuras sociales y políticas. Más allá de la dimensión moral o consuetudina-
ria, quién decide sobre la reproducción, el deseo, la salud sexual o el acceso a 
cuidados define también quién tiene acceso a la autonomía económica o a la 
participación política (Solati 2017, Batmanghelichi 2020). Los derechos sexuales 
y reproductivos son parte de un conflicto más amplio por la redistribución de re-
cursos y cargas sociales, donde el trabajo reproductivo —criar, cuidar, sostener la 
vida— se explota históricamente sin reconocimiento ni compensación, quedando 
bajo la responsabilidad exclusiva de las mujeres dentro del orden capitalista pa-
triarcal (Mijares & Ramírez 2023).

1.1. Amplitud y alcance de la violencia de género (VG)

Según la encuesta del Barómetro árabe, el 40% de las mujeres en MENA ha 
experimentado violencia por parte de su pareja al menos una vez en su vida.109 
Los datos de Brecha de género global (GGGI) de 2024 revelan una realidad de-
vastadora: Marruecos encabeza las cifras con un alarmante 46% de mujeres que 

109	 Roche, M. (2025, marzo). Gender-based violence and sources of support in the Middle East and North Africa. 
Arab Barometer. https://www.arabbarometer.org/wp-content/uploads/GBV-Mini-Report-EN.pdf [Consultado el 
04/12/2025].
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afirman haber sufrido violencia (casi 1 de cada 2 mujeres), seguido por Turquía 
(38%) y Egipto (30%). Por debajo, Túnez registra un 25%, Jordania un 24%, 
Palestina un 23.3%, y Líbano un 18.4% (FEM 2025).110

El Barómetro Árabe ha analizado la percepción ciudadana sobre la violencia de 
género, constatando un aumento sostenido a lo largo de los años. En Túnez, el 
54% de la población considera que la violencia de género ha crecido, seguido 
del Líbano (42%), Jordania (39%) y Palestina (38%). Esta percepción alimenta 
una sensación generalizada de inseguridad, con implicaciones directas sobre la 
movilidad de las mujeres y un posible efecto disuasorio en las denuncias. Solo 
en Marruecos, una mayoría relativa (40%) percibe una disminución (AB Roche 
2025: 2).

Los feminicidios constituyen la forma más extrema de violencia de género. Las 
Naciones Unidas reconocen la disponibilidad limitada de datos sobre ellos, es-
pecialmente en África y Asia; lo que refleja la falta deliberada de mecanismos 
institucionales de monitoreo y la ausencia de tipificación uniforme del feminicidio 
en muchos sistemas legales.111

Con relación a la violencia de género en el ámbito laboral, el Convenio sobre la 
Eliminación de la Violencia y el Acoso en el Mundo del Trabajo, adoptado en Gi-
nebra el 21 de junio de 2019 por la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 

110	 Ver el último informe en: FEM (2025). Las citas del informe corresponden a esta última edición.

111	 UNODC & ONU Mujeres (2023). Gender-related Killings of Women and Girls (Femicide/Feminicide). Global 
estimates of female intimate partner/family-related homicides in 2022. UNODC & ONU Mujeres, p. 3 https://
www.unwomen.org [Consultado el 05/12/2025].
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entró en vigor internacional el 25 de junio de 2021, estableciendo el primer marco 
normativo global para erradicar estas conductas en el ámbito laboral.112 Su enfo-
que reconoce estas prácticas como violaciones de derechos humanos y exige a 
los Estados medidas integrales de prevención, protección y reparación. Entre los 
53 países que han firmado actualmente el Convenio, no se encuentra ninguno de 
los 11 países analizados.113 

1.2. Prácticas de violencia normalizada: matrimonio reparatorio, matrimonio infan-
til y mutilación genital femenina

El fenómeno del "matrimonio reparatorio", una figura jurídica que institucionaliza 
la impunidad para los perpetradores de la violencia machista, mediante la susti-
tución de la sanción penal por uniones conyugales ha experimentado un notable 
retroceso en las legislaciones SWANA-Med durante la última década.114 Este pro-
ceso de desinstitucionalización ha sido el resultado de una movilización feminista 
que ha sabido transformar tragedias individuales en capital político para el cambio 
social. Este ha sido el caso de Marruecos (Caso 19).

Caso 23: De la indignación a la acción: Recordando a Amina Filali (Marruecos)
El suicidio en 2012 de la marroquí Amina Filali, de 16 años, constituye un ejemplo para-
digmático de coyuntura crítica catalizadora. Esta menor de Larache había sido obligada a 
contraer nupcias con su agresor amparándose en el artículo 475 del Código Penal, que 
permitía a un violador escapar de la cárcel si se casaba con su víctima. Este caso generó 
un profundo impacto moral en la sociedad, que activó ciclos de protesta bajo las consignas 
#RIPAmina y #End475, y una generó una petición en la plataforma AVAAZ que fue suscrita 
por un millón de firmas, además de múltiples manifestaciones por todo el país bajo los 
lemas: "Todos somos Aminas" y "La cláusula 475 me mató".  La Liga Democrática de los 
Derechos de las Mujeres (LDDF) presentó una denuncia para que el marido violador fuera 
juzgado. Estas movilizaciones crearon una ventana de oportunidad política que culminó en 
la abolición de dicha figura del Código Penal en 2014 (Ouassini 2021).

A pesar de esta victoria, la combinación con otras leyes sigue persiguiendo a las víctimas 
de VG. El hecho de que no se pueda reconocer a un hijo fuera del matrimonio, y las dificul-
tades para el aborto, llevan a mujeres a casarse con su violador para que el hijo no quede 
fuera de la ley. Esto le sucedió a Imane en Taza, casada con su agresor, que tras conseguir 
el divorcio fue atacada en plena calle y su rostro desfigurado.115 Recientemente, la senten-

112	 OIT (2019). Convenio sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, 2019 (190). Orga-
nización Internacional del Trabajo https://www.ilo.org [Consultado el 12/12/2025].

113	 OIT NORMLEX. Information System on International Labour Standards: C190 - Convenio sobre la violencia y el 
acoso, 2019 (190) https://normlex.ilo.org [Consultado el 12/12/2025].

114	 ONU Mujeres. (2020). Mapping of "Marry-Your-Rapist" Laws in Arab States. Naciones Unidas; HRW. (2021). 
How to End "Marry-Your-Rapist" Laws. Human Rights Watch; Equality Now. (2023). The Global Rape Law 
Report. Equality Now.

115	 Amnistía Internacional (2014, 31 de enero) La fin du vide juridique entourant le viol au Maroc n’est qu’une 
modeste avancée vers l’éradication de ce fléau en Afrique du Nord. AI https://www.amnesty.org [Consultado el 
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cia del Tribunal de Casación dictada el 15 de abril de 2025 ha permitido que un niño pueda 
recibir una indemnización económica de su padre biológico (el violador de su madre) basa-
da en un fundamento extracontractual, aunque sin crear una filiación jurídica de facto. Este 
avance supone un paso hacia la revisión del tratamiento legal de los nacimientos fuera del 
matrimonio, especialmente cuando estos niños son fruto de actos delictivos.

La Ley n.º 103-13 de 2018 tipifica diversas formas de violencia —psicológica, económica 
y sexual— e incorpora medidas de protección y acompañamiento jurídico. Según HRW 
(2018),116 persisten debilidades como la falta de definición clara de violencia doméstica, la 
exigencia de denuncia penal para acceder a protección y la escasez de recursos. A pesar 
de ello, algunos fallos judiciales progresistas han sentado precedentes: penalización de la 
violación conyugal (sentencia de Tánger), reconocimiento de la violencia psicológica como 
delito (sentencia de Fez) y aplicación de medidas de protección en Taza, Uchda, Larache o 
Suk Larbaa.117 La coalición ISRAR por la igualdad y el empoderamiento, que reúne a más 
de 40 activistas y organizaciones de derechos de las mujeres, jugó un papel clave en la 
aprobación de esta ley en 2018.

Por su parte, el matrimonio infantil vulnera de manera sistemática los derechos de 
las niñas, limitando su autonomía, restringiendo su acceso a educación y expo-
niéndolas a violencia sexual legitimada institucionalmente. En 2019, este fenóme-
no seguía siendo significativo en la región MENA (Demographic and Health Sur-
veys, 2019) como se puede comprobar en la figura 31. Aunque la ley establece la 
misma edad mínima para contraer matrimonio para hombres y mujeres —19 años 
en Argelia y 18 años en Egipto, Jordania, Marruecos, Palestina y Túnez—, los jue-
ces pueden excepcionalmente autorizar matrimonios por debajo de esa edad.118

08/12/2025]; Conseil National des Droits de l'Homme. (2015). L'impact de l'abrogation de l'article 475. CNDH.

116	 HRW (2018, 26 de febrero). Morocco: New Violence Against Women Law: Progress, but Some Gaps; Further 
Reform Needed. Human Rights Watch https://www.hrw.org [Consultado el 08/12/2025].

117	 ISRAR (2022) Parallel Report About the Universal Periodic Review of ISRAR Coalition pp. 9-10 https://uprdoc.
ohchr.org [Consultado el 08/12/2025].

118	 EFI (2021). 2021 Regional Index on Violence against Women and Girls (VAWG). EuroMed Feminist Initiative. 
https://www.efi-rcso.org [Consultado el 08/12/2025].
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Túnez (1993), Líbano (2011), Jordania (2017) y Cisjordania en Palestina (2018) 
han prohibido formalmente los “crímenes de honor” en sus Códigos Penales. 
Pese a esta prohibición, la ley sigue reconociendo un trato diferenciado entre 
hombres y mujeres en el ámbito matrimonial. Por ejemplo, en Egipto y Jordania, 
un esposo que hiere o mata a su esposa sorprendida en un acto sexual con otra 
persona todavía puede beneficiarse de circunstancias atenuantes que reducen su 
responsabilidad penal.119

Por último, la mutilación genital femenina (MGF) –expresión que incluye las dife-
rentes prácticas (corte, extirpación parcial o total, etc.)– no está generalizada en 
SWANA-Med, sino que se concentra en regiones específicas, principalmente en 
el noreste de África.120 

Esta práctica está profundamente extendida en Egipto, que registra el mayor nú-
mero absoluto de mujeres y niñas afectadas en el mundo. Arraigada tanto en 
comunidades musulmanas como cristianas, la MGM refleja estructuras de control 
corporal que trascienden divisiones religiosas. Según la Encuesta de Salud Fami-
liar Egipcia (CAPMAS 2021), el 86% de las mujeres casadas entre 15 y 49 años 
han sido sometidas a esta práctica, cifra que alcanza el 94% en el quintil más bajo 
de riqueza, evidenciando la intersección entre género, clase social y violencia 
corporal (CAPMAS 2021). Su prevalencia es significativamente mayor en zonas 
rurales, especialmente en el Alto Egipto.

A pesar de estar prohibida por ley desde 2008, con penas de tres meses a dos 
años de prisión, y las enmiendas de 2021 que endurecieron estas penas (Amnis-
tía Internacional 2024), ninguna condena ha sido dictada bajo esta legislación, 
revelando la brecha entre marcos normativos y aplicación efectiva. La medicali-
zación del procedimiento —realizado por profesionales de la salud en el 74% de 
los casos— le otorga una falsa legitimidad y lo integra en sistemas formales de 
atención sanitaria, complicando los esfuerzos de erradicación. 

La sociedad civil organizó en 2019 la Coalición de ONGs contra la MGF, que 
agrupa 90 organizaciones locales. Una señal esperanzadora es que el porcentaje 
de madres que planean circuncidar a sus hijas ha disminuido drásticamente del 
aproximadamente 35% en 2014 (DHS, 2014) al 13% en 2021 (CAPMAS 2021), 
sugiriendo un cambio de mentalidad progresivo.

119	 EFI (2021). Ibidem.

120	 The FGM/C Research Initiative: https://www.fgmcri.org [Consultado el 08/12/2025].
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1.3. La violencia de género como dispositivo de control y el riesgo de captura 
autoritaria

En el Mediterráneo meridional y oriental, las mujeres padecen una incidencia par-
ticularmente alta de violencia de género (VG o violencia contra las mujeres y ni-
ñas, VAWG por sus siglas en inglés). Contrariamente a narrativas que atribuyen 
la violencia machista a "atraso cultural" o "tradiciones", la incidencia sistemática 
de violencia contra las mujeres es efecto directo de instituciones patriarcales-ca-
pitalistas deliberadamente diseñadas y mantenidas. Esta violencia no precede al 
Estado moderno, sino que es producida por él como respuesta a la disputa por 
concepciones alternativas del género, la autonomía o la igualdad. Esta elección 
queda inscrita en su legislación, en aparatos de represión que por ejemplo regulan 
la sexualidad y criminalizan la autonomía política. Se trata de política de control 
social a través de mecanismos que reforman, mantienen o intensifican los propios 
sistemas de creencias patriarcales existentes en la población, según intereses y 
ante la amenaza de valores contrahegemónicos y en pugna también presentes 
en el cuerpo social. Una serie de instituciones (familiares, educativas, religiosas 
instrumentalizadas) conectadas con el poder transmiten valores de subordinación 
femenina y configuran percepciones normalizadas sobre los roles de género y la 
violencia. Estos procesos también pueden darse en la otra dirección.

En contextos autoritarios o de conflicto, esta violencia trasciende su dimensión 
individual y se convierte en un instrumento político, utilizado para disciplinar cuer-
pos, controlar la presencia femenina en el espacio público y limitar la participación 
política. El caso egipcio de los últimos años ejemplifica muy bien este mecanismo, 
que no actúa por igual en todos los casos, y aquí se muestra claramente como un 
instrumento políticamente diseñado de forma amplia (Caso 21).

Caso 21: El acoso y la violencia sexual como represión política (Egipto)
El informe Sweeping Assaults (Ataques masivos) de la organización egipcia Nazra por los 
estudios feministas de 2013 marcó un punto de inflexión en la comprensión del acoso y las 
agresiones sexuales en el contexto de la Revolución egipcia de 2011.121 Esta organización 
egipcia documentó algo que no era nuevo: cómo estos ataques no eran hechos aislados, 
sino tácticas sistemáticas instrumentalizadas por el Estado para disuadir la participación 
política de las mujeres en la vida pública. Este informe ayudó a trasladar el debate nacional 
del nivel social (el acoso como "problema cultural") al nivel político (el acoso como "estrate-
gia estatal" y manifestación de violencia política). 

El 17 de diciembre de 2011, durante una redada militar en la Plaza Tahrir, una manifestante 
fue brutalmente golpeada y arrastrada por soldados, quedando parcialmente expuesta ante 

121	 Nazra para los Estudios Feministas (2020, 22 de julio). Background paper: Violence against women: From 
Black Wednesday to the Pandemic. Nazra http://nazra.org/en/node/713 [Consultado el 04/12/2025].
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las cámaras. Este caso mediático fue conocido posteriormente como el de “la chica del 
sujetador azul” (su identidad no se conoció). Lejos de provocar condena oficial, los medios 
estatales la presentaron como una mujer "inmoral" que se habría "desnudado a propósito". 
El Mayor general Adel Emara declaró que las mujeres de Tahrir "no eran hijas de buenas 
familias", reforzando la narrativa estatal que criminaliza a las mujeres disidentes y las aso-
cia a la promiscuidad y a las clases populares.

La campaña en línea #BlueBra mostró la resistencia contra esta violencia (Hafez 2014). 
En pocos días, miles de personas —mujeres y hombres— marcharon en El Cairo al grito 
de "Las hijas de Egipto son una línea roja". Grupos de jóvenes hombres formaron "escu-
dos humanos" alrededor de las manifestantes, un gesto que por otra parte no dejaba de 
reafirmar la “necesidad” de una masculinidad "nacionalista y protectora" (Hafez 2014). El 
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas (SCAF) intentó desacreditar estas acciones 
presentando a las manifestantes como “libertinas” y a los hombres que las apoyaban como 
“desviados” o “manipulados”. Se había producido una transgresión de las normas hegemó-
nicas de respetabilidad femenina que debía ser penalizada (Pratt & Salem 2017).

Surgieron entonces iniciativas de autodefensa en 2012. OpAntiSH (Operación Anti-acoso 
Sexual) y Guardaespaldas de Tahrir (2012) organizaron brigadas de voluntarios y grupos 
de autodefensa para proteger a manifestantes mujeres. La campaña Shoft Taharosh ("Yo 
vi acoso") desarrolló acciones de concienciación en calles y universidades.

El movimiento feminista en la región enfrenta además el riesgo de que sus deman-
das por protección contra la violencia sean capturadas por regímenes autoritarios 
para ampliar sistemas de control y vigilancia. Como señalan Mijares y Ramírez 
(2023: 105), la regulación del acoso puede justificar la intensificación del control 
sobre la población en contextos que ya restringen las libertades públicas. La Ley 
Antiterrorista israelí de 2023 –que bajo la justificación de proteger a las mujeres 
de agresiones sexuales duplicó los castigos para hombres árabes– muestra esta 
instrumentalización. 

1.4. Marcos normativos de protección contra la violencia de género

En la mayoría de los países SWANA-Med, las leyes que protegen a las mujeres 
son deliberadamente inexistentes, insuficientes o se aplican deficientemente. Las 
normas legales que regulan este tipo de violencia no suelen estar concentradas 
en una única ley integral. 

El Observatorio Regional de la Sociedad Civil sobre la Violencia contra las Muje-
res y Niñas (RCSO) –creado en 2019 e implementado por la Iniciativa Feminista 
EuroMed (EFI) con sede en la Oficina regional de Ammán (Jordania), y financiado 
por la UE– ha establecido desde 2020 un índice en base a leyes, políticas públi-
cas y servicios relacionados con la violencia contra las mujeres y niñas (VAWG), 
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aplicado a siete países (ver figura 29).122 Con una media regional de 55,4 puntos 
(donde 100 representa una situación legislativa y de políticas públicas óptima), la 
mayoría de países se sitúan alrededor de la mediana, lo que sugiere que aunque 
existe cierta base legislativa en materia de violencia contra mujeres, esta no se 
traduce en capacidad institucional uniforme ni en acceso equitativo a protección. 
Las variaciones extremas son particularmente reveladoras: Argelia registra solo 
30,7 puntos, indicando deficiencias graves no solo en el marco legal sino en la 
ausencia de políticas públicas coherentes de prevención y erradicación de violen-
cia. En contraste, Líbano alcanza 70 puntos, un puntaje notablemente superior 
que sugiere marcos legales más desarrollados y servicios mejor estructurados, 
con una legislación avanzada contra el acoso sexual y la violencia doméstica (ley 
293/2014), aunque su sistema confesional fragmenta su aplicación.

A pesar de los avances legislativos, persisten importantes deficiencias en la pro-
tección frente a la violencia machista, testificando la falta de voluntad política: 
presupuestos insuficientes, escasez de refugios, revictimización en los procesos 
judiciales o presión social para la reconciliación familiar. Túnez, con un índice de 
58.6 en 2021, aprobó la Ley Orgánica núm. 2017-58, de 11 de agosto de 2017, 
relativa a la eliminación de la violencia contra la mujer, que introdujo un enfoque 
multidimensional frente a la VG que abarca prevención, protección de víctimas, 

122	 Los aspectos analizados son: Marco legal y políticas públicas, Procedimientos y regulaciones estándar, Pres-
tación de servicios financiados por el Estado, Sistemas de datos y estadísticas, Programas y medidas preventi-
vas, Capacidad profesional de los primeros respondedores, Coordinación nacional y cooperación regional Ver: 
EFI (2022). Combating violence against women in the Southern Mediterranean region. EFI. Regional Observa-
tory on Violence against Women and Girls (VAWG) https://www.efi-rcso.org [Consultado el 07/12/2025].
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sanción de agresores y educación pública. Esto se consiguió bajo el impulso de 
una coalición de asociaciones locales. En junio de 2023, la Plataforma Dinámica 
Feminista –que incluye a ATFD123 y a Beity (2012)– denunció la intención guber-
namental de modificar la ley sin prever una participación amplia de la sociedad 
civil.124 Posteriormente, la falta de recursos, la resistencia institucional y la escasa 
sensibilización han limitado la efectividad de la ley, a lo que se ha unido la actual 
involución política.125 En Marruecos, la Ley núm. 103.13 relativa a la lucha contra 
la violencia hacia las mujeres tiene un espectro bastante completo, y las protes-
tas se han producido sobre todo por la falta del presupuesto adecuado para su 
aplicación. En la mayor parte de países las disposiciones están repartidas entre 
distintos cuerpos legales: Código Penal, Leyes de Familia, relativas a la Trata 
de Personas o a Delitos Electrónicos).126 Esta fragmentación puede dificultar la 
aplicación coherente de la ley, generar vacíos legales y complicar la coordinación 
entre las instituciones.

El acoso sexual está sancionado en todos los códigos penales, pero únicamente 
en Marruecos y Jordania está prohibido específicamente en el ámbito laboral. 
La Ley nº 205 sobre la criminalización del acoso sexual y la rehabilitación de sus 
víctimas, adoptada por el Parlamento en el Líbano en diciembre de 2020, incluye 
también esta prohibición.127 

En estos marcos legales la definición legal de violación suele centrarse en la 
acreditación de lesiones físicas y raramente o reconoce la violación dentro del 
matrimonio, dejando a muchas víctimas desprotegidas. Tampoco se criminalizan 
completamente otras formas de VG como el matrimonio infantil o los crímenes de 
“honor”.

Caso 22: La violencia contra las mujeres en Palestina: Una problemática 
estructural y multifacética (Palestina)
En Palestina, la ocupación constituye el marco estructural central desde el cual analizar la 
violencia contra las mujeres,128 donde aproximadamente el 65% de los hombres y el 55% 

123	 Ver: Belhadj, A. (2022) Les trajectoires de lutte contre la violence faite aux femmes entre blocage et résilience. 
ATFD https://atfd-tunisie.org [Consultado el 07/12/2025].

124	 Swissinfo (2023, 13 de junio) Feministas en Túnez rechazan modificar la ley de la violencia machista y exigen 
aplicarla https://www.swissinfo.ch [Consultado el 07/12/2025].

125	 HRW (2022, 8 de diciembre), Tunisia: Domestic Violence Law Not Protecting Women: Five Years After Land-
mark Vote, Poor Enforcement, Few Resources. Human Rights Watch https://www.hrw.org [Consultado el 
07/12/2025].

126	 EFI (2021). 2021 Regional Index on Violence against Women and Girls (VAWG). EuroMed Feminist Initiative. 
https://www.efi-rcso.org [Consultado el 08/12/2025].

127	 EFI (2021). 2021 Ibidem.

128	 El Feki, S., Heilman, B. & Barker, G., Eds. (2017) Understanding Masculinities: Results from the International 
Men and Gender Equality Survey (IMAGES) – Middle East and North Africa. ONU Mujeres & Promundo-US. 
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de las mujeres encuestadas informaron haber experimentado una o más formas específi-
cas de violencia relacionada con la ocupación durante los últimos cinco años.129 

La violencia ejercida por parejas e integrantes del hogar constituye una manifestación am-
plia y sistemática de la violencia de género. Según datos del Centro Palestino de Estadísti-
cas (PCBS),130 el 59% de las mujeres palestinas actualmente casadas o que alguna vez lo 
estuvieron (de 15 a 64 años) fueron expuestas al menos una vez a algún tipo de violencia 
por parte de sus esposos durante los últimos doce meses. Esta proporción que aumen-
ta al 68% en la Franja de Gaza y alcanza el 50% en Cisjordania. Los tipos específicos 
de violencia documentados presentan variaciones significativas según territorio: un 68% 
en Gaza y un 50% en Cisjordania de las mujeres encuestadas reconocían haber sufrido 
violencia psicológica; un 16% y un 27 % respectivamente en estos dos territorios habrían 
sufrido violencia económica; un 13 % y un 28 % violencia física; y, por último, un 8 % y 
11% violencia sexual.131 Entre las mujeres nunca casadas (de 18 a 64 años), el 40% fue 
expuesta a violencia por miembros del hogar durante los últimos doce meses, cifra com-
parable al 41% de hombres.132 Cuando se pregunta a los hombres sobre su perpetración 
de violencia de pareja, aproximadamente el 40% de los hombres encuestados declaró 
haber cometido violencia emocional contra sus esposas (46% en mujeres), con el 26% de 
hombres y 33% de mujeres reportando que esto ocurrió durante el año anterior. Casi uno 
de cada cinco hombres (17%) afirmó haber perpetrado violencia física (21% en mujeres), 
el 12% reportó violencia económica (18% de mujeres lo declararon), y solo el 4% admitió 
perpetrar violencia sexual (frente al 11% de mujeres encuestadas).133 En relación a estos 
porcentajes, los hombres encuestados reconocieron haber forzado a su mujer a mantener 
relaciones sexuales en un porcentaje de del 4,3% a lo largo de su vida, y un 2,6% en el 
último año (una cifras que no concuerdan con las declaradas por las mujeres (11,3% y 7% 
respectivamente).134 

Las actitudes sociales hacia la violencia revelan la persistencia de normas culturales to-
lerantes a niveles elevados de violencia contra las mujeres.135 El 34% de hombres y 26% 
de mujeres consideraban que "hay momentos en que una mujer merece ser golpeada", 
mientras que el 63% de hombres y 50% de mujeres creían que "una mujer debe tolerar la 
violencia para mantener la familia unida". Además, el 25% de hombres y 22% de mujeres 
declararon haber presenciado a su madre siendo golpeada durante la infancia, evidencian-
do la transmisión intergeneracional de patrones de violencia

Los feminicidios, frecuentemente señalados como "crímenes de honor" y que están prohibi-
dos por la legislación, representan la expresión más extrema de esta violencia. Un análisis 

https://www.unwomen.org [Consultado el 08/12/2025].

129	 El Feki, S., Heilman, B. & Barker, G., Eds. (2017). Ibidem.

130	 La muestra abarca Cisjordania (9.102 mujeres) y Gaza (3.840 mujeres). Las encuestas se realizaron en 2019. 
PCBS/Salhab, N. (2023, agosto) Palestine experience in implementing the Violence Survey in the Palesti-
nian society. Estado de Palestina. Palestinian Central Bureau of Statistics https://unstats.un.org [Consultado el 
08/12/2025].

131	 PCBS/Salhab, N. (2023, agosto). Ibidem

132	 PCBS/Salhab, N. (2023, agosto). Ibidem.

133	 El Feki, S., Heilman, B. and Barker, G., Eds. (2017). Op cit.

134	 El Feki, S., Heilman, B. and Barker, G., Eds. (2017). Op cit.

135	 ECP & HELIA (2022, julio). Reptes de les lluites feministes a Palestina en un context de postpandèmia. Escola 
de Cultura de Pau. https://escolapau.uab.cat [Consultado el 08/12/2025].
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de 76 casos ocurridos entre 2016 y 2018 en el marco de la encuesta IMAGES de 2017136 
revela que la mayoría de las víctimas eran mujeres jóvenes, con el 37% en el rango de 18 a 
29 años y el 18% menores de edad, siendo los hermanos responsables del 27% de los ca-
sos, seguidos por esposos (23%) y padres (23%), hijos (14 %), tíos o madrastras (4 %).137 
Las actitudes sociales hacia estas prácticas revelan paradojas significativas: el 82% de los 
hombres apoyan la noción de las mujeres como portadoras del honor masculino (66% en 
el caso de las mujeres). Pero la gravedad radica en un 47% de los hombres y un 38% de 
mujeres que creen que la niña o la mujer "merece" tal castigo. Esta cifra tiene su reverso, 
con el 35% de hombres y el 22% de mujeres que consideran que los crímenes de honor 
no deberían ser castigados por ley. Unos porcentajes muy bajos que confirman lo anterior.

Organizaciones locales como la Sociedad Palestina de Mujeres Trabajadoras para el Desa-
rrollo (PWWSD) y Sawa documentaron un aumento inmediato y sustancial de las consultas 
por abusos durante la pandemia de la COVID-19, mientras que el Centro de la Mujer para 
Asistencia Legal y Orientación (WCLAC) registró el año 2020 como el pico de feminicidios 
en un lustro, concentrando el 25% de los 149 casos identificados entre 2015 y 2020.138 La 
crisis sanitaria, por tanto, no hizo sino intensificar y hacer más visibles las dinámicas de 
opresión preexistentes, poniendo de manifiesto la urgencia de mecanismos de protección 
efectivos y del cumplimiento de los compromisos internacionales en materia de derechos 
de las mujeres.

A pesar de que Palestina ha suscrito la CEDAW sin reservas, la implementación de sus 
disposiciones sigue siendo deficiente. La inacción legislativa y la falta de implementación 
efectiva son denunciadas constantemente por grupos como la coalición Al-Muntada, inte-
grada por 17 organizaciones de mujeres y de derechos humanos que lucha contra la violen-
cia, o por la Unión General de Mujeres Palestinas (GUPW), quienes exigen la codificación 
formal de las protecciones en la ley básica palestina más allá de los obstáculos políticos 
existentes.139 Esta realidad multidimensional, donde factores estructurales de ocupación, 
inequidad de género y normas culturales convergen, crea un entorno de sistemática vulne-
ración de derechos que requiere esfuerzos significativos para transformar tanto las normas 
culturales como el marco legal de protección.

La declaración ministerial de la Unión por el Mediterráneo (UpM) sobre el fortale-
cimiento del papel de la mujer en la sociedad, adoptada en El Cairo en 2017, esta-
bleció un marco de cooperación regional al reconocer explícitamente la violencia 
contra las mujeres y niñas (VAWG), y la agenda mujeres, paz y seguridad (WPS) y 

136	 El Feki, S., Heilman, B. and Barker, G., Eds. (2017) Understanding Masculinities: Results from the International 
Men and Gender Equality Survey (IMAGES) – Middle East and North Africa. OMU Mujeres y Promundo-US. 
https://www.unwomen.org.

137	 ECP & HELIA (2022, julio). Op cit.

138	 Šimonović, D. (2021, abril). Femicide in the Palestinian society: Report submitted to the Special Rapporteur 
on violence against women, its causes and consequences. Women’s Center for Legal Aid and Counselling 
(WCLAC) & Palestinian NGO Forum to Combat Violence Against Women (Al-Muntada). https://www.ohchr.org 
[Consultado el 08/12/2025].

139	 Véase: WCLAC/GUPW (2017, octubre). Shadow report for consideration regarding Israel’s sixth period report 
to the 68th session of United Nations Committee on the Elimination of Discrimination Against Women. Women’s 
Centre for Legal Aid and Counselling & The General Union of Palestinian Women (GUPW). https://tbinternet.
ohchr.org [Consultado el 08/12/2025].
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la prevención del extremismo violento (PVE) como ámbitos de acción prioritaria.140 

Este instrumento diplomático, impulsado estratégicamente por la Iniciativa Femi-
nista Euromed (EFI) a través de su Observatorio Regional sobre VAWG,141 y una 
red de nueve organizaciones locales en siete países SWANA-Med,142 posiciona 
la violencia de género como una cuestión de seguridad y gobernanza regional, 
trascendiendo su tradicional tratamiento como problema meramente social o do-
méstico.

2. Control de la sexualidad y la reproducción

2.1. Regulación estatal de la reproducción y el aborto

Las diferencias entre los países mediterráneos en materia de derechos sexuales y 
reproductivos son significativas, especialmente respecto al aborto. Túnez destaca 
como un caso ejemplar, al haber legalizado el aborto desde 1973; puede realizar-
se durante el primer trimestre en un hospital o clínica autorizada y, después de 

140	 Ver el texto en: UPM (2017, 21 de noviembre) Union for the Mediterranean Ministerial Conference on Streng-
thening the Role of Women in Society Cairo, 27 November 2017. Adopted Declaration as of 27.11.2017. https://
ufmsecretariat.org [Consultado el 08/12/2025].

141	 Enlace al Observatorio Regional sobre la Violencia contra las Mujeres y las Niñas (VAWG): https://www.efi-rc-
so.org [Consultado el 08/12/2025].

142	 Argelia: FARD (Mujeres que Reclaman sus Derechos); Egipto: ACT (Asociación para Técnicas Apropiadas para 
el Desarrollo); Jordania: AWO (Organización de Mujeres Árabes); Líbano: Najdeh y RDFL (Reunión Democrá-
tica de Mujeres Libanesas); Marruecos: UAF (Unión de Acción de Mujeres); Palestina: PFWAC (Federación 
Palestina de Comités de Acción de Mujeres) y PWWSD (Sociedad de Trabajo de Mujeres Palestinas para el 
Desarrollo); Túnez: AFTURD (Asociación de Mujeres Tunecinas para la Investigación y el Desarrollo).
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tres meses, si existe riesgo para la salud física o mental de la mujer o problemas 
graves en el feto. Además, mantiene un sistema de salud accesible que asegura 
una cobertura de partos con personal calificado del 99,50% y una de las tasas de 
mortalidad materna más bajas de la región (36 por cada 100.000 nacidos vivos) 
(FEM 2025). En contraste, en Argelia, el Código Penal criminaliza el adulterio, 
obligando a las mujeres a recurrir a abortos clandestinos, mientras que la limita-
ción de la filiación al matrimonio perpetúa la precariedad de las madres solteras 
y sus hijos (AI, 2024). El aborto solo está permitido en tres casos muy limitados: 
riesgo grave para la salud física, psicológica o mental de la mujer, inviabilidad del 
feto o peligro para la vida de la mujer.143 En Marruecos, el aborto solo es permi-
tido para salvar la vida o salud de la mujer y con autorización del esposo y debe 
ser realizado por un médico en un centro autorizado. La falta de servicios legales 
accesibles y el estigma social generan riesgos significativos para la salud de las 
mujeres (AI 2024).144 En Jordania, solo es legal si el embarazo amenaza la vida 
de la mujer. En Egipto, Líbano y Palestina, el aborto es ilegal prácticamente en 
todos los casos, incluso en situaciones de violación (como en el Líbano). En Tur-
quía, las movilizaciones feministas de 2012 lograron frenar un proyecto de ley que 
buscaba prohibir el aborto.  

En conjunto, estos casos muestran cómo la legislación, los recursos sanitarios y 
la participación ciudadana son factores determinantes para garantizar o restringir 
la autonomía de las mujeres.

Caso 24: Reproducción y resistencia anticolonial (Palestina)
En el contexto de la ocupación palestina por Israel, la reproducción constituye un terreno de 
disputa biopolítica donde el cuerpo femenino se convierte en territorio de lucha anticolonial. 
Redes clandestinas extraen y transportan esperma de prisioneros políticos palestinos des-
de las cárceles israelíes, permitiendo que sus esposas conciban mediante inseminación ar-
tificial y desafiando así la prohibición israelí de visitas conyugales y acceso a reproducción 
asistida para detenidos palestinos. Estas prácticas atraviesan los muros de la prisión y las 
fronteras, configurando el embarazo mismo como acto de desobediencia civil que desafía 
el control biopolítico del ocupante (Rexer 2023).

No obstante, esta forma de resistencia encarna también las contradicciones del naciona-
lismo patriarcal, donde el cuerpo femenino se instrumentaliza para la reproducción de la 
comunidad nacional.

143	 EFI (2021). 2021 Regional Index on Violence against Women and Girls (VAWG). EuroMed Feminist Initiative. 
https://www.efi-rcso.org [Consultado el 08/12/2025].

144	 Amnistía Internacional (2024), ‘My life is ruined’: The need to decriminalize abortion in Morocco. Index: MDE 
29/7506/2024. https://www.amnesty.org/es [Consultado el 08/12/2025].
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2.2. Autonomía sexual y de género: Relaciones extramatrimoniales y homose-
xualidad

En Egipto, Jordania, Libia, Marruecos, Palestina, Siria y Turquía, las relaciones 
sexuales consensuales fuera del matrimonio (denominadas bajo la categoría is-
lámica tradicional como zina) se encuentran penalizadas en diversos grados.145 
Esta criminalización puede adoptar formas jurídicamente absurdas: en Libia, por 
ejemplo, el sexo consensuado fuera del matrimonio se clasifica como "asalto se-
xual con consentimiento",146 una categoría contradictoria que revela la lógica re-
presiva subyacente en la que la voluntad sexual femenina es negada legalmente 
incluso cuando es explícitamente manifestada.

En la mayoría de los países SWANA-Med, los actos sexuales consensuales en 
privado entre adultos del mismo sexo se consideran delitos (Jones 2023), con 
penas de prisión que pueden llegar a los 3 años.147 Las leyes son muy ambiguas 
al respecto, y suelen hacer referencia a la "moralidad". En Argelia, Marruecos, 
Túnez, Siria y Gaza, las leyes prohíben explícitamente los actos entre personas 
del mismo sexo. Líbano y Siria utilizan la categoría vaga de "actos contra natura" 
para perseguir estas conductas. Varios países, como Egipto, emplean leyes de 
"moralidad pública" para perseguir específicamente a personas LGBTQ+.148

Jordania, Turquía e Israel no penalizan las relaciones del mismo sexo, aunque 
en los dos primeros la libertad de expresión está muy restringida al respecto y 
no existen mecanismo de protección ante la discriminación (Curtis et al 2022). 
Estos países cuentan con mecanismos de reconocimiento legal de la identidad 
de género –la vivencia interna y subjetiva que cada persona tiene sobre su propio 
género, aunque bajo condiciones diversas: Jordania requiere cirugía y evalua-
ción psiquiátrica mediante la Corte de Casación; Turquía, desde 1988 (legislación 
2006-2007), exige cirugía obligatoria y soltería forzada (Sunata, Makaracı Başak 
& Öktem Çevik 2022), e Israel, desde 1986, permite procedimientos administrati-
vos que desde 2015 no requieren cirugía, aunque persisten restricciones religio-
sas y del servicio militar para personas trans no judías. 

145	 HRW (2018, 16 de abril) Audacity in Adversity. LGBT Activism in the Middle East and North Africa. Human 
Rights Watch https://www.hrw.org [Consultado el 08/12/2025].

146	 HRW (2018, 16 de abril) Audacity in Adversity. LGBT Activism in the Middle East and North Africa. Human 
Rights Watch https://www.hrw.org [Consultado el 08/12/2025].

147	 ILGA World. (2023). State-Sponsored Homophobia Report. International Lesbian, Gay, Bisexual, Trans and 
Intersex Association; Lucas Ramon Mendos, Kellyn Botha, Rafael Carrano Lelis, Enrique López de la Peña, 
Ilia Savelev and Daron Tan, “State-Sponsored Homophobia 2020: Global Legislation Overview Update,” ILGA 
World. December 2020. https://ilga.org [Consultado el 08/12/2025]; ILGA (2024). Laws on Us. A Global Over-
view of Legal Progress and Backtracking on Sexual Orientation, Gender Identity, Gender Expression, and Sex 
Characteristics 2024. ILGA https://ilga.org/laws-on-us-report [Consultado el 08/12/2025].

148	 Ver los anexos del informe de HRW (2018, 16 de abril). Audacity in Adversity. LGBT Activism in the Middle East 
and North Africa. Human Rights Watch para un análisis de la legislación https://www.hrw.org [Consultado el 
09/12/2025].
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2.3. Represión estatal contra las personas LGTBQ+

Turquía representa un caso particularmente significativo de regresión en dere-
chos LGBTQ+. Entre 2003 y 2014, las Marchas del Orgullo en Estambul fueron 
autorizadas y congregaban a multitudes significativas. Sin embargo, desde 2015, 
han sido prohibidas sistemáticamente por las autoridades, que citan repetidamen-
te "motivos de seguridad" y "protección del orden público”. Bajo la administración 
del presidente Erdoğan y el Partido de la Justicia y el Desarrollo (AKP) se ha 
producido un giro autoritario que integra la política de identidad sexual al progra-
ma nacionalista. El gobierno ha promovido activamente políticas para aumentar 
las tasas de natalidad, conectando explícitamente ideología de género conserva-
dora con objetivos demográficos nacionalistas y discriminación institucionalizada 
contra minorías sexuales (EuroMed Rights 2024: 6). Varios políticos, incluido el 
presidente del país, han expresado opiniones contrarias a los grupos LGBTQ+. En 
2017, el presidente Erdoğan dijo: “empoderar a las personas homosexuales va en 
contra de los valores de nuestra nación".149

Las asociaciones LGBTQ+ enfrentan grandes dificultades de registro legal.150 En 
Argelia, Egipto, Libia, Marruecos y Jordania, no pueden obtener estatus legal 
formal. En Marruecos, por ejemplo, la asociación Akaliyat intentó registrarse en 
2016 sin éxito (Carroll & Mendos 2017: 43-46). Esta denegación sistemática de 
personalidad jurídica funciona como mecanismo para confinar organizaciones al 
activismo clandestino, limitando su capacidad operativa, visibilidad y acceso a 
recursos.

Las amenazas a los colectivos LGTBQ+ no provienen únicamente de los estados, 
milicias y grupos armados han realizado campañas de persecución en contextos 
de conflictos violentos.151 

A pesar de marcos legales profundamente hostiles, diversos movimientos LGB-
TQ+ en SWANA-Med han desarrollado estrategias innovadoras de resistencia 
que operan mediante litigio estratégico, formas de resistencia digital, activismo 
transnacional, y prácticas de mutualismo y construcción comunitaria y articulación 
de demandas con otras luchas antihegemónicas.152

149	 BBC News (2021, 2 de febrero). Turkey’s Erdoğan denounces LGBT youth as police arrest students. Retrieved 
from https://www.bbc.com [Consultado el 08/12/2025].

150	 HRW (2018, 16 de abril). Op cit.

151	 OutRight Action International (2015, 24 de agosto) Timeline of Publicized Executions for Alleged Sodomy by the 
Islamic State Militias. https://www.outrightinternational.org [Consultado el 08/12/2025]; OutRight Action Interna-
tional (2015, 24 de agosto) First-Ever U.N. Security Council Briefing on Violence Against LGBTI People: Focus 
on ISIS in Iraq and Syria https://www.outrightinternational.org [Consultado el 08/12/2025].

152	 HRW. (2023). Audacity in Adversity: LGBT Activism in the Middle East and North Africa. Human Rights Watch. 
https://www.hrw.org [Consultado el 08/12/2025].
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Históricamente marginalizadas por las organizaciones tradicionales de derechos 
de las mujeres, las demandas de la comunidad LGBTQ+ han sido progresivamen-
te integradas por la nueva generación feminista, facilitando una mayor colabo-
ración. En Marruecos, el activismo formalizado data de principios del siglo XXI, 
pero una de las asociaciones pioneras, KifKif, finalizó trasladando sus operacio-
nes a España para poder continuar su trabajo.153 Nassawiyat o la Unión Feminista 
Libre (UFl) han trabajado en defensa de las mujeres LGTBQ marroquíes (Hirsch 
2016). Akaliyat ha desarrollado programas de acceso a personal médico ‘ami-
gable’. En Argelia, las asociaciones de derechos humanos no suelen colaborar 
con el movimiento. Alouen es uno de los grupos principales. El fundador de Abu 
Nawas, Yahia Zaidi, se encuentra en el origen de la red transnacional MantiQitna. 
En Túnez las asociaciones Shams, Damj o Mawjoudin We Exist (2014) trabajan 
con grandes dificultades. En Palestina alQaws o Aswat se encuentran activas. 
Esta última propone un feminismo queer, anticolonial e interseccional donde se 
vincula la liberación de género con un marco más amplio de justicia social, y no 
sólo de derechos sexuales.154 En Turquía KAOS GL y SPoD LGBTI+ documentan 
las dificultades de las comunidades. El uso de actividades culturales como docu-
mentales/videos, teatro, o revistas (My.Kali en Jordania), festivales de arte es un 
instrumento privilegiado de sensibilización. En el Líbano, la militancia LGBTQ+ es 
especialmente activa (como ya se ha explicado en el Caso 9).

Caso 25: Interseccionalidad anticolonial y pinkwashing (Palestina, Israel)
En Palestina, organizaciones como AlQaws (Arco Iris. Asociación para la Diversidad Se-
xual y de Género en la Sociedad Palestina) y Aswat (Voces de Mujeres Lesbianas Pales-
tinas) han articulado defensas de derechos LGBTQ+ y críticas a los gobiernos palestinos 
simultáneamente con lucha contra la ocupación israelí. Esta interseccionalidad estratégica 
formula el lema: "No hay orgullo bajo ocupación".155

Estas organizaciones denuncian la homofobia dentro de la sociedad palestina, donde la 
homosexualidad permanece criminalizada, y la persecución por las autoridades palestinas. 
No existen asociaciones LGBTQ+ como tales en Gaza, donde el gobierno es abiertamen-
te hostil, y son muy limitadas en Cisjordania. La actividad se centra en grupos de apoyo 
discretos, iniciativas en línea y el trabajo más genérico de organizaciones de derechos 
humanos. AlQaws fundada en 2007 y con sede en Jerusalén Este, vio prohibida brevemen-
te sus actividades en 2019 por la Autoridad palestina. Posteriormente la represión se ha 
vuelto más individualizada.156 Asimismo, la represión israelí sobre todas las organizaciones 

153	 KifKif (2022). Kif-Kif? Know us. https://kifkif.info [Consultado el 08/12/2025].

154	 Abboud, R. (2022) “Inclusion, diversity and exclusion: Thoughts from within Aswat – Palestinian Gay Women”, 
VHS. DVV International https://www.dvv-international.de [Consultado el 08/12/2025].

155	 AlQaws (2024, 6 de junio) Reflecting on Queerness in Times of Genocide https://www.alqaws.org [Consultado 
el 12/12/2025].

156	 Ver el enlace de la organización: https://www.alqaws.org [Consultado el 12/12/2025].
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antiocupación se ha exacerbado tras los ataques del 7 de octubre de 2023, y ha llevado a 
las organizaciones queer en Palestina a operar de manera más clandestina, adaptando sus 
estrategias para proteger sus redes y mantener su labor política. 

La crítica a la connivencia de países occidentales ante el genocidio, lleva a AlQaws a 
afirmar: “Es hora de desvincularnos de cualquier marco occidental, incluidos los marcos 
políticos y de organización LGBT y queer que son cómplices del genocidio en Gaza […] 
Resistir los marcos vacíos de derechos humanos, los desfiles de orgullo comerciales y 
despolitizados […] Aunque nuestra queeridad se ha visto disminuida durante estos doloro-
sos meses, nuestra simple palestinidad está siendo objeto de las formas más brutales de 
borrado literal. Muchos queer palestinos hablan en nuestros espacios comunitarios sobre 
esto último y no del primero”.157

Simultáneamente, estas organizaciones critican el pinkwashing israelí—el uso propa-
gandístico que Israel realiza de sus políticas relativamente progresistas hacia personas 
LGBTQ+ judías para legitimación internacional de su régimen de ocupación (Amnistía In-
ternacional 2025). El proyecto colonial israelí instrumentaliza retóricamente los derechos 
LGBTQ+ para deslegitimar la resistencia palestina como "inherentemente conservadora/
homófoba". Como afirma AlQaws, se promueve Tel Aviv como la capital gay de la región, y 
soldados israelíes posan con banderas arcoíris sobre las ruinas de Gaza.158 Y como seña-
lan Iriqat & Owda (2025), mientras que se asesinan a palestinos y palestinas que también 
pueden ser homosexuales.

La dificultad para el registro legal de organizaciones LGBTQ+ en la región ha po-
tenciado la importancia estratégica de redes transnacionales de apoyo. La Funda-
ción Árabe para las Libertades y la Igualdad (AFE), con sede en Beirut, coordina 
iniciativas a nivel regional, mientras que MantiQitna (Nuestra Región), fundada 
en 2010 en Marrakech, articula esfuerzos de activismo transnacional.159 De ma-
nera similar, Queer MENA, establecida en Beirut en 2017, cumple una función de 
coordinación regional comparable. Estas redes desarrollan talleres de formación, 
encuentros nacionales, monitoreo y campañas de apoyo coordinado.

Un ejemplo de esta colaboración fue la iniciativa para conmemorar el Día inter-
nacional contra la Homofobia y la Transfobia (IDAHOT) en mayo de 2017; Man-
tiQitna coordinó una iniciativa transnacional en redes sociales llamada "Nuestros 
Colores Son el Delito", que abordó la persecución de los colectivos en Argelia, 
Egipto, Libia, Marruecos y Túnez, con la participación de la Asociación Alouen (Ar-
gelia), Asociación Mawjoudin (Túnez), Rainbow Egipto (Egipto), Quzah Magazine 
(Libia) y Unión Feminista Libre (Marruecos) (Human Rights Watch 2018).

157	  AlQaws (2024, 6 de junio) Op cit.

158	 AlQaws (2024, 6 de junio) Op cit.

159	 Véase el enlace a la red: http://www.mantiqitna.org [Consultado el 08/12/2025].
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2.4. Control sobre "pureza sexual": velo, virginidad y pruebas físicas

Partiendo de la idea de que ningún tipo de vestimenta debe considerarse per se 
una forma de violencia contra las mujeres, lo que incluye el pañuelo, sino que 
lo que es violento es su imposición o su prohibición, el feminismo debe navegar 
entre: el derecho a cubrirse y el derecho a no cubrirse. La regulación del porte 
de prendas adquiere diferente significación en diferentes contextos (Ramírez & 
Mijares 2021). En Libia la policía moral vigila la modestia y moralidad de la vesti-
menta de las mujeres. En Turquía ya hace un siglo el pañuelo fue prohibido con la 
constitución de la nueva República laica y modernista, en un contexto de presión 
colonial para descubrir a las mujeres y que se manifestó sobre todo en Argelia. 

La regulación estatal no es el único factor, las creencias y prácticas sociales ejer-
cen también presión sobre las ciudadanas, que se ven presionadas por personas 
exteriores a decidir sobre su cuerpo (Caso 26). 

Caso 26: #SeUnHombre (Marruecos)

En Marruecos el Movimiento Alternativo para las Libertades Individuales (M.A.L.I) realiza 
campañas para que la mujer decida individualmente sobre su cuerpo (AI, 2024). Fundado 
en 2009 por Ibtissam Betty Lachgar y Zineb El Rhazui, su agenda incluye la defensa del 
derecho al aborto, la laicidad, de la comunidad LGBTQ+, o el matrimonio homosexual. 

El 9 de julio de 2028, una página de Facebook publicó una imagen con un texto en árabe 
que decía: “Campaña #Seunhombre lanzada en Marruecos. Sé un hombre y no dejes que 
tus mujeres o tus hijas salgan con ropa ajustada”. Otras publicaciones replicaron el mismo 
mensaje con variantes (“Cubre a tus mujeres”, “No dejes que se vistan indecentemente”) 
animando a que las mujeres fueran tapadas a las playas y a los hombres a que velaran por 
que fuera así.160 La se compartió unas 13.000 veces en pocos días.161

M.A.L.I decidió lanzar una campaña de respuesta con la etiqueta #Seunamujerlibre (en 
francés y en árabe). En un mes, más de 10.000 comentarios sobre el tema se publicaron 
en unas 150 páginas de Facebook, muchas de ellas con millones de seguidores, y más de 
5.000 tuits se refirieron a las dos etiquetas.162 El análisis de Afriques Connectées señala 
que, si bien se produjo esta movilización en Twitter y se propusieron hashtags alternativos 
que la ampliaron, estas acciones solo involucraron a comunidades que ya estaban sensi-
bilizadas sobre el tema. Es decir, la polémica se desarrolló en “silos”, activando grupos es-
pecíficos por un momento de indignación puntual, sin lograr un debate amplio o transversal 
en la sociedad.163

160	 elDiario.es (2018, 30 de julio) 'Sé una mujer libre': la respuesta feminista en Marruecos a la campaña 'Sé un 
hombre y cubre a tus mujeres'. ElDiario.es https://www.eldiario.es [Consultado el 08/12/2025].

161	 Afriques connectées (2018, 3 de agosto). De soisunhomme à soisunefemmelibre, autopsie d’une indignation 
marocaine https://medium.com/afriques-connectees [Consultado el 08/12/2025].

162	 Afriques connectées (2018, 3 de agosto). Ibidem.

163	 Afriques connectées (2018, 3 de agosto). Ibidem.
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En varios países de la región SWANA, el control sobre la vida y los cuerpos de 
las mujeres se ha reforzado mediante la moralización de la vida pública, utilizando 
normas religiosas, sociales y legales como instrumentos de poder. Sama el-Mas-
ry, figura pública del espectáculo en Egipto, fue condenada en junio de 2020 a 
tres años de prisión por “indecencia pública” debido a vídeos en redes sociales 
considerados “sexualmente sugerentes”.164

Libia ejemplifica esta dinámica: el Gobierno de Unidad Nacional ha instituciona-
lizado la vigilancia del comportamiento femenino, imponiendo el uso del velo, re-
gulando la mezcla de sexos y supervisando la conducta en espacios públicos y 
redes sociales, consolidando un control autoritario bajo la apariencia de “protec-
ción de la moral pública”.

Caso 27: El velo y la instrumentalización de la "moral pública" (Libia)

Las autoridades libias han reforzado el control sobre mujeres y jóvenes mediante la mo-
ralización de la vida pública. El Gobierno de Unidad Nacional (GNU) anunció la creación 
de una “policía de la moral” para supervisar vestimenta, uso del velo, mezcla de sexos en 
espacios públicos y redes sociales (Amnistía Internacional 2025). 

Esta estrategia se apoyó en precedentes institucionales: en 2023 la Autoridad de Dotacio-
nes y Asuntos Islámicos emitió un decreto contra “ddesviaciones religiosas, intelectuales 
y morales”; en 2024 se crearon la Autoridad de Protección de la Moral Pública y un depar-
tamento específico en el Ministerio del Interior, formalizado mediante la Decisión N.º 422, 
con poderes para intervenir en cafés, teatros, hoteles y restaurantes y aplicar leyes sobre 
“delitos morales”.165  En julio de 2024, la Decisión N.º 14 del Consejo Presidencial estable-
ció la Autoridad de Protección de la Moral Pública, nombrando al Mayor General Mohamed 
Abu Hajar como responsable (Amnistía Internacional 2025).

La práctica de la "prueba de virginidad" sigue siendo un procedimiento informal 
pero extendido en algunos países como Egipto, que puede ser solicitado por au-
toridades policiales o médicas, constituyendo una violación de derechos humanos 
que refuerza el control patriarcal sobre la sexualidad femenina.  

164	 HRW Egypt (2021). Events of 2020. Human Rights Watch https://www.hrw.org [Consultado el 08/12/2025].

165	 CIHRI (2024, 21 de noviembre) Libya: New Morality Measures Will Impose Authoritarian Hegemony over Socie-
ty  https://cihrs.org [Consultado el 12/12/2025].
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CAPÍTULO 9.

Los derechos económicos y sociales 
(DESC) de las mujeres
en SWANA-med

1. Introducción: la economía como arquitectura de control

La participación laboral femenina en la región MENA apenas alcanza el 20.5%, 
una de las tasas más bajas del mundo (OCDE 2020). La división sexual del tra-
bajo constituye un pilar fundamental de la acumulación capitalista en la región 
(Khafagy & Abdel Khalik 2021). El capitalismo requiere una reserva de trabajo 
barato y precario —mayoritariamente femenino— mientras el patriarcado propor-
ciona la justificación ideológica para pagarlo menos. Ambos sistemas funcionan 
de manera integrada, y cuestionar seriamente los derechos económicos de las 
mujeres significa cuestionar la alianza entre élites nacionales y capital privado que 
sustenta el modelo de explotación (Jouili 2025).

La cuestión de los derechos económicos de las mujeres no es marginal sino pro-
fundamente central al funcionamiento del sistema. Y por eso mismo el activismo 
femenino centrado en cuestiones de justicia económica permanece silenciado, 
desfinanciado, y criminalizado. Organizaciones de trabajadoras migrantes como 
Esto es el Líbano, colectivos ecofeministas como Stop Polución y ACDD Gabès 
(Asociación de la Ciudadanía y el Desarrollo Sostenible), movimientos de mujeres 
rurales en Uled Sbita, Ahoti en Israel, organizaciones como PWWSD (Sociedad 
de Trabajo de Mujeres Palestinas para el Desarrollo) en Palestina, Helem en Lí-
bano, la Marcha Mundial de Mujeres en Marruecos, y redes como ATTAC Maroc 
(Asociación para gravar las Transacciones y apoyar la Ciudadanía-Marruecos) 
y CADTM Maroc (Comité para la Abolición de las Deudas Ilegítimas-Marruecos) 
que están conectando opresión de género con expolio territorial, sobreexplotación 
laboral o corrupción institucional con movilidad transfronteriza y la dimensión de 
género enfrentan una mayor represión que otros grupos y asociaciones. Nombrar 
específicamente los nombres propios de empresas mineras y sus propietarios, 
de funcionarios corruptos que se benefician de la apropiación de recursos, o de 
empleadores abusivos cuestionan el modelo económico concreto que produce la 
quiebra de la justicia social, la afrenta a la igualdad, y los beneficiarios específicos 
que lo sustentan.
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2. La arquitectura de la precariedad: confinamiento ocupacional y brechas 
salariales

Las mujeres que acceden al mercado laboral en los países del conjunto de la 
región SWANA se concentran en sectores altamente precarizados: agricultura, 
trabajo informal, servicio doméstico, textil… En Túnez, el 70% de los trabajadores 
agrícolas son mujeres; en Marruecos, alcanzan dos tercios de la fuerza laboral 
agrícola (OCDE 2020). Según el Índice Global de Brecha de Género 2023, la 
fuerza laboral femenina (mayores de 15 años) alcanza el 48.3% en Israel, 34% en 
Turquía, 30% en Túnez y Líbano, 25.9% en Argelia, 22% en Marruecos, 20% en 
Egipto, 17.4% en Jordania (Global Gender Gap Report 2023). Estas variaciones 
reflejan marcos legales diferenciados, presiones socioculturales específicas y po-
líticas estatales distintas sobre los cuerpos de las mujeres.

Cuando las mujeres logran acceder al empleo formal, enfrentan brechas salaria-
les sistémicas que funcionan como mecanismo de maximización de ganancias. 
En el Líbano, el 57% del empleo femenino es informal y no regulado por ley 
laboral, caracterizado por ausencia de seguridad, horarios abusivos y expulsión 
arbitraria. En Turquía, el 50% de trabajadoras ni siquiera están registradas en sis-
temas formales. El trabajo parcial femenino alcanza el 44,1% en Israel, 45,5% en 
Marruecos y 36,2% en Argelia (Global Gender Gap Report, 2023), indicador de 
su confinamiento a empleos precarios a tiempo parcial que no ofrecen protección 
ni estabilidad. En promedio regional, el 33% de mujeres está en empleo vulnera-
ble comparado con el 23% de hombres (OCDE 2020).

Lo más determinante es lo que permanece invisible: el trabajo doméstico y de cui-
dados no remunerado. En Egipto, las mujeres dedican el 22,36% de su tiempo a 
ello, comparado con apenas el 2,43% de los hombres. En Turquía, la proporción 
es de 19.15% versus 3,71%.

La situación de las mujeres se agrava en contextos específicos, como el de la 
ocupación en Palestina (Caso 27).

Caso 28: Trabajadoras palestinas en asentamientos ilegales israelíes 
(Palestina, Israel)
Tras los ataques del 7 de octubre de 2023 por Hamás, Israel revocó masivamente los per-
misos de trabajo de unos 200.000 palestinos procedentes de Cisjordania y Gaza, sin pagar 
los salarios debidos y las indemnizaciones preceptivas. Muchos de ellos se convirtieron 
en “extranjeros ilegales” y miles fueron detenidos sin las debidas garantías y derechos 
básicos.166 Esta brutalización del trabajador palestino tiene un impacto devastador en sus 

166	 Ver la denuncia presentada por una decena de sindicatos internacionales ante la Organización Internacional del 
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familias y comunidades, y sobre las mujeres que cargan con la subsistencia en medio de 
una catástrofe humanitaria. Antes de la revocación, estos trabajadores con permisos tem-
porales ya operaban en un limbo jurídico: no estaban plenamente protegidos por la legisla-
ción laboral israelí, su capacidad de reclamar derechos era mínima y su estatus dependía 
por completo del empleador, lo que generaba una relación de dependencia estructural.167 
Cuando este trabajo se desempeña en asentamientos ilegales bajo jurisdicción israelí de 
facto, quedan atrapados en un vacío legal que facilitaba su explotación. 

Ante la destrucción del empleo en los territorios ocupados tras décadas de políticas de 
estrangulamiento económico ligadas a la lógica de ocupación —incluyendo la destrucción 
deliberada de cualquier posibilidad de desarrollo industrial competitivo, la confiscación de 
tierras destinadas a la agricultura o el acceso severamente restringido al agua— un número 
creciente de mujeres palestinas se han visto forzadas a buscar ocupación en asentamien-
tos ilegales. Según el informe elaborado por Oxfam, actualmente son más de 6.500, una 
cifra en incremento constante, por las necesidades económicas y la continuación de la 
expansión de los asentamientos.168 La investigación de Oxfam la ha realizado en coordina-
ción con la asociación Mother’s School Society de Nablus que busca empoderar a madres 
palestinas de comunidades marginadas y rurales a través de la mejora de su formación.

Estas trabajadoras representan aproximadamente el 3,4% del total de mujeres palestinas 
empleadas, frente al menos del 0,7% registrado en 2018, y se concentran en los sectores 
más precarios: agricultura (65,5%) y manufactura (33,3%), especialmente en el procesa-
miento de alimentos.169 Cerca de la mitad (47,6% en agricultura y 19,6% en manufactura) 
había trabajado previamente para negocios palestinos, pero fue desplazada por el colapso 
económico inducido por la ocupación. 

Las condiciones laborales descritas en el informe presentan un escenario crítico. Estos 
empleos se caracterizan por salarios ínfimos, jornadas extenuantes, ausencia total de 
protección laboral —sin seguro de salud, pensiones o indemnizaciones— y una elevada 
exposición a pesticidas y condiciones insalubres. La investigación recoge testimonios de 
frecuentes episodios de abuso verbal, acoso sexual y violencia física. El entramado de 
puntos de control (checkpoints) —que pasó de 567 a 700 entre octubre de 2023 y febrero 
de 2024—, el Muro de Separación y las carreteras de uso restringido hacen que el traslado 
al trabajo sea peligroso, impredecible y extenuante.170

Trabajo (OIT): ITUC (2024, 27 de septiembre). Palestina: Los sindicatos mundiales presentan una reclamación 
ante la OIT para recuperar los salarios de más de 200.000 trabajadores palestinos en Israel. Confederación 
Sindical Internacional https://www.ituc-csi.org [Consultado el 12/12/2025].

167	 Oxfam (2025). Palestinian Women Working in Illegal Israeli Settlements: Dependencies, Exploitation and 
Opportunity Costs (Briefing Paper). Oxfam.  https://oi-files-d8-prod.s3.eu-west-2.amazonaws.com/s3fs-pu-
blic/2025-03/_WWS-%20Edited003.pdf

168	 Oxfam (2025) op cit.

169	 Oxfam (2025) op cit.

170	 Oxfam (2025) op cit.
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3. Luchas territoriales y extractivismo: cuando las mujeres defienden lo 
que tienen

Algunas de las resistencias femeninas más radicales han surgido precisamente 
donde la opresión económica se entrelaza con explotación territorial y extracti-
vismo. Desde las cadenas humanas con protagonismo de mujeres para evitar la 
tala masiva de los bosques de Çamlıhemşin en Rize (Turquía), a las protestas 
por la apropiación del agua de la localidad de Imider en el sureste marroquí por 
la mina de plata local operada por Sociedad Metalúrgica de Imider (SMI) (Bogaert 
2018, Bogaert & Kahlaoui 2024). En las localidades tunecinas de Gafsa y Gabès, 
a través de movilizaciones de raíz ecofeminista, las mujeres en la región han 
conectado la denuncia de la contaminación industrial con demandas de salud y 
supervivencia y exigencias económicas y políticas más amplias (Caso 28). 

Caso 29: Gafsa y Gabès: Mujeres contra el extractivismo contaminante (Túnez)
En la cuenca minera de Gafsa, Túnez, la Compañía de Fosfatos opera en una región 
abandonada por el Estado donde estudios sistemáticos muestran que las mujeres sufren 
desproporcionadamente impactos de contaminación industrial: abortos espontáneos, mal-
formaciones congénitas, problemas crónicos de salud. Nawwara Bedhief, presidenta de 
la asociación Sanad (Soutien et appui aux enfants de la digue), documentó que el 7% de 
niños en la cuenca minera de Mdhilla nacen con defectos congénitos debido a exposición 
de las madres al uranio presente en depósitos de fosfato (Natural Resource Governance 
Institute 2017, Keskes & Melki 2018). Estos últimos autores describen cómo Gafsa funciona 
como una “zona de sacrificio” para el potencial de las mujeres: a pesar de que el 47% de 
ellas posee un título universitario, su formación queda sistemáticamente desaprovechada 
(Keskes & Melki 2018). La mayoría de las mujeres empleadas en la Compañía de Fosfatos 
de Gafsa trabaja en puestos de limpieza, lo que perpetúa roles de género tradicionales y 
refleja la precariedad laboral incluso para mujeres con alta educación.

Durante el "Levantamiento de la Cuenca Minera" de 2008, las mujeres estuvieron al frente 
de las protestas, enfrentando la respuesta estatal represiva que priorizó explícitamente 
intereses extractivos sobre sus derechos y bienestar. La Coalición Tunecina para la Trans-
parencia en Energía y Minas (CTTEM), apoyada por el Instituto de Gobernanza de los 
Recursos Naturales (NRGI), trabaja para elevar demandas documentadas a nivel nacional, 
construyendo puentes entre luchas territoriales dispersas para crear poder político colecti-
vo.171 La ATFD ha apoyado su lucha.172

En otro punto de país, Gabès, la planta del Grupo Químico de Túnez contamina sistemáti-
camente aire, agua y playas, destruyendo la viabilidad económica de la pesca tradicional y 
causando enfermedades respiratorias crónicas y cáncer. Las protestas masivas contaron 
con una participación abrumadora de mujeres y familias que bajo el lema "¡Gabès quiere 

171	 Natural Resource Governance Institute (NRGI) documentó impactos de género en su informe de 2017. Tunisian 
Coalition for Transparency in Energy and Mines (CTTEM) coordina demandas a nivel nacional.

172	 Business News (2025, 12 de octubre). 25 organisations nationales dénoncent l'écocide à Gabès et affichent leur 
totale solidarité avec la population. BN. https://www.turess.com [Consultado el 06/01/2026].
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respirar!", articularon demandas ecológicas y de supervivencia.173 A pesar de éstas, los epi-
sodios de daños a la salud de la población se han seguido produciendo de forma reiterada, 
y la protesta ha escalado a la convocatoria por la UGTT de una huelga general el 21 de 
octubre de 2025, que fue contestada con represión generalizada: más de 150 detenidos/as, 
registros en casa, y juicios sin garantías.174

El colectivo Stop Polución ha liderado la coordinación de las movilizaciones, enfrentando 
represión policial intensificada en contexto de regresión autoritaria bajo la presidencia de 
Kais Saied.175 Sin embargo, esta represión no ha desmovilizado sino reconfigurado las lu-
chas, llevándolas hacia espacios comunitarios más autónomos. La Asociación de la ciuda-
danía y el desarrollo sostenible (ACDD) trabaja impulsando planes de acción climática que 
incluyen activamente a mujeres y jóvenes en toma de decisiones, reconociendo que aque-
llas más impactadas por la contaminación deben ser protagonistas de las soluciones.176

4. El feminismo histórico y los derechos económicos y sociales

La focalización de los movimientos feministas o de los movimientos de derechos 
humanos en general en los derechos civiles y políticos ha sido un fenómeno ge-
neralizado de las últimas décadas en todo el mundo. Y no es casual. Los movi-
mientos feministas de carácter histórico que han logrado negociar concesiones 
en materia de reconocimiento formal y reforma legislativa han omitido sistemáti-
camente de sus agendas temáticas cuestiones fundamentales como la redistribu-
ción, explotación económica, o la apropiación de recursos que inciden material-
mente en las condiciones de tantas y tantas mujeres. Esta priorización temática 
ha sido mediada significativamente por las organizaciones internacionales y los 
mecanismos de financiación internacional, que han operado como determinantes 
en la configuración de las agendas político-reivindicativas. 

También en la región, el feminismo consolidado tiende a priorizar demandas que 
encajan en marcos legales y de derechos reconocidos internacionalmente, mien-
tras que las luchas que cuestionan estructuras de poder más amplias suelen ser 
marginadas. Algunas asociaciones como la ATFD en Túnez han intentado man-
tener un mayor equilibrio. Un precedente de su creación fue la Comisión para el 
Estudio de la Condición de las Mujeres Trabajadoras UGTT en 1982. Su labor se 
ha ido centrando en el reconocimiento de derechos políticos y sexuales de las 

173	 AlJazeera (2025, 14 de octubre) Dozens hospitalised in Tunisia’s Gabes amid environmental crisis. AlJazeera 
https://www.aljazeera.com; France24 (2025, 19 de octubre) Túnez: decenas de manifestantes detenidos tras 
las protestas contra una planta química. F24 https://www.france24.com [Consultados el 06/01/2026].

174	 FIDH (2025, 30 de octubre). Túnez: la represión de las manifestaciones pacíficas de Gabes tiene que ce-
sar de inmediato. Federación Internacional por los Derechos Humanos. https://www.fidh.org [Consultado el 
06/01/2026].

175	 AlJazeera (2025, 14 de octubre). Op cit.

176	 ACDD Gabès (Citizenship and Sustainable Development Association) impulsa planes de acción climática con 
participación de mujeres y jóvenes. https://jamaity.org/association/association-de-citoyennete-et-developpe-
ment-durable-gabes [Consultado el 06/01/2026].
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mujeres (Fraser 2013), y el reconocimiento cultural (Draoui & Mahfoudh 2014), sin 
abandonar su apoyo, más que impulso, a demandas económicas.  

Un asunto ayuda a ilustrar los diferentes énfasis de las asociaciones feministas 
frente a cuestiones relativas a la justicia económica. Se trata de las protestas por 
apropiación de la tierra en Marruecos (Caso 29). 

Caso 30: Feminismo institucional y desigualdad en las luchas rurales:
las “otras sulaliyates” (Marruecos)
El movimiento de las Sulaliyates en Marruecos ilustra cómo el feminismo institucional se-
lecciona qué demandas son “viables” para la negociación y cuáles son reprimidas, según 
ha estudiado Ramírez (2020). Las Sulaliyates originales, mujeres de tribus con propiedad 
colectiva de tierras comunales, cuestionaron la exclusión de mujeres en decisiones sobre 
recursos, basada en costumbres tradicionales. Según éstas, solo los jefes de familia varo-
nes ejercían derechos de uso sobre las tierras colectivas, lo que excluía sistemáticamente 
a las mujeres. Esta exclusión se mantuvo reforzada por las estructuras patriarcales locales 
y la tutela del Ministerio del Interior, que supervisaba las asambleas de delegados tribales 
(nuwab). A partir de la Circular ministerial de 2007, que permitía justificar la exclusión de las 
mujeres, emergió una movilización nacional.

Su lucha recibió un fuerte apoyo internacional: ONU Mujeres –su directora, Michele Bache-
let, visitó Marruecos en 2012– documentó el caso ante la Comisión de la condición jurídica 
de la mujer, mientras que la Asociación democrática de mujeres de Marruecos (ADFM) 
articuló sus demandas en términos de derechos de género. Todo ello permitió avanzar en 
reformas legales entre 2009 y 2012, a lo que se unieron los Diálogos nacionales de alto 
nivel (2014-2015) bajo patrocinio real, que recomendaron la igualdad de derechos sobre las 
tierras, y finalmente la Ley Nº 62.17 de 2019 cambió las condiciones de propiedad.

En contraste, las mujeres de Uled Sbita enfrentaron una expulsión de sus tierras de la pe-
riferia de Salé por especulación inmobiliaria impulsada por el Estado y grandes empresas 
multinacionales. Su lucha se enmarcaba a diferencia del caso anterior en una reivindica-
ción por el derecho a permanecer en sus tierras frente al capitalismo extractivo (Ramírez 
2020). En 2007, miembros de la comunidad amparados en las estructuras patriarcales 
habían vendido tierras colectivas a la empresa inmobiliaria Addoha. Funcionarios estatales 
obtuvieron algunas de las parcelas, la empresa conseguía un buen lote a un precio irriso-
rio, mientras que las mujeres quedaban excluidas y expuestas a condiciones de extrema 
pobreza. Únicamente una parte de las familias fueron reconocidas como legítimas (226 de 
400) para cobrar indemnizaciones.

A partir de 2014, las mujeres sulaliyates de Uled Sbita comenzaron protestas sistemáticas, 
que fueron contestadas con represión estatal. En septiembre de 2018, la activista sulaliyate 
Fadila Akiui falleció durante una protesta en Jenifra. A diferencia de las sulaliyates origi-
nales, estas activistas no recibieron apoyo institucional ni internacional. Frente a esta con-
vergencia de actores estatales y capitalistas, surgió una coalición transnacional feminista y 
de izquierdas, integrada por ATTAC Marruecos y CADTM Marruecos –asociaciones ellas 
mismas sometidas a condiciones de vigilancia y represión– abordaron la cuestión dentro 
de una crítica al neoliberalismo; la Marcha mundial de mujeres conectó esta lucha local con 
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redes internacionales no centrales.

El recorrido diferenciado de ambas luchas evidencia que las demandas que cuestionan 
la discriminación de género y proponen cambios jurídicos en un marco más despolitizado 
reciben financiamiento, legitimidad y espacios de negociación, mientras que aquellas que 
vinculan opresión de género con expropiación territorial y alianzas Estado-capital son mar-
ginadas e incluso criminalizadas (Ramírez 2020). Así, el feminismo institucional reproduce 
la lógica del poder económico y estatal, resolviendo problemas de mujeres rurales sin cues-
tionar las estructuras que las empobrecen (Ramírez 2020).

Se presenta a continuación la casuística de los microcréditos también en Marruecos, que 
muestra cadenas de solidaridad y activismo (Caso 30). Estos instrumentos financieros, 
promovidos bajo el discurso de la inclusión financiera, en realidad pueden llegar a operar 
con tasas usurarias (hasta el 25%) y generan sobreendeudamiento. Este sistema se nutre 
de un círculo perverso: las políticas de austeridad desmantelan servicios públicos, y los 
microcréditos financian su acceso privatizado, beneficiando así tanto a las empresas que 
los controlan como a las entidades financieras que los otorgan.177

Caso 31: Microcréditos y las mujeres del Suroriental marroquí (Marruecos)
Organizaciones como ATTAC-Marruecos y la Marcha Mundial de las Mujeres (MMM) en 
Marruecos, en alianza con el Comité para la Abolición de las Deudas Ilegítimas (CADTM), 
denuncian la "financiación de la pobreza" y cómo el Estado y los organismos internaciona-
les (BM, FMI) descargan la responsabilidad de la superación de la pobreza en el individuo, 
y específicamente en las mujeres, a través de la deuda. Se genera de esta forma un ciclo 
de endeudamiento crónico. 

A inicios de 2011, en la región suroriental de Marruecos, específicamente en Uarzazate y 
Zagora y el valle del Daraâ, un grupo de mujeres afectadas por el sistema de microcrédito 
inició un movimiento de resistencia contra las entidades prestamistas Al Amana e Inmaa, 
debido a presiones, confiscaciones de bienes y procesos judiciales. El movimiento estaba 
organizado bajo la Asociación de Protección Popular por el Desarrollo Social, que desde 
2011 reunió a unas 4500 personas, en su mayoría mujeres, luchando contra las prácticas 
abusivas de las entidades de microcrédito y denunciando el impacto negativo del sistema 
sobre la pobreza, especialmente para las mujeres y sus familias.178 Las acciones del mo-
vimiento incluyeron concentraciones frente a las oficinas de microcrédito, manifestaciones 
periódicas, talleres de formación y encuentros informativos, y culminaron en la decisión 
colectiva de boicotear nuevos préstamos.179

Como respuesta, la autoridad y las entidades mencionadas llevaron ante los tribunales a 
las coordinadoras del movimiento: Amina Morad y Benasser Ismaïni.180 El 11 de febrero de 

177	 Ben Naser, T.  (2016 13 de junio). Lutte contre la pauvreté : les risques du microcrédit. Nawaat.  https://nawaat.
org [Consultado el 06/01/2026].

178	 ATTAC Maroc/ CADTM. (2014, 11 de febrero). Le micro-crédit ou le business de la pauvreté. Soutenons les 
femmes de Ouarzazate en lutte contre les institutions de la microfinance https://attacmaroc.org [Consultado el 
06/01/2026].

179	 Ajbara, L. (2021, 15 de enero). Las mujeres en primera línea de las manifestaciones populares. Viento Sur. 
https://vientosur.info [Consultado el 09/01/2026].

180	 Attac/CADTM Maroc. (2014, 11 de febrero). Solidarité avec les victimes des microcrédits de Ouarzazate. https://



PAPERS DE LA FUNDACIÓ / 180

139

2014, el Tribunal de Apelación de Uarzazate dictó un fallo condenatorio: un año de prisión 
firme y 30 000 dh de multa, además de 10 000 dh como indemnización a la asociación In-
maa. Las entidades de microcrédito condonaron las deudas pendientes, con el objetivo de 
evitar que la crítica a su modelo se extendiera a otras zonas del país.

5. Sindicalismo: entre institucionalización y abandono de clase

5.1. Mujeres, declive sindical y restricción de derechos laborales en la región 
SWANA

El movimiento sindical regional ha experimentado una transformación acorde con 
la tendencia a nivel mundial de pérdida de capacidad de influencia desde los 
años ochenta, caracterizada no solo por la reducción de afiliados sino también por 
un desplazamiento hacia reivindicaciones de carácter más específico y sectorial 
—salarios, jornada laboral, condiciones de trabajo— en detrimento de cuestiona-
mientos sobre las estructuras de acumulación económica (Fita Ortega & Goerlich 
Gisbert 2017). 

En el conjunto de la región SWANA, en contexto autoritario, la situación de los 
derechos de las personas trabajadoras es particularmente alarmante, con efectos 
específicos sobre las mujeres, que enfrentan discriminación estructural y repre-
sión por su participación en movimientos sindicales. Según el ITUC Global Rights 
Index 2024,181 la región sigue siendo la peor del mundo para los derechos labo-
rales, con una puntuación media de 4,74 sobre 5+, frente a 4,53 en 2023 y 4,25 
en 2014, reflejando un deterioro sostenido y significativo.182 Según el informe, el 
100% de los países de la región excluyeron a trabajadores del derecho a fundar 
o afiliarse a un sindicato, violaron la negociación colectiva e impidieron el registro 
de sindicatos. Además, el 95% violó el derecho a huelga.

Varios países presentan niveles extremos de violación de los derechos laborales. 

Libia, Palestina y Siria reciben una calificación de 5+, indicando que no existe 
garantía alguna de derechos debido al colapso del estado de derecho. Argelia, 
Egipto, Jordania, Túnez y Turquía obtienen una calificación de 5, lo que refle-
ja también la ausencia de garantías efectivas de derechos sindicales. Israel y 

www.attacmaroc.org [Consultado el 09/01/2026]

181	 El ITUC Global Rights Index 2024 clasifica a los países según el respeto a los derechos sindicales, asignando 
un puntaje basado en 97 indicadores derivados de los convenios de la OIT y la práctica de los Estados. Cada 
violación detectada, como impedir formar sindicatos independientes o criminalizar huelgas, suma un punto, y la 
acumulación determina la calificación final de 1 (cumplimiento casi total) a 5+ (represión extrema). Véase: ITUC 
(2024, 12 de junio). ITUC Global Rights Index 2024. The world’s worst countries for workers. Confederación 
Sindical Internacional (ITUC) https://www.ituc-csi.org/ituc-global-rights-index-2024-en?lang=en. [Consultado el 
09/01/2026].

182	 ITUC (2024). Op cit.
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Líbano se encuentran en el nivel 4, con violaciones sistemáticas de derechos, 
mientras que Marruecos presenta violaciones regulares, situándose en el nivel 3. 
Cabe destacar que Israel ha experimentado un deterioro significativo, pasando de 
una calificación de 2 en 2023 a 4 en 2024, evidenciando un empeoramiento de las 
condiciones laborales y sindicales en el país (ITUC 2024).

Aunque algunos sindicatos lograron incorporar cuotas de género mediante pre-
sión internacional, estas concesiones formales coexisten con abandono delibera-
do de demandas económicas redistributivas. Las mujeres representan entre 30-
40% de la afiliación sindical en países SWANA-Med, pero ocupan menos del 15% 
de puestos de decisión en la mayoría de las federaciones sindicales.183 Éste no 
es un asunto aislado de género, ya que la libertad de asociación, la negociación 
colectiva y la protección frente a represalias son fundamentales para garantizar la 
igualdad, la seguridad y la dignidad en el trabajo. Sin sindicatos independientes y 
con leyes que criminalizan la acción sindical, las mujeres pierden no solo su voz 
en la negociación de condiciones laborales, sino también la posibilidad de partici-
par plenamente en la vida económica y social de sus países.

183	 OIT (2015, 24 marzo) La mujer en la gestión empresarial: Cobrando impulso. Organización Internacional del 
Trabajo https://www.ilo.org [Consultado el 09/01/2026].
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Caso 32: La Unión General Tunecina de Trabajo: Avances formales sin 
transformación de poder (Túnez)
La Unión General Tunecina del Trabajo jugó papel fundamental en la Revolución de los 
Jazmines de 2010-2011, siendo reconocida posteriormente con el Premio Nobel de la Paz 
en 2015 como parte del Cuarteto de diálogo nacional. Este papel central en transición de-
mocrática le otorgó legitimidad política para plantear agendas transformadoras, incluyendo 
demandas de género. Sin embargo, aunque casi el 40% de sus miembros son mujeres, 
permanecen muy subrepresentadas en órganos de decisión (OIT 2017).

Durante 64 años de su historia institucional, la UGTT no eligió ni una sola mujer en su 
Comité Ejecutivo hasta 2017 (OCDE/OIT/CAWTAR 2020). En ese mismo año se implantó 
una cuota de dos mujeres en cada órgano de decisión, implementada tras presiones de 
la Organización Internacional del Trabajo que apoyó activamente una gira nacional para 
promover adhesión de mujeres a la organización, resultando en 13.000 nuevas socias. 
Este es un ejemplo de cómo presión internacional combinada con organizaciones locales 
puede producir cambios formales, aunque estos requieren vigilancia constante para imple-
mentarse efectivamente.

En contraste, la Unión Tunecina de la Industria, el Comercio y la Artesanía (UTICA), con 
aproximadamente el mismo 40% de mujeres miembros, rechazó consistentemente aceptar 
cuota femenina en cargos de liderazgo (OCDE/OIT/CAWTAR 2020). Aunque su presidenta 
es mujer, la representación femenina en órganos de decisión no supera el 10%. UTICA 
creó estructuras paralelas —una Cámara Nacional de Mujeres Empresarias (CNFCE) y 
una Academia de mujeres empresarias— pero estas funcionan como estrategia de con-
tención: permitiendo a la organización afirmar públicamente que "considera" a las mujeres 
mientras mantiene las estructuras de poder principales intactas, una táctica característica 
del patriarcado institucional.

El Sindicato Agrícola (UTAP) de Túnez apenas incluye mujeres y es dominado por agricul-
tores ricos y propietarios de tierra (mayoritariamente hombres). Las mujeres rurales tuneci-
nas siguen siendo las más subrepresentadas en estructuras de poder agrícola, a pesar de 
constituir la mayoría de quienes trabajan en la agricultura en la región.

5.2. Del descrédito a la criminalización: represión contra mujeres sindicalistas

La represión estatal y la restricción legal de derechos sindicales operan de mane-
ra coordinada para desmantelar estructuras de negociación colectiva, afectando 
desproporcionadamente a las mujeres trabajadoras. Estas dinámicas revelan la 
convergencia entre autoritarismo político, debilitamiento de la organización sin-
dical y profundización de desigualdades de género en contextos donde el movi-
miento laboral pierde capacidad de incidencia. 

Los mecanismos represivos son diversos.184 La represión reputacional actúa me-
diante campañas coordinadas de descrédito en plataformas digitales. La UGTT 

184	 Para los ejemplos de este apartado véase: ITUC (2024, 12 de junio). ITUC Global Rights Index 2024. The 
world’s worst countries for workers. Confederación Sindical Internacional (ITUC) https://www.ituc-csi.org/ituc-
global-rights-index-2024-en?lang=en [Consultado el 09/01/2026].



PAPERS DE LA FUNDACIÓ / 180

142

ha denunciado campañas en redes sociales destinadas a desacreditar a los sindi-
calistas y, en particular, a las mujeres líderes sindicales, exacerbando la vulnera-
bilidad de las trabajadoras. La criminalización legal se muestra en Túnez, donde 
el Decreto Ley 54 penaliza la mera expresión de disenso con hasta cinco años 
de prisión, una herramienta que puede usarse contra sindicalistas que protestan 
por condiciones laborales; o en Argelia, donde un decreto de octubre de 2023 
restringe el derecho a huelga en sectores tan amplios como educación, justicia 
y transporte, que no cumplen con la estricta definición de "servicios esenciales" 
de la OIT.185 El caso de la Unión de Trabajadores de Salud y Servicios Sociales 
(SES) de Turquía muestra como la persecución puede llegar a ser penal. Sus ac-
tividades sindicales llevaron a sus líderes juicio en mayo de 2021. Selma Atabey 
y Gönül Erden, copresidentas actual y anterior, fueron arrestadas en la oficina del 
sindicato y acusadas de "terrorismo". Aunque liberadas tras una intensa campaña 
de solidaridad nacional e internacional, el mensaje es claro: las mujeres que lide-
ran la defensa de los derechos laborales (especialmente en sectores feminizados 
como la salud) son blanco específico de la represión estatal, utilizando leyes anti-
terroristas para silenciar la disidencia legítima. 

Por último, la disolución y prohibición de sindicatos afecta de manera directa a las 
mujeres, que pierden espacios de representación y negociación colectiva esen-
ciales para exigir igualdad salarial, condiciones de trabajo dignas y protección 
frente a la violencia laboral. En Egipto, desde la disolución de todos los sindicatos 
independientes en 2018, el número de sindicatos de este tipo se redujo de 1.500 
a aproximadamente 150. 

6. Mujeres en los márgenes: migración, trabajo doméstico y servidumbre

Las mujeres migrantes y las trabajadoras domésticas —frecuentemente las mis-
mas personas— comparten una posición estructural de marginalidad múltiple: 
trabajan en espacios privados donde el control estatal es mínimo, carecen de 
representación sindical efectiva, y han sido históricamente excluidas de las legis-
laciones laborales. Ya sean migrantes bajo el sistema kafala en el Golfo y Líbano, 
niñas explotadas como «petites bonnes» en Marruecos, o mujeres en tránsito 
hacia Europa atravesando rutas controladas por redes de tráfico, estas mujeres 
enfrentan formas de explotación que operan en la intersección del género, la clase 
y el estatus migratorio.

185	 ITUC (2024). Ibidem.
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6.1. Trabajo doméstico: entre la invisibilidad legal y la servidumbre moderna en 
SWANA-Med

El trabajo doméstico femenino es el sector más opaco y precarizado de la eco-
nomía mediterránea. La conculcación de los derechos de estas mujeres ocurre 
en espacios privados donde empleadores tienen autoridad casi total sobre sus 
cuerpos y tiempos. Aunque existen algunas leyes que regulan de forma insufi-
ciente este sector, no existe una inspección laboral, se dificulta la sindicalización, 
y su aislamiento dificulta su capacidad de denuncia. Las mujeres que emigran a 
los países del Mediterráneo sur y este en busca de trabajo enfrentan opresiones 
simultáneas derivadas de su género, clase y condición migrante. Procedentes 
principalmente de países asiáticos como Filipinas, Sri Lanka o Bangladesh, y afri-
canos como Etiopía, Sudán o Níger, muchas carecen de documentación, dere-
chos efectivos y voz política. Estas mujeres sostienen la reproducción de la vida 
en hogares de élites urbanas, el trabajo intensivo en la agricultura de exportación 
o el comercio sexual.

En la región SWANA-Med, ningún país ha ratificado el Convenio 189 de la OIT 
sobre trabajo decente para las trabajadoras domésticas, lo que refleja la per-
sistente invisibilidad jurídica del sector. Sin embargo, como muestran los casos 
analizados, la movilización organizada —tanto de las propias trabajadoras como 
de coaliciones amplias de la sociedad civil— logra en ocasiones visibilizar su si-
tuación y conseguir mejoras frágiles por la brecha entre legislación y aplicación 
efectiva. Estos avances están constantemente amenazados por la explotación de 
élites urbanas que dependen de mano de obra barata para sostener su estilo de 
vida, y estructuras patriarcales que naturalizan el trabajo reproductivo como una 
extensión gratuita o infravalorada de los roles femeninos.

Los dos casos siguientes (Casos 33 y 34) ilustran cómo esta explotación adopta 
formas diferenciadas según el estatus migratorio de las trabajadoras, pero com-
parte mecanismos estructurales similares. El sistema de regulación de las traba-
jadoras migrantes del servicio doméstico en el Líbano, un caso parecido al de 
Jordania, ejemplifica cómo los estados crean marcos legales que permiten la 
explotación sistemática de las trabajadoras bajo la apariencia de regulación, y 
cómo las respuestas radicales de las trabajadoras organizadas han demostrado 
ser más efectivas que el recurso a canales legales formales. 

Caso 33: Género, migración y estrategias de resistencia frente a la kafala 
(Líbano)
En el Líbano, la participación laboral femenina es extremadamente baja, apenas el 29% 
frente al 76% de los hombres, reflejando barreras estructurales profundas y persistentes 
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(Parnas 2023). Esta exclusión económica se refleja también en rankings internacionales: 
el país ocupaba el puesto 145 de 153 en el Índice Global de Brecha de Género 2020. Ante 
la limitada participación femenina nacional en el mercado laboral, el Estado ha dependido 
de trabajadoras domésticas migrantes, principalmente de Filipinas, Etiopía, Sri Lanka, Ban-
gladesh e India, que en 2019 sumaban entre 200.000 y 300.000 personas bajo el sistema 
Kafala, representando el 99% de este sector (Parnas 2023).

El sistema Kafala vincula el estatus legal de las trabajadoras a empleadores específicos, 
otorgando a estos últimos el control absoluto sobre sus empleadas, incluyendo documen-
tos, movilidad y derechos laborales básicos (Dermitzaki & Riewendt 2020). Las trabaja-
doras no pueden cambiar de empleador sin permiso ni acceder a seguridad social, lo que 
configura una forma de “servidumbre contractual moderna” y un control biopolítico extremo 
sobre sus cuerpos y vidas (Dermitzaki & Riewendt 2020).

El levantamiento popular de octubre de 2019, en el que las mujeres lideraron las protestas, 
mostró el potencial político femenino, pero las demandas específicas de las trabajadoras 
domésticas migrantes quedaron ausentes en las negociaciones posteriores, evidenciando 
la invisibilidad política de este grupo cuando no existen organizaciones que las representen 
(Parnas 2023). Los derechos económicos de las trabajadoras en todos los sectores desa-
parecieron rápidamente de la agenda política.

Frente al Kafala surgieron estrategias organizativas divergentes: KAFA (Enough Violence 
and Exploitation) buscó transformar el entorno jurídico mediante asistencia legal a traba-
jadoras, la elaboración de estudios sobre explotación laboral y campañas para cambiar el 
marco legal, poniendo énfasis en la responsabilidad del Estado (Parnas 2023). En cambio, 
This is Lebanon (TIL, Esto es Líbano), fundada en 2017 por exempleadas migrantes, em-
pleó tácticas de visibilización y poder directo, denunciando públicamente abusos y creando 
redes transnacionales de apoyo. Casos como el de Halima, trabajadora etíope retenida 
durante diez años, muestran que su liberación se logró por presión directa de TIL, no por 
procesos legales, subrayando que, en contextos de ausencia de protección estatal, la ac-
ción directa organizada y colectiva puede resultar más efectiva que la intermediación legal 
(Parnas 2023).

Solo la movilización política organizada colectiva con complicidades más amplias 
puede proveer de algunas mejoras, pero con grandes dificultades, tal y como 
puede comprobarse en el siguiente caso (Caso 35).

Caso 35: Las trabajadoras domésticas menores en situación de servidumbre 
moderna. Las ‘petites bonnes’ (Marruecos)
Durante décadas, Marruecos mantuvo una prohibición formal del trabajo infantil en su Códi-
go Laboral, pero dicha prohibición excluía explícitamente el trabajo doméstico, creando un 
vacío jurídico que dejó a miles de niñas completamente desprotegidas. Esta omisión legal 
permitió la consolidación de un sistema de explotación estructural de menores, conocidas 
como “petites bonnes”, empleadas en hogares privados de familias acomodadas normal-
mente urbanas desde edades muy tempranas a partir de 7 u 8 años.186

186	 Perucca, B. (2010, 11 de mayo) Au Maroc, les "petites bonnes" se comptent par dizaines de milliers Le Monde 
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A comienzos de los años 2000, diversas investigaciones estimaban que entre 60.000 y 
80.000 niñas menores de 15 años trabajaban como empleadas domésticas, con cifras par-
ticularmente alarmantes en zonas urbanas: solo en Casablanca se contabilizaban alrede-
dor de 14.000 menores en 2001.187 Estas niñas en régimen de servidumbre son forzadas 
a trabajar hasta 12 horas diarias, sin contratos, sin descanso semanal, con alimentación 
insuficiente y en condiciones de alta exposición a abusos verbales, físicos y sexuales (Hu-
man Rights Watch 2012, 2018; Oxfam 2023). Insaf informa que más del 45% de las madres 
solteras atendidas por la asociación fueron anteriormente petites bonnes, lo que pone de 
manifiesto la relación directa entre trabajo doméstico infantil, vulnerabilidad social y exclu-
sión estructural.188 

Frente a esta situación, se fue articulando progresivamente una movilización sostenida de 
la sociedad civil, impulsada tanto desde dentro del país como desde el ámbito internacio-
nal. Organizaciones marroquíes de derechos humanos y de trabajadoras, junto con actores 
internacionales como Human Rights Watch, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
y Mobilising for Rights Associates (MRA), presionaron para visibilizar el carácter estructural 
de esta forma de servidumbre moderna.

Este proceso culminó en 2009 con la creación del Colectivo para la Erradicación del Tra-
bajo de las Petites Bonnes,189 que llegó a agrupar a 50 asociaciones locales y regionales 
(Houdaïfa 2020). El secretariado fue asumido por Insaf (Instituto Nacional de Solidaridad 
con Mujeres en Situación de Desamparo) desde Casablanca, mientras que el comité direc-
tivo integró organizaciones clave como Amnistía Internacional – Marruecos (Rabat), la Aso-
ciación BAYTI (Casablanca), la Asociación Marroquí de Derechos Humanos – AMDH (Ra-
bat), la Fundación Oriente Occidente (Rabat), el Foro de Alternativas Marruecos – FMAS 
(Rabat) y la Organización Marroquí de Derechos Humanos – OMDH (Rabat).190

El trabajo de esta coalición cristalizó en 2016 con la publicación del informe Pour un Maroc 
sans “petites bonnes”, documento clave que sentó las bases para la reforma legislativa.191 
Ese mismo año, el Parlamento marroquí aprobó la Ley 19-12 sobre el Trabajo Doméstico, 
que entró en vigor en octubre de 2018. La norma introdujo avances sustantivos: estableció 
una edad mínima de 18 años (con un periodo transitorio que permitía el empleo desde los 
16), un límite de 48 horas semanales, un salario mínimo equivalente al 60% del SMIG del 
sector industrial, así como descanso semanal obligatorio y permisos reglamentados.

No obstante, la ley nació con deficiencias estructurales importantes. En particular, no con-
templó mecanismos claros de rescate, reparación o reintegración para las miles de niñas 
que ya habían sido explotadas bajo el sistema previo, una realidad ampliamente documen-
tada por autoras como Guessous (2004). A ello se sumó una aplicación deficiente, marcada 
por la falta de recursos estatales y la ausencia de inspección laboral efectiva en el ámbito 
doméstico.

www.lemonde.fr [Consultado el 09/01/2026].

187	 Véase Insaf https://insaf.ma [Consultado el 09/01/2026].

188	 Ibidem.

189	 Colectivo para la Erradicación (2016, 6 septiembre) Pour un Maroc sans 'petites bonnes'" https://www.e-jous-
sour.net [Consultado el 09/01/2026].

190	 TelQuel (2023, 21 de mayo) Droits. Travail des enfants : au Maroc, le calvaire des “petites bonnes” https://
telquel.ma [Consultado el 09/01/2026].

191	 Colectivo para la Erradicación (2016). Op cit.



PAPERS DE LA FUNDACIÓ / 180

146

En 2019, un decreto adicional obligó a los empleadores a registrar a las trabajadoras do-
mésticas en la seguridad social (CNSS), pero su implementación ha sido limitada, frag-
mentaria y escasamente supervisada. Años después de la entrada en vigor de la Ley, el 
incumplimiento generalizado de sus disposiciones sigue siendo la norma, evidenciando 
que la promulgación de marcos legales no garantiza por sí sola cambios reales sin presión 
política sostenida y control institucional efectivo (Oxfam 2023).

De hecho, organizaciones como Insaf continuaban documentando en 2023 numerosos ca-
sos de explotación infantil no judicializados, lo que revela la persistente brecha entre la 
legislación y su aplicación práctica. Marruecos no ha ratificado el Convenio 189 de la OIT 
sobre trabajo decente para trabajadores domésticos, aunque su Código Penal (art. 448-1) 
tipifica y sanciona la trata de personas.

6.2. Mujeres migrantes en tránsito: violencia, tráfico y complicidad europea

Las mujeres migrantes que desean llegar a Europa atravesando los países SWA-
NA-Med enfrentan violencias específicas relacionadas con su género en cada 
frontera que cruzan. Estas violencias son consecuencia de sistemas legales que 
criminalizan la movilidad, de espacios de tránsito sin protección estatal donde las 
mujeres pueden caer en redes mafiosas o ser confinadas en centros de detención 
sin las mínimas garantías.

La crisis siria de 2015 marcó un punto de inflexión en la migración mediterránea: 
más de un millón de personas cruzaron el Mediterráneo ese año huyendo del con-
flicto armado. La respuesta de los gobiernos europeos fue intentar contener ese 
flujo fortaleciendo las barreras y controles fronterizos, financiando guardacostas 
en países de tránsito, y firmando acuerdos con países clave en SWANA-Med. En 
2016, la UE desembolsó 3.000 millones de euros iniciales en el Mecanismo para 
los Refugiados en Turquía,192 para compensar a este país por los más de 4 millo-
nes de refugiados sirios en su territorio, al actuar como guardián de esa parte de 
la frontera con la UE. Turquía acusó posteriormente a la UE de no cumplir con la 
liberalización de visados para sus nacionales, ni con la transferencia de los fondos 
prometidos (CIDOB 2020). Por su parte, las autoridades turcas incumplieron el 
principio de no devolución al expulsar diariamente hacia Siria a grupos de nacio-
nales de este país a pesar del peligro que enfrentaban sus vidas.193

Más allá del caso sirio, la violación de derechos que sufren las mujeres que se 
desplazan huyendo de la violencia o buscando mejores perspectivas económicas 

192	 Unión Europea. Consejo Europeo (2016, 18 de marzo). Declaración UE-Turquía, 18 de marzo de 2016 [Comu-
nicado de prensa]. https://www.consilium.europa.eu [Consultado el 09/01/2026].

193	 Amnistía Internacional (2016, 1 de abril). Turquía: Las devoluciones ilegales y en masa de personas refugiadas 
sirias ponen de manifiesto los fatídicos defectos del acuerdo entre la UE y Turquía. AI. https://www.amnesty.
org [Consultado el 09/01/2026].
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es el resultado de la confluencia de complicidades múltiples desde las políticas 
europeas de contención, los intereses de los gobiernos en los países de tránsito, 
a los grupos criminales que se aprovechan de su vulnerabilidad.

Algunas asociaciones como Amal Chabab Takadoum, que trabaja con mujeres 
migrantes en Rabat y Tánger (Marruecos), o la Alianza por la Solidaridad-Ac-
tionAid que ha creado espacios seguros para mujeres desplazadas en Zarqa y 
Mafraq (Jordania) son algunos ejemplos de iniciativas locales comprometidas.

Las políticas migratorias europeas y libias convergen en consecuencias devasta-
doras para las mujeres migrantes que transitan por Libia en ruta hacia Europa. Tal 
y como se explica en el siguiente caso. 

Caso 34: Mujeres migrantes en tránsito: tráfico, violencia sexual sistemática y 
complicidad europea (Libia)
Las mujeres migrantes que transitan por Libia en dirección a Europa enfrentan una de las 
peores situaciones de violación de derechos humanos documentadas en la región, donde 
se entrecruzan la fragmentación estatal, el colapso institucional, y las redes de tráfico de 
personas, con la aquiescencia silenciosa de la UE. Libia constituye una zona de tránsito 
privilegiada para decenas de miles de migrantes subsaharianos que huyen cada año de la 
pobreza, conflictos armados y persecución política. 

Esta sobradamente documentado que las mujeres migrantes enfrentan agresiones sexua-
les recurrentes en las rutas hacia la costa libia.194 Amnistía Internacional ha documentado 
cómo muchas mujeres se aprovisionan de anticonceptivos antes de emprender el viaje, 
anticipando la posibilidad de sufrir violaciones en el trayecto.195 

Uno de los destinos más previsibles es su detención en algunos de los centros destinados 
a este fin, tanto en instalaciones oficiales operadas por el departamento de Lucha contra 
la Migración Irregular (DCIM) como en centros clandestinos operados por grupos arma-
dos. En estos centros no se encuentran más a salvo, ya que pueden sufrir violaciones, 
extorsión, torturas, además de la privación de las condiciones de vida básicas. La Oficina 
del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos documentó casos 
donde guardias de centros oficiales ofrecían a mujeres detenidas la posibilidad de salir 
de su confinamiento a cambio de favores sexuales, y cuando se negaban eran golpeadas 
brutalmente.196 La ausencia de guardias mujeres exacerba el riesgo de abuso.197 En centros 
como Abu Salim y Ain Zara en Trípoli, Médicos Sin Fronteras documentó 71 incidentes 

194	 OHCHR / UNSMIL (2017). Detained and dehumanised: Abuses against migrants in Libya. Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos / Misión de Apoyo de las Naciones Unidas 
en Libia https://www.ohchr.org; y AI (2020). Between life and death: Refugees and migrants trapped in Libya. 
Amnistía Internacional. https://www.amnesty.org [Consultado el 09/01/2026],

195	 AI (2021). Libya’s dark web of collusion: Abuses against Europe-bound refugees and migrants Amnistía Inter-
nacional. https://www.amnesty.org [Consultado el 09/01/2026].

196	 AI (2021). Libya’s dark web of collusion: Abuses against Europe-bound refugees and migrants Amnistía Inter-
nacional. https://www.amnesty.org [Consultado el 09/01/2026].

197	 OHCHR / UNSMIL (2018). Migrants and refugees crossing Libya subjected to “unimaginable horrors”. Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos / Misión de Apoyo de las Naciones 
Unidas en Libia. https://www.ohchr.org [Consultado el 09/01/2026].
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violentos en solo siete meses de 2023, y constató que miles de mujeres permanecen confi-
nadas arbitrariamente sin acceso a abogados, servicios consulares o el proceso debido.198 

La complicidad de la Unión Europea en esta crisis de derechos humanos opera a través del 
financiamiento y entrenamiento de la Guardia Costera libia (Amnistía Internacional 2021), 
que investigaciones confirman que opera "en estrecha coordinación" con redes de tráfico 
de personas (UNSMIL-OHCHR 2023). Amnistía Internacional denunció que esta coope-
ración constituye "un fracaso moral y equivale a complicidad en terribles violaciones de 
derechos humanos" (Amnistía Internacional 2025), mientras que Médicos Sin Fronteras 
afirmó que "la espantosa situación que hemos presenciado es una reverberación directa 
de las nefastas políticas migratorias europeas destinadas a impedir a toda costa que las 
personas salgan de Libia y a devolverlas por la fuerza a un país que no es seguro para 
ellas".199 La Misión de Apoyo de las Naciones Unidas en Libia concluyó que la UE "ayudó e 
instigó" crímenes de lesa humanidad, incluyendo esclavitud y esclavitud sexual, mediante 
el envío de apoyo a fuerzas libias para contener migrantes y evitar que lleguen a Europa 
(UNSMIL-OHCHR 2023).

Las organizaciones feministas, derechos humanos y humanitarias coinciden en que la so-
lución pasa por aumentar drásticamente las plazas de reasentamiento y visados huma-
nitarios, restaurar operaciones de búsqueda y rescate en el Mediterráneo, e investigar y 
procesar a responsables europeos por complicidad en crímenes de lesa humanidad.

 

198	 MSF (2023, 6 de diciembre). ‘You’re going to die here’: Abuse in Libyan detention centers. Médicos Sin Fronte-
ras. https://www.doctorswithoutborders.org [Consultado el 09/01/2026].

199	 MSF (2023, 6 de diciembre). Op cit.
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CAPÍTULO 10.

Mujeres en contextos de conflicto 
armado

1. Militarización, violencia de género y resistencia feminista

En SWANA-Mediterráneo, la militarización funciona como proyecto patriarcal don-
de el control territorial se entrelaza con el control y explotación de los cuerpos, 
especialmente los de las mujeres. La producción de masculinidades hegemóni-
cas –simbolizada por la figura del soldado héroe, fuerte y protector– actúa como 
un pilar central de este orden securitario. La securitización permanente de la vida 
cotidiana refuerza el control también sobre las mujeres. La violencia sexual no es 
consecuencia accidental sino técnica sistemática de control de población y terri-
torio (Gardam & Charlesworth 2000). La militarización intersecta con ocupación, 
represión estatal y violencia patriarcal comunitaria, y debe ser entendida también 
como una tecnología de gobierno. 

Sin embargo, las consecuencias de los conflictos armados no son unidirecciona-
les. Como apuntan Cohen & Karim (2022): “[…] la desigualdad de género puede 
aumentar la probabilidad de conflicto, mientras que la guerra puede tanto agra-
var como mejorar algunas formas de desigualdad”. Las resistencias feministas 
en estos contextos adoptan múltiples formas y expresiones. En Rojava (norte y 
este de Siria), las mujeres han trabajado para instituir una democracia radical 
con paridad de género obligatoria bajo fuego militar constante, fundamentando 
su proyecto político en jineología —la "ciencia de las mujeres" desarrollada desde 
la teoría política kurda— (Shahvisi 2018, Toivanen & Başer 2018). En Palesti-
na, el movimiento feminista Tal'at rechaza simultáneamente la ocupación israelí 
y patriarcado comunitario, articulando su lema "No hay patria libre sin mujeres 
libres" como síntesis de liberación nacional y emancipación de género (Stagni 
2024, Saba 2023). Las sobrevivientes yazidíes de esclavitud sexual de Daesh 
reconstruyen su comunidad tras el genocidio. Estas resistencias comparten un re-
chazo simultáneo a la militarización externa y a los patriarcados internos, aunque 
desde contextos y marcos teóricos distintos. Paralelamente, algunos movimientos 
feministas corren el riesgo de ser cooptados por proyectos nacionalistas que ins-
trumentalizan los derechos de género para legitimar guerra y represión realizada 
para mantener privilegios, como se explica a continuación. 
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2. La violencia sexual como arma de guerra

Las mujeres y niñas sufren formas específicas y devastadoras de violencia de 
género en situaciones de conflicto armado. La violencia sexual relacionada con 
conflicto (CRSV) va más allá de una simple arma de guerra puntual para conver-
tirse en una técnica amplia de control de la población, territorios y recursos, una 
estrategia de guerra sistemática utilizada deliberadamente para humillar, aterrori-
zar y fragmentar comunidades enteras, destruyendo su tejido social y capacidad 
de resistencia (Esfandiari & Heideman 2015).

El genocidio yazidí perpetrado por el grupo combatiente Daesh sobre esta co-
munidad que califican de “no creyentes” (Mohammed 2022), ilustra la violencia 
sexual como herramienta sistemática de exterminio y también la capacidad de las 
comunidades y sus mujeres para construir resiliencia.

Caso 36: El genocidio yazidí (Siria)
Desde el ataque a la comunidad yazidí en Sinjar (Irak) en agosto de 2014, Daesh (Estado 
Islámico) implementó una estrategia sistemática de esclavitud sexual, asesinatos masivos, 
conversiones religiosas forzadas y desplazamientos masivos con el objetivo explícito de 
erradicar a esta minoría religiosa. Aunque los yazidíes están principalmente concentrados 
en Irak, las operaciones de Daesh se extendieron territorialmente a Siria, convirtiendo el 
noreste sirio en zona donde se perpetró parte del genocidio (Amnistía Internacional 2014, 
Human Rights Watch 2015).

El 3 de agosto de 2014, combatientes de Daesh atacaron Sinjar desde Mosul y Tel Afar en 
Irak, y desde Al-Shaddadi y la región de Tel Hamis en Siria. Cientos de yazidíes murieron 
antes de que las fuerzas kurdas sirias (YPG) abrieran un corredor de huida. Sin embargo, 
aproximadamente 6.800 mujeres, niñas y niños yazidíes fueron capturados inicialmente 
y una parte importante de ellos transportados hacia territorio sirio controlado por Daesh.

La Comisión de Investigación de la ONU sobre la República Árabe Siria concluyó: "Daesh 
cometió genocidio, así como múltiples crímenes de lesa humanidad y crímenes de gue-
rra mediante ejecuciones masivas, conversiones religiosas forzadas al islam, esclavitud 
y violencia sexual generalizada contra mujeres y niñas".200 La intención explícita era "[…] 
destruir, total o parcialmente, a los yazidíes de Sinjar, que constituyen la mayoría de la 
población yazidí mundial". 

Este grupo combatiente institucionalizó la violencia sexual como arma de guerra, creando 
estructuras administrativas y una logística meticulosa. Muchas mujeres fueron obligadas a 
convertirse forzosamente al islam. Se calcula que aproximadamente el 80% fue vendido 
individualmente a combatientes y el 20% restante se asignó como propiedad colectiva en 
sus bases militares dispersas por el territorio controlado sirio.iraquí. Un Comité para la 
Compra y Venta de Esclavos organizó subastas en mercados de ciudades como Raqqa o 

200	 Comisión de Investigación de la ONU sobre la República Árabe Siria. (2016). ‘They Came to Destroy’: ISIS 
Crimes Against the Yazidis. United Nations Human Rights Council. https://www.ohchr.org [Consultado el 
09/01/2026].
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Al-Bab, donde los precios de venta fluctuaron entre 200 y 1.500 dólares por persona, y el 
precio del rescate alrededor de 40.000 dólares.201 Más adelante las subastas se trasladaron 
a plataformas en línea cifradas como Telegram. 

Los efectos psicológicos sobre el conjunto de la comunidad han sido devastadores, espe-
cialmente para las supervivientes (Kizilhan et al. 2023). A pesar de estos horrores siste-
máticos, las mujeres y niñas yazidíes desplegaron formas de resistencia para preservar 
su humanidad y su vida: simular ser madres de niños pequeños repartidos entre ellas, 
esconder a sus hijas adolescentes, automutilación arañándose y desfigurándose el rostro, 
construcción de redes de solidaridad clandestina, memorizando números de teléfono de 
familiares y compartiendo los magros recursos.202 Tras su liberación, lideraron procesos de 
denuncia internacional que fueron cruciales para que la ONU reconociera estos actos como 
genocidio y crímenes de guerra, y muchas se han convertido en voces incansables por la 
justicia, como la galardonada con el premio Nobel, Nadia Murad (Murad & Clooney 2017). 
La comunidad yazidí ha acogido a las sobrevivientes a su regreso, siguiendo directrices 
religiosas tradicionales que permiten reintegrarlas socialmente, garantizar que las solteras 
puedan casarse dentro de la fe y apoyar a las casadas junto a sus familias extendidas. Esto 
ha proporcionado un espacio de recuperación y resiliencia (Biersteker & Neumayer 2014).

Los agresores rara vez enfrentan consecuencias legales en contextos de con-
flicto, generando un clima de impunidad sistemática que perpetúa los ciclos de 
violencia. En los marcos posteriores a la fase armada de justicia transicional se 
priorizan los crímenes políticos y las violaciones de libertades públicas mientras 
se invisibiliza la violencia sexual (Sellers & Karim 2010).

3. Conflictos armados: Impactos diferenciales y transformaciones del 
patriarcado

3.1. Exacerbación de violencias preexistentes 

Los conflictos armados reconfiguran el patriarcado de maneras complejas y 
contradictorias. Los conflictos armados exacerban todas las formas de violencia 
preexistentes mientras generan nuevas vulnerabilidades específicas del contex-
to bélico. La ruptura violenta de estructuras familiares y comunitarias, junto con 
el impacto psicológico prolongado de la guerra, contribuye significativamente al 
incremento de la violencia doméstica (Usta & Farver 2010). En contextos de des-
plazamiento forzado, prácticas como el matrimonio infantil aumentan exponen-
cialmente. Familias empobrecidas y preocupadas por salvaguardar a sus hijas de 
la violencia sexual aumentada o por “preservar su honor” las someten paradóji-
camente a matrimonios tempranos como estrategia de "protección", perpetuando 
ciclos de violencia bajo nuevas formas. 

201	 Comisión de Investigación de la ONU sobre la República Árabe Siria. (2016). Op cit.

202	 Comisión de Investigación de la ONU sobre la República Árabe Siria. (2016). Op cit.
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En el noreste de Siria, la guerra ha abierto espacios para la liberación de las muje-
res, la participación política y la reorganización comunitaria bajo los principios de 
la democracia radical y el ideario de la jineología (Caso 38). En cambio, en Israel 
y Palestina, el conflicto ha reforzado estructuras patriarcales y estatales, fragmen-
tando y cooptando los movimientos feministas, especialmente bajo la lógica del 
femonacionalismo y el apartheid. Ambos asuntos ilustran que la guerra no destru-
ye ni elimina el patriarcado: lo transforma, ya sea para erosionarlo y abrir nuevas 
posibilidades de emancipación, o para consolidarlo y limitar la acción feminista 
(The Lancet 2021).

3.2. Resistencias feministas en contextos de conflicto y ocupación

Frente a problemáticas asociadas con la situación de guerra, diferentes organiza-
ciones de mujeres han desarrollado respuestas que combinan documentación sis-
temática del alcance con apoyo directo y denuncia. En Siria, iniciativas como los 
tribunales de mujeres ejercen justicia comunitaria en lugares donde justicia estatal 
está ausente o corrupta, creando espacios de reparación y sanación comunitaria 
(Grasso 2024). En Palestina, Narrativas de Resistencia documenta las experien-
cias de las mujeres bajo ocupación, creando un archivo político de memorias que 
desafía la amnesia histórica que los ocupantes buscan imponer (Al-Ali & Pratt 
2009). En este mismo territorio, la experiencia del movimiento Tal’at ilustra la ne-
cesaria respuesta multidimensional a sistemas de conflicto complejos (Caso 37).

Caso 37: Resistencias feministas en contextos de ocupación y guerra:
El movimiento Tal'at (Palestina)
El movimiento feminista palestino emerge en un contexto de violencias múltiples donde 
operan simultáneamente la ocupación militar israelí, el autoritarismo de los gobiernos en 
Cisjordania y Gaza, la violencia patriarcal comunitaria y el colonialismo de población israelí 
exacerbado con su cuerpo a cuerpo. Un momento catalizador se produjo con el asesinato 
de Israa Ghrayeb en agosto de 2019. Israa, una joven palestina de 21 años fue brutalmente 
golpeada por miembros de su familia tras publicar en redes sociales un video junto a su 
prometido antes del matrimonio, violando presuntas normas comunitarias sobre sexualidad 
premarital. Hospitalizada con graves lesiones, continuó recibiendo amenazas de muerte de 
su familia mientras estaba internada. A pesar de búsqueda de protección legal, semanas 
después de su salida del hospital fue encontrada muerta bajo circunstancias que perma-
necen sin clarificar.

Su muerte impulsó el movimiento feminista Tal'at (“salir”, “atreverse”), con el lema "No hay 
patria libre sin mujeres libres" (Stagni 2024, Saba 2023), vinculando la liberación nacional 
con la emancipación de género y señalando que la opresión de las mujeres palestinas 
surge tanto de la ocupación israelí como del patriarcado local y ambos son inseparables. 
Tal'at fue lanzada formalmente el 26 de septiembre de 2019 en manifestaciones simultá-
neas en múltiples ciudades y territorios: Ramala, Jerusalén Este y Taybeh en Cisjordania; 
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Rafah en Gaza; ciudades dentro de Israel con población palestina (Haifa, Nazaret, Jaffa, 
Arraba, Al-Jish), y ciudades con presencia de la diáspora (Beirut en el Líbano y Berlín en 
Alemania), demostrando una coordinación transnacional. A diferencia de momentos ante-
riores del feminismo palestino, Tal'at incluye explícitamente cuestiones queer y LGBTQ+, 
reconociendo que liberación nacional debe incluir también la libertad sexual y de género. 

Simultáneamente, el movimiento reivindica independencia de los partidos y organizacio-
nes palestinas tradicionales, desde una crítica a la corrupción y a la división del liderazgo 
político-nacional. Las activistas también critican explícitamente las limitaciones del marco 
promovido por organizaciones no gubernamentales internacionales, que presenta una ver-
sión neoliberal donde la violencia política debe superarse individualmente sin apoyarse en 
fuerza colectiva ni desafiar causas estructurales (Pratt, El Said & Meari 2015).

Su presencia en las calles disminuyó tras los primeros años de fuerte movilización 
(2019‑2021) y aunque sigue funcionando como una organización descentralizada, la re-
presión estatal israelí, la ocupación y el rechazo de sectores nacionalistas palestinos que 
subordinaban la lucha de género a la anticolonial han dificultado su coordinación territorial, 
siendo su acción sostenida sobre todo por activistas en entornos locales y contribuyendo al 
debate sobre cuestiones necesarias (Natsheh 2025).

Si Tal'at representa una resistencia feminista que opera bajo ocupación y sin 
control territorial, el caso de Rojava ilustra cómo el conflicto armado puede abrir 
espacios para la construcción institucional de alternativas feministas. Ambos mo-
vimientos comparten la convicción de que la liberación de género y la liberación 
política son inseparables, aunque desde contextos y posibilidades radicalmente 
distintos.

Caso 38: Jineología como fundamento de democracia radical (Siria)
Desde 2012, el Movimiento de liberación kurdo (KFM) ha impulsado en el noreste de Siria 
una revolución democrática no estatal basada en democracia radical, liberación de las 
mujeres y ecología. La organización TEV-DEM (Movimiento por una Sociedad Democrá-
tica) fundó la AADNES (Administración Autónoma Democrática del Norte y Este de Siria), 
aprovechando la retirada del régimen de Assad de la región, enfrascado en la lucha armada 
contra otros elementos de la oposición, y contando con el apoyo de Estados Unidos en la 
lucha contra Daesh. 

La Administración Autónoma pretende estructurar la política de esta región kurda, conocida 
bajo el nombre de Rojava, desde abajo y rechazando el modelo del Estado-nación moder-
no (Shahvisi 2018, Toivanen & Başer 2018). El proyecto se fundamenta en la jineología, 
filosofía desarrollada por Abdulá Öcalan, dirigente del Partido de los trabajadores del Kur-
distán (PKK) de Turquía, en prisión desde 1999. Este ideario vincula la libertad del pueblo 
kurdo con la liberación de las mujeres y la superación del patriarcado. La jineología opera 
a través de un confederalismo democrático, estableciendo que las decisiones deben contar 
con representación paritaria de hombres y mujeres, y creando consejos exclusivamente 
femeninos con poder de veto sobre medidas que reproduzcan formas de patriarcado.

En contexto de conflicto armado, las mujeres han participado activamente en la defensa 
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territorial mediante las Unidades de Protección Popular (YPG) y las Unidades de Protec-
ción de Mujeres (YPJ). También han creado y participado en cooperativas económicas, 
rompiendo con la división de trabajo tradicional y concentrando su acción tanto en educa-
ción como en producción y servicios. Organizaciones como Yekitîya Star, transformada en 
Kongra Star en 2016, articulan la voz de mujeres de distintas etnias y religiones en todos 
los niveles de la revolución (Aguilar Silva 2019). Aunque este proyecto en curso no ha 
beneficiado por igual a todas las mujeres, constituye por su planteamiento uno de los expe-
rimentos más inspiradores en la lucha por la igualdad de género de las últimas décadas.203 

El lema Jin, Jiyan, Azadî —que en kurdo se traduce como Mujer, vida, libertad—ha trascen-
dido el movimiento kurdo, inspirando reivindicaciones feministas internacionales, especial-
mente tras las protestas en Irán de 2022 (Al-Ali & Pratt 2009, Farris 2017).

El proyecto ha enfrentado amenazas constantes por la guerra civil iniciada en 2011, la 
hostilidad de actores externos (Turquía ha lanzado diversas incursiones armadas en los 
últimos años sobre el territorio de Rojava), o la presión de Daesh que con un ideario anta-
gónico (islam político ultraconservador yihadista frente al multiconfesionalismo feminista) 
ocupó un tercio del territorio sirio en su momento de apogeo en 2017. La llegada al poder 
de un grupo combatiente del islam político, Hayat Tahrir al-Sham (HTS), tras derrocar a Ba-
char al-Asad en diciembre de 2024 ha creado incertidumbre sobre el futuro de la autonomía 
de Rojava. Miles de mujeres se manifestaron el 23 de diciembre de 2024 en Qamishli para 
defender sus derechos.

3.3. Cooptación y fragmentación: feminismo bajo lógicas de violencia

La militarización, el uso masivo de violencia, y el discurso de securitización pue-
den también reforzar el patriarcado mediante la militarización de la vida cotidiana, 
la subordinación de las demandas de género a prioridades de seguridad y la coop-
tación de movimientos feministas por estructuras estatales o la restricción de su 
espacio de expresión, evidenciando cómo los conflictos violentos limitan la auto-
nomía política de las mujeres y condicionan la acción feminista a los intereses del 
poder dominante (Farris 2017, Halperin-Kaddari & Yadgar 2010, Yadgar 2020). 

El caso israelí ejemplifica cómo la violencia prolongada y la lógica militarizada 
fragmentan y redefinen el feminismo, reforzando jerarquías sociales y subordi-
nando la emancipación de las mujeres al control institucional. La represión del 
feminismo palestino-israelí y la presiones al feminismo israelí para su absorción 
en un proyecto nacionalista forman un mismo mecanismo de control político-mi-
litarizado, donde cualquier intento de feminismo compartido corre el riesgo de 
reproducir la violencia estructural (Iriqat & Owda 2025).

203	 Walter, N. (2025, 9 de febrero). 'Woman, life, freedom': the Syrian feminists who forged a new world in a land of 
war. The Guardian https://www.theguardian.com [Consultado el 09/01/2026].
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Caso 39: Patriotismo, fragmentación y repliegue del feminismo israelí (Israel)
El prolongado conflicto israelo-palestino ha generado un proceso, común a otras situacio-
nes bélicas, en el que «el conflicto ha determinado la identidad femenina, convirtiéndose 
las mujeres en portadoras de lo colectivo nacional» (Halperin-Kaddari & Yadgar 2010). En 
la exaltación de las mujeres israelíes como sujetos militarizados y empoderados converge 
la explotación de retóricas feministas por actores tradicionalmente hostiles a la igualdad 
de género y la construcción de una feminidad nacional opuesta a «las otras mujeres», 
las palestinas racializadas. Esto es visible en la construcción de la figura de las mujeres 
combatientes de las Fuerzas de Defensa de Israel (FDI), presentadas como empoderadas 
(militarizadas en aras de la defensa de su país) y liberadas (sexualmente),204 en contraste 
implícito con las mujeres palestinas (Griese 2025: 2-3). Sin embargo, los datos revelan que 
la participación femenina en combate directo es excepcional.205 Su instrumentalización y 
relegamiento a roles secundarios coexiste con los elevados índices de acoso sexual tanto 
dentro del Ejército como de las diferentes fuerzas de seguridad.206 

Esta proyección de la feminidad militarizada opera frente a la construcción de las muje-
res árabes/palestinas/musulmanas como mujeres del enemigo con atributos denigrados 
(deshumanización) y un valor asociado a la capacidad de humillar al oponente a través 
de la violación de su dignidad como mujeres (Griese 2025: 40-41). Los soldados varones 
publican imágenes de sí mismos en Gaza vistiendo prendas de mujeres palestinas despla-
zadas o asesinadas. Estas imágenes se complementan con la de los hombres palestinos 
representados como potenciales violadores de mujeres israelíes. Durante el ataque del 7 
de octubre cometido por Hamás se cometieron actos de violencia sexual, incluido violacio-
nes.207 El alcance de estas ha sido un tema utilizado como arma arrojadiza entre el relato 
oficial –que ha enfatizado estas agresiones como uno de los elementos centrales en la 
justificación de la ofensiva militar posterior–, y declaraciones de asociaciones feministas 
israelíes quejándose de que el feminismo internacional no se aplica las mismas reglas 
cuando se trata de mujeres israelíes. Por el momento las investigaciones de la Repre-
sentante Especial de la ONU sobre Violencia Sexual en los Conflictos, Pramila Patten, se 
encuentra bloqueada por la decisión del gobierno de impedir el acceso a sus centros de 

204	 Griese (2025) destaca su erotización y cosificación, por ejemplo, en las múltiples cuentas en línea que reprodu-
cen imágenes sexualizadas.

205	 El análisis de las múltiples bases de imágenes y redes sociales realizado por Griese (2025: 39) apenas encuen-
tra siete soldados mujeres diferentes en zonas de combate entre los miles de hombres, y cita a Edna Levy en su 
afirmación de sus funciones accesorias como personal de apoyo y “ornamentos” a los soldados varones (citada 
en Griese 2025: 39).

206	 Un informe especial del Contralor del Estado de Israel (2022) revela que al menos un tercio de las mujeres 
conscriptas sufre acoso sexual en el ejército, con cifras igualmente alarmantes en el sistema penitenciario 
(38%), la policía de fronteras (27%) y la policía (22%) (citado en Griese 2025: 40).

207	 El informe la Comisión documentó “[…] casos indicativos de violencia sexual perpetrada contra mujeres y 
hombres en el recinto del festival Nova y sus alrededores, en el puesto militar avanzado de Nahal Oz y en 
varios kibutzim, como Kfar Azza, Nir Oz y Re’im. Recogió y conservó pruebas digitales, incluidas imágenes de 
los cuerpos de las víctimas, que mostraban indicios de violencia sexual, un patrón corroborado por testimonios 
independientes de testigos”. Este informe también señala: “La Comisión examinó testimonios de violación obte-
nidos por periodistas y por la policía israelí, pero no ha podido verificar de forma independiente tales denuncias 
debido a la falta de acceso a víctimas, testigos y lugares de los hechos y a la obstrucción de sus investigaciones 
por parte de las autoridades israelíes” CIIITPO. Naciones Unidas (2024, 14 de junio). Informe de la Comisión 
Internacional Independiente de Investigación sobre el Territorio Palestino Ocupado, incluida Jerusalén Oriental, 
e Israel (A/HRC/56/26). Consejo de Derechos Humanos, 56º periodo de sesiones. (puntos 25-26, p. 6) https://
docs.un.org/es/A/HRC/56/26 [Consultado el 09/01/2026].
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detención para analizar las denuncias palestinas en el otro sentido.208 Asociaciones como la 
Red de Mujeres de Israel han advertido que esta negativa a cooperar con investigaciones 
internacionales podría resultar en que Israel, y no Hamás, sea incluido en listas negras de 
la ONU por violencia sexual.209

El conflicto armado favorece la cooptación de ciertos feminismos por instituciones estatales 
cada vez más militarizadas —comités parlamentarios, programas universitarios, agencias 
gubernamentales— que canalizan el activismo hacia marcos de igualdad de género des-
ligados de la ocupación, el apartheid o la militarización, y sin que se realicen posiciona-
mientos políticos sobre éstos (Yadgar 2020). Ya antes del período estudiado, una parte 
relevante del activismo feminista israelí se centró en una agenda pacifista de tendencia 
progresista que lo alejó de una sociedad israelí cada vez más militarizada (Halperin-Kad-
dari & Yadgar 2010). (Solo un 26 % de mujeres israelíes se definió como feminista según la 
encuesta realizada por Direct Plus en 2022).210 La ofensiva sobre Gaza iniciada en octubre 
de 2023 parece haber acelerado esta captura institucional. Como afirma Rafia Zakaria: «Es 
precisamente debido a la fortaleza demostrada por el movimiento feminista israelí que su 
casi invisibilidad tras el 7 de octubre de 2023 ha sido tan impactante y decepcionante. En 
lugar de intentar frenar al gobierno, muchas organizaciones feministas israelíes parecen 
haberse convertido en agentes del Estado».211 

Las fuertes protestas contra el gobierno de Netanyahu que en 2023 movilizaron a decenas 
de miles de mujeres se han moderado significativamente. La discriminación que sufren las 
mujeres israelíes sigue siendo documentada por el Centro Adva o el Programa de Estudios 
de la Mujer y de Género (WIPS) del Instituto Van Leer de Jerusalén (WIPS).  

Son excepcionales las voces feministas que se alzan contra las acciones genocidas en 
Gaza o de limpieza étnica en Cisjordania. Una observadora de la evolución así lo expresa: 
“Para el feminismo israelí-sionista, a menudo existe una línea roja invisible: no hablar de 
las mujeres palestinas”.212 Y eso que son cuestiones que tocan directamente a los dere-

208	 La Comisión Internacional Independiente de Investigación de la ONU ya ha documentado en diferentes infor-
mes graves abusos sexuales contra palestinos/as, con más de 20 casos probados de violencia sexual y de 
género contra detenidos y detenidas en más de 10 instalaciones militares y del Servicio Penitenciario israelíes. 
La investigación documenta desnudez pública forzada, acoso sexual incluyendo amenazas de violación, así 
como agresión sexual, destrucción sistemática de infraestructuras de atención sanitaria sexual y reproductiva, 
ataques directos a maternidades y centros de fertilización in vitro, y casos documentados de mujeres y niñas 
de todas las edades, incluidas embarazadas, siendo objetivo directo de francotiradores (A/HRC/58/CRP.6, 
marzo 2025). Ver Comisión Internacional Independiente de Investigación sobre el Territorio Palestino Ocupado, 
incluida Jerusalén Este, e Israel. Naciones Unidas. (2025, 16 de septiembre). Legal analysis of the conduct 
of Israel in Gaza pursuant to the Convention on the Prevention and Punishment of the Crime of Genocide (A/
HRC/60/CRP.3). Consejo de Derechos Humanos, Sexta sesión. https://www.ohchr.org; y Comisión… (2025, 
13 de marzo). "More than a human can bear: Israel's systematic use of sexual, reproductive and other forms of 
gender-based violence since 7 October 2023". A/HRC/58/CRP.6,). Ver también: B’Tselem. (2024, 6 de agosto). 
Welcome to hell: The Israeli prison system as a network of torture camps [Analysis; EN/AR/HE] https://www.
btselem.org [Consultado el 09/01/2026].

209	 Rozovsky, L. (2025, 8 de enero). Israel blocks UN probe into Hamas sexual crimes from October 7 to avoid 
inquiry into abuse of Palestinians. Haaretz. https://www.haaretz.com [Consultado el 09/01/2026].

210	 Halutz, D. (2022, 3 de agosto). Only 26% of Israeli women define themselves as feminists, survey finds. Ynet-
Global. https://www.ynetnews.com [Consultado el 09/01/2026].

211	 Zakaria, R. (2024, 8 marzo) "Nationalism distorts feminism in Israel just as it did in the US". The Nation https://
www.thenation.com [Consultado el 09/01/2026].

212	 Sztokman, E. (2024, 7 de marzo). How are women in Israel doing? Let's break it down… On International Wo-
men's Day. The Roar https://elanasztokman.substack.com [Consultado el 12/01/2026].



PAPERS DE LA FUNDACIÓ / 180

157

chos de las mujeres. La Relatora Especial de la ONU sobre la violencia contra las mujeres 
y las niñas, Reem Alsalem, ha calificado la situación en Gaza como un «femi-genocidio» 
en curso, señalando que «la escala y naturaleza de los crímenes infligidos a las mujeres 
y niñas palestinas por las fuerzas israelíes son tan extremas que los conceptos existentes 
en los marcos legales y criminales ya no pueden describirlos o capturarlos adecuadamen-
te».213 La acción feminista de asociaciones israelíes antiocupación y guerra en Gaza, anti-
rracistas y con perspectiva interseccional se desarrolla en un contexto adverso. Isha L’Isha 
– Centro Feminista de Haifa que reúne a militancia árabe-judía de esta ciudad, critica la 
involución experimentada por la conjunción de critica un movimiento anti-género global, la 
instrumentalización religiosa del Estado por parte del gobierno liderado por Netanyahu, la 
normalización de la segregación de género en nombre del pluralismo y la alianza entre el 
nacionalismo religioso israelí y la derecha evangélica estadounidense.214 New Profile, que 
se fundó en 1998 como un movimiento feminista que actúa para “reducir la influencia del 
ejército en la sociedad civil israelí”, y que centra su actividad en apoyar a quienes buscan 
la exención del servicio militar.215

Este contexto está acrecentando la separación entre el feminismo israelí judío hegemónico 
y los feminismos israelo-palestino y mizrají,216 imposibilitando un trabajo conjunto. Según 
Iriqat y Owda (2025), el conflicto hace estructuralmente imposible un feminismo compartido 
bajo condiciones de apartheid genocida. Mientras feministas judías pueden negociar refor-
mas dentro del marco estatal, las mujeres palestinas ciudadanas de Israel enfrentan una 
represión sistemática y desigualdad material en empleo, educación, vivienda, servicios y 
acceso a la tierra. Un ejemplo de las dificultades para la colaboración han sido las diferen-
tes respuestas a la ampliación de la jurisdicción de los tribunales rabínicos.217 Las acciones 
conjuntas por parte de mujeres pacifistas de ambos lados de la frontera —Women Wage 
Peace (israelí) y Women of the Sun (palestina)— han quedado severamente debilitadas. La 
represión contra organizaciones como Kayan–Organización Feminista, que reúne a muje-
res árabopalestinas en Israel y que entre otras acciones documenta la violencia perpetrada 
por fuerzas israelíes y expresa solidaridad con las palestinas gazatíes, se ha intensificado 
cualitativamente, siendo acusadas de «colaboración con el terrorismo».218 La organización 

213	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2025, 17 de julio). Gaza: UN 
expert denounces genocidal violence against women and girls [Comunicado de prensa, Special Procedures]. 
https://www.ohchr.org [Consultado el 12/01/2026].

214	 Hashash, Y. (2025, 3 de marzo). Religious and misogynist totalitarianism in Israel: The Haifa Feminist Center’s 
struggle against the “anti-gender” movement Rosa Luxemburg Foundation https://www.r.osalux.de [Consultado 
el 09/01/2026].

215	 New Profile (2025) About New Profile. https://newprofile.org [Consultado el 09/01/2026].

216	 Sobre éste ver: Keshet (2013) y Dahan-Kalev (2021).

217	 Feministas israelíes se han quejado de la poca participación de las feministas israelo-palestinas en las protes-
tas. Por su parte, a pesar de que activistas palestinas han mostrado preocupación por la involución, consideran 
que su movilización ha sido limitada debido a la discriminación estructural, la certeza de que su participación 
provoca mayor represión que la de militantes judías, y la experiencia histórica de que sus demandas han sido 
ignoradas o postergadas dentro del movimiento feminista mayoritario. Véase Zakaria, R. (2024, 8 marzo) Na-
tionalism distorts feminism in Israel just as it did in the US The Nation (https://www.thenation.com). Las mujeres 
judías ultraortodoxas (jaredíes) no han mostrado una posición única frente a la cuestión (Robins 2023).

218	 El 8 de noviembre de 2023, el gobierno israelí adoptó una Ley Antiterrorista que introduce medidas temporales 
de dos años para prohibir "[…] el consumo sistemático y continuo de publicaciones de una organización terro-
rista bajo circunstancias que indiquen identificación con la organización terrorista", con una pena máxima de 
un año de prisión ITUC (2024). ITUC Global Rights Index 2024. Confederación Sindical Internacional https://
arabtradeunion.org [Consultado el 12/01/2026].
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feminista israelí de base mizrají Shovrot Kirot (Rompiendo Muros) fundada en 2019 desde 
una aproximación interseccional, anunció el cese de su actividad finales de 2025. Esta 
organización que se proponía crear alianzas entre las comunidades más marginadas rea-
lizó una acción en mayo de 2024 para proteger los camiones de ayuda humanitaria en el 
checkpoint de Tarqumiyah (Cisjordanis) de los saqueos por colonos israelíes.219 Ante el 
aumento de las presiones políticas, se plantean continuar el trabajo interno en las comuni-
dades marginalizadas de forma más atomizada.

Esto lleva a plantear la cuestión de si podría estar emergiendo un femonacionalismo220 is-
raelí, en el sentido que le otorga Farris (2017): como proceso en el que "grupos feministas 
son compelidos a celebrar la 'unidad' prescrita por nacionalismo militante" y las “mujeres 
son exaltadas como sujetos militarizados”. La conmoción por el ataque del 7 de octubre ha 
facilitado la ampliación del silencio bajo esta lógica.

4. Justicia transformadora y la lucha de las mujeres por la verdad

La Resolución 1325 (2000) del Consejo de Seguridad de la ONU221 obliga a los 
estados a garantizar la participación de las mujeres en los procesos de paz, prote-
gerlas frente a la violencia de género, prevenir violaciones, y promover la igualdad 
en la reconstrucción y la justicia transicional. Para cumplirla, los Estados deben 
elaborar Planes de Acción Nacional, coordinarse institucionalmente y presentar 
informes periódicos a la ONU sobre su implementación.222

La representación de las mujeres en contextos de conflicto armado suele centrar-
se en su victimización, ocultando su capacidad de agencia y resistencia. La lite-
ratura y los informes internacionales tienden a agrupar a “mujeres y niños” como 
población vulnerable, invisibilizando su rol activo en organización y construcción 
de alternativas políticas. 

En contextos de posconflicto, las demandas feministas incluyen el fin de la impuni-
dad por crímenes de género, participación real en procesos de paz, reparaciones 
transformadoras que desafíen estructuras patriarcales, y reforma del sector de 
seguridad con enfoque feminista para desmilitarizarlo (Sellers & Karim 2010).

Las mujeres afectadas por desapariciones forzadas en conflictos y contextos de 
represión se han convertido en actores políticos clave, transformando el duelo pri-
vado en acción pública y enfrentando a Estados, sistemas judiciales y, en algunos 

219	 Rozanes, N. (2025, 28 de febrero). Why this Mizrahi feminist movement is disbanding — but not disappearing. 
+972 Magazine. https://www.972mag.com [Consultado el 13/01/2026].

220	 El concepto ha sido aplicado sobre todo en contexto europeo a la explotación de temas feministas en campañas 
antiislámicas (Kulz & Rashid 2025).

221	 Consejo de Seguridad. Naciones Unidas (2000, 31 de octubre). Resolution 1325 (2000) on women, peace and 
security. S/RES/1325 (2000) https://docs.un.org/en/s/res/1325(2000) [Consultado el 13/01/2026].

222	 Consejo de Seguridad. Naciones Unidas (2000). Op cit.
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casos, grupos armados. La Federación Euromediterránea contra las Desapari-
ciones Forzadas (FEMED), formalizada en 2007, reúne 27 comités de familias 
y ONG de derechos humanos en once países, incluidos Argelia, Líbano, Libia, 
Marruecos y Turquía, mostrando que estas luchas tienen un carácter regional 
sostenido.223

Los casos de Turquía y Argelia, con 40.000 y 120.000 muertes en sus guerras 
civiles, muestran cómo mujeres inicialmente excluidas del ámbito político se con-
vierten en defensoras de derechos humanos y constructoras de memoria colec-
tiva frente a la represión y criminalización selectiva. Estas mujeres acceden a 
instancias internacionales como la ONU, visibilizando sus denuncias, aunque con 
impacto limitado más allá de la exposición mediática. La principal red que agrupa 
a familiares y personas cercanas a los y las desaparecidos/as en conflictos ar-
mados en el ámbito SWANA-Med es la Federación Euromediterránea contra las 
Desapariciones Forzadas (FEMED) (Caso 40).

Caso 40: La FEMED y las madres de personas desaparecidas (Turquía, Argelia)
La FEMED, con sede en Francia y que agrupa a asociaciones de Argelia, Líbano, Libia, 
Marruecos, Siria y Turquía entre sus 27 miembros, es especialmente eactiva en Turquía 
y Argelia.

En Turquía, las Madres del Sábado han llevado a cabo una movilización sostenida des-
de mayo de 1995, reuniéndose cada sábado en la plaza Galatasaray de Estambul para 
exigir justicia por los desaparecidos durante la represión política de los años 1980-1990, 
especialmente la relacionada con la lucha del PKK. Su acción constituye uno de los actos 
de desobediencia civil más prolongados del mundo, mostrando cómo la persistencia y vi-
sibilidad pueden crear presión moral y política pese a la limitada respuesta institucional.224 
Hasta hoy, los presuntos perpetradores pertenecientes al aparato de seguridad del Estado 
y a grupos paramilitares han eludido la justicia. 

En 2018, el gobierno de Erdogan prohibió la manifestación, en un contexto de "represión 
constante contra la sociedad civil, los defensores de derechos humanos y quienes ex-
presan pacíficamente su disenso en Turquía". Cuando las madres se reunieron pese a la 
prohibición, 46 personas fueron arrestadas.225 Su juicio se inició el 25 de marzo de 2021, 
enfrentando cargos que reflejan la creciente criminalización del activismo pacífico y de la 
memoria histórica. Finalmente, en marzo de 2025 se pronunció la última absolución de las 
acusadas.226

Dentro de la FEMED se encuentra ANKA-Der (Asociación Anatolia de Apoyo y Solidaridad 

223	 Véase la página de la red FEMED: https://disparitions-euromed.org [Consultado el 13/01/2026].

224	 Amnistía Internacional (2025, 26 de mayo) Türkiye: Thirty years of struggle for justice as the Saturday Mothers 
mark a sombre anniversary https://www.amnesty.org [Consultado el 13/01/2026].

225	 TM (2025, 14 de marzo) Court acquits 46 in trial of Saturday Mothers over their eventful 700th meeting. Turkish 
Minute https://www.turkishminute.com [Consultado el 13/01/2026].

226	 Amnistía Internacional (2025, 14 de marzo) Türkiye: Acquittal of Saturday Mothers protesters brings seven year 
ordeal to an end https://www.amnesty.org [Consultado el 13/01/2026].
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con Familias de Desaparecidos), que trabaja en defensa de derechos de las familias afec-
tadas por desapariciones forzadas. Fuera de la Federación, destacan las Madres por la 
Paz, lideradas por figuras como Nezahat Teke, que movilizan a cientos de familias kurdas 
para promover la paz entre la sociedad turca y kurda.

En contraste, las Madres de Diyarbakır, un grupo de madres kurdas, realizan diariamente 
sentadas frente a la sede del Partido Democrático de los Pueblos (HDP) exigiendo la devo-
lución de hijos supuestamente secuestrados por el PKK. Esta asociación cuenta con apoyo 
policial, protección de la fiscalía local y el respaldo de medios progubernamentales.227 Su 
acción es utilizada como contrapeso político que favorece la narrativa oficial del Estado 
frente a las movilizaciones críticas por desapariciones forzadas, revelando cómo la repre-
sión estatal opera de manera selectiva contra activismo que cuestiona la responsabilidad 
estatal.

Argelia es otro caso emblemático. El Colectivo de Familias de Desaparecidos/as en Arge-
lia (CFDA), presidido por Nassera Dutur228, y SOS Desaparecidos, pertenecen ambos a la 
FEMED y militan para que se conozca la verdad de la represión de la “década negra” que 
supuso la guerra civil de los años noventa. La primera se inauguró en Francia en 1998 y la 
segunda como filial en Argel en 2001, extendiéndose luego a otras ciudades del país. Su 
creación quería contrarrestar el relato oficial, impulsado a través del entonces Observatorio 
Nacional de Derechos Humanos, que entre 1994 y 1998 recibió miles de denuncias de 
desapariciones forzadas, y las remitió a las fuerzas de seguridad sin abrir investigaciones 
ni cuestionar la respuesta justificativa de éstas, siendo percibido por las familias como un 
mecanismo oficial de encubrimiento y negación de justicia.

Ambas han documentado campañas de intimidación policial diseñadas para forzar a las 
familias a aceptar compensaciones económicas en lugar de perseguir la verdad y justicia, 
y posteriormente para evitar la celebración de sus actos.229 La CFDA ha creado en Orán 
en 2014 el Centro de investigación para la Preservación de la memoria y el estudio de los 
derechos humanos (CPMDH).230

 

227	 Berlioux, J. (2020, 6 de enero) En Turquie, les manifestations contre un parti prokurde encouragées par le 
gouvernement. Libération https://www.liberation.fr [Consultado el 13/01/2026].

228	 Véase: Collectif de Familles des Disparu.e.s en Algérie (CFDA) : https://www.algerie-disparus.org/le-cfda [Con-
sultado el 13/01/2026].

229	 ONU. Relatora especial sobre la Situación de los Defensores y Defensoras de los Derechos Humanos (2025, 
14 de junio). Visite en Algérie Rapport de la Rapporteuse spéciale sur la situation des défenseurs et défenseu-
ses des droits humains, Mary Lawlor. Documento A/HRC/58/53/Add.1. Asamblea General https://undocs.org/A/
HRC/58/53/Add.1 [Consultado el 13/01/2026].

230	 Radio des Sans Voix (2024, 29 de julio). CMPDH-Oran: Portes ouvertes et rencontre-débat sur la Mémoire 
https://www.laradiodessansvoix.org [Consultado el 13/01/2026].
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Recomendaciones finales

PARA MOVIMIENTOS FEMINISTAS Y ACTIVISTAS

1. Conectar las luchas locales con una perspectiva estructural. Vincular 
demandas de violencia de género, acceso laboral y nacionalidad con crítica si-
multánea al patriarcado, el capitalismo y el autoritarismo. Las reformas legales 
aisladas son frágiles; la transformación requiere cuestionar sistemas de poder 
en su totalidad. Debe incorporarse explícitamente la crítica al modelo económico 
o al trabajo de cuidados no remunerado como parte del análisis estructural. Las 
mujeres trabajadoras, campesinas y migrantes despliegan resistencias radicales 
que merecen recursos y visibilidad.

2. Fortalecer las alianzas intergeneracionales y transconfesionales. Mante-
ner diálogos entre feminismo laico, islámico y activistas LGBTQ+; entre gene-
raciones institucionalizadas y nuevas formas organizativas. Las convergencias 
pragmáticas son posibles sin abandonar la autonomía ideológica.

3. Proteger espacios seguros autónomos en contextos represivos. Desarro-
llar protocolos de seguridad digital, redes transnacionales de apoyo, y documenta-
ción sistemática de la represión. Ésta se intensifica cuando las demandas conec-
tan con una crítica estructural, requiriendo innovación constante de estrategias.

PARA GOBIERNOS Y AUTORIDADES

La agenda de cambio en los países SWANA-Med debe abogar por:

4. Garantizar una transformación institucional, evitando la instrumentaliza-
ción cosmética de género. Incorporar el diseño de cuotas robustas con mandato 
de posición, sanciones y extensión a órganos ejecutivos. Las mujeres nombradas 
en cargos ejecutivos requieren poder real y presupuestos autónomos. Los nom-
bramientos decorativos sin autoridad refuerzan la desconfianza y deslegitiman 
proyectos que pretenden ser progresistas

5. Reformular simultáneamente los Códigos de Familia, las Leyes Laborales 
y la participación política. Las reformas aisladas en Códigos de Familia sin cam-
bios en derechos económicos y políticos perpetúan la subordinación bajo nuevas 
formas. Se requiere una transformación integral de las estructuras que reprodu-
cen la desigualdad. Incluir explícitamente políticas públicas de cuidados, permisos 
parentales igualitarios e infraestructura estatal de cuidados.

6. Poner fin a la violencia de género como herramienta estatal de represión 
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política. Se debe investigar y procesar el acoso sexual contra militantes y recono-
cer que la violencia de género no es un "problema cultural" sino una tecnología de 
poder estatal que requiere prohibición explícita y sanciones reales.

7. Derogar las leyes que criminalizan la sexualidad consensual y el cuerpo 
de las mujeres. Eliminar las pruebas de virginidad, las restricciones al aborto o la 
vigilancia de "moral pública". Descriminalizar la identidad de género y reconocer 
los derechos LGBTQ+ como parte integral de los derechos humanos.

8. Otorgar la nacionalidad patrilineal igualitaria para acabar con la figura de 
las "mujeres sin estatus". Las leyes de nacionalidad patrilineales dejan a muje-
res sin ciudadanía plena y a sus hijos/as sin documentación. Esta infantilización 
legal requiere una reforma inmediata para garantizar una igualdad fundamental.

PARA ORGANISMOS INTERNACIONALES Y COOPERACIÓN 
BILATERAL

9. Financiar movimientos feministas autónomos, no ONGs cooptadas por 
Estados. Priorizar el financiamiento de colectivos de base, trabajadoras organiza-
das y movimientos horizontales. Incluir la financiación a largo plazo sin condicio-
nalidades temáticas y con mecanismos anti-cooptación estatal.

10. Respetar los contextos locales en lugar de querer imponer agendas oc-
cidentales. Reconocer que los movimientos de mujeres tienen raíces históricas 
específicas. La acusación de “feminismo importado” es parcialmente falsa, pero 
señala un peligro real: que las prioridades de los donantes internacionales reem-
placen las demandas locales. 

11. Documentar y procesar crímenes de guerra y violencia sexual sistemáti-
ca. La impunidad perpetúa y normaliza la violencia. Crear comisiones de verdad 
regionales que documenten las violaciones más graves. 

12. Proteger a activistas en el exilio y apoyar a defensoras de derechos per-
seguidas. Mantener visas humanitarias y mecanismos de apoyo a feministas re-
presaliadas por gobiernos autoritarios. La represión transnacional requiere solida-
ridad internacional sostenida.

PARA LA ACADEMIA Y LA PRODUCCIÓN DE CONOCIMIENTO

13. Invertir en investigación sobre las causas profundas de la desigualdad, 
no solo sobre sus síntomas. Estudiar las intersecciones del patriarcado, el capi-
talismo y el autoritarismo en lugar de analizar la violencia de género aisladamente. 
La región necesita teoría que explique por qué la educación universal no genera 
igualdad. E incluir la necesidad de investigar de manera sistemática la contradic-
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ción entre los discursos igualitarios y las prácticas patriarcales, así como procesos 
de transformación cultural de largo plazo.

14. Hacer oír las voces de mujeres trabajadoras, campesinas, migrantes, o 
activistas LGBTQ+. Las investigaciones académicas sobrerepresentan las pers-
pectivas de la clase media urbana. Ampliar el corpus de estudios que documen-
ten resistencias desde márgenes: lucha sindical feminista, de defensa territorial, 
activismo queer, etc.

15. Documentar innovaciones feministas para la memoria colectiva y el 
aprendizaje político. Registrar experiencias de Rojava, Tal'at, iniciativas de jus-
ticia comunitaria, ciberfeminismo y resistencias locales. Esta documentación es 
patrimonio político regional que requiere sistematización.

PARA LA SOCIEDAD CIVIL Y LA SOLIDARIDAD REGIONAL

16. Construir redes de solidaridad transnacionales con autonomía política. 
Contribuir a fortalecer las conexiones entre feministas de la región sin dependen-
cia de coordinaciones internacionales. Intercambiar experiencias, apoyo mutuo 
en situaciones de represión, y articulación de estrategias horizontales. Apoyar la 
articulación de alianzas amplias entre feminismos laicos, islámicos, comunitarios 
o sindicales.

17. Apoyar los feminismos interseccionales que conectan diferentes tipos 
de mujeres que luchan por la igualdad. Contribuir a ampliar la agenda y las 
bases a través de la acción con respecto a las mujeres trabajadoras, migrantes o 
de comunidades marginadas, y las causas de justicia social o ecológicas.
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Siglas

AACR: Centro de Abogados Árabes para derechos Humanos (Egipto)
ABAAD: Centro de Recursos para la Igualdad de Género (Líbano)
AB: Barómetro Árabe
ACDD: Asociación de la Ciudadanía y el Desarrollo Sostenible (Túnez)
ADFM: Asociación Democrática de Mujeres de Marruecos (Marruecos)
Adalah: Centro Jurídico por los derechos de la Minoría Árabe en Israel (Israel)
AFE: Fundación Árabe para las Libertades y la Igualdad
AFEPEC: Asociación Feminista para el Desarrollo de la Persona y el Ejercicio de 
la Ciudadanía (Argelia)
AFTURD: Asociación de Mujeres Tunecinas para la Investigación y el Desarrollo 
(Túnez)
AIMF: Asociación Internacional de Alcaldes Francófonos
AMC: Asociación Medios y Culturas (Marruecos)
AKP: Partido de la Justicia y el Desarrollo (Turquía)
AMDH: Asociación Marroquí de Derechos Humanos (Marruecos)
ATEC: Asociación Tánger para la Igualdad y la Ciudadanía (Marruecos)
ATFD: Asociación Tunecina de Mujeres Demócratas (Túnez)
ATTAC: Asociación para gravar las Transacciones y apoyar la Ciudadanía (Ma-
rruecos)
AWOL: Abogadas por la Justicia Social (Egipto)
CADTM: Comité para la Abolición de las Deudas Ilegítimas
CEAD: Comité de Mujeres de Derechos Económicos
CEDAW: Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer
CEJAD: Centro de Justicia para Derechos Humanos
CEWLA: Centro de la Mujer Árabe para la Capacitación y la Investigación (Egipto)
CESPAO: Comisión Económica y Social para Asia Occidental (ONU)
CFDA: Colectivo de Familias de Desaparecidos/as (Argelia)
CGN: Congreso General Nacional (Libia)
CIAD: Coalición Internacional por los Derechos de las Agunot (Israel)
CIDDEF: Centro Interdisciplinario para los Derechos, Libertades e Igualdad (Ar-
gelia)
CJAD: Centro Jurídico de Asistencia a Damnificados
CPMDH: Centro de Investigación para la Preservación de la Memoria y Estudio de 
Derechos Humanos (Egipto)
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CRSV: Violencia Sexual Relacionada con Conflictos
CTTEM: Coalición Tunecina para la Transparencia en Energía y Minas (Túnez)
DAANES: Administración Autónoma Democrática Del Norte y Este de Siria (Siria)
DESC: Derechos Económicos, Sociales y Culturales
DHS: Encuesta Demográfica y de Salud
EBO: Propiedad de Negocios Establecida
ECWR: Centro Egipcio para los Derechos de la Mujer (Egipto)
EFHS: Encuesta de Salud Familiar Egipcia (Egipto)
EFI: Iniciativa Feminista Euromed
EIGE: Instituto Europeo de la Igualdad de Género (Lituania, Unión Europea)
EIR: Estado Islámico de Irak y el Levante
FACE: Mujeres Argelinas por un Cambio hacia la Igualdad (Argelia)
FARD: Mujeres Argelinas Reivindican sus Derechos (Argelia)
FEM: Foro Económico Mundial
FEMED: Federación Euromediterránea contra las Desapariciones Forzadas
FFD: Federación de Ligas de los Derechos de la Mujer (Marruecos)
FNUAP: Fondo de Naciones Unidas para las Actividades de Población
FPLP: Frente Popular para la Liberación de Palestina
GEM: Observatorio Global del Emprendimiento (Global Entrepreneurship Monitor)
GGGI: Índice Global de Brecha de Género
GHI: Índice de Desigualdad de Género
GII: Índice de Desigualdad de Género
GNU: Gobierno de Unidad Nacional (Libia)
GREVIO: Grupo de Expertas/os contra la Violencia hacia las Mujeres y la Violen-
cia Doméstica
GSNI: Índice de Normas Sociales de Género
GUPW: Unión General de Mujeres Palestinas (Palestina)
HDP: Partido Democrático de los Pueblos (Turquía)
HNEC: Alta Comisión Nacional de Elecciones (Libia)
HRW: Human Rights Watch
HTS: Hayat Tahrir al-Sham (Siria)
IAF: Frente de Acción Islámica (Jordania)
IDF: Fuerzas de Defensa de Israel (Israel)
ILGA: Asociación Internacional de Lesbianas, Gays, Bisexuales, Trans e Intersex
ITUC: Confederación Sindical Internacional
JNCW: Comisión Nacional Jordana para la Mujer (Jordania)
KAFA: Organización contra Violencia y Explotación (Líbano)
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KADEM: Asociación de Mujeres y Democracia (Turquía)

KAOS GL: Organización LGBTQ+ Independiente (Turquía)

KFM: Movimiento de Liberación Kurdo

LDDF: Liga Democrática de los Derechos de las Mujeres (Marruecos)

LGBTQ+: Lesbianas, Gays, Bisexuales, Transexuales, Queer y otras identidades 
de género y orientación sexual

LWPP: Plataforma Libia de Mujeres por la Paz (Libia)

M.A.L.I.: Movimiento Alternativo para las Libertades Individuales (Marruecos)

MENA: Oriente Medio y Norte de África

MGF: Mutilación Genital Femenina

MMM: Marcha Mundial de Mujeres

MNFA: Movimiento Nacional de las Feministas Argelinas (Argelia)

NCW: Consejo Nacional de la Mujer (Egipto)

NRGI: Instituto de Gobernanza de Recursos Naturales

OCDE: Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos

OIT: Organización Internacional Del Trabajo

ONG: Organización No Gubernamental

ONU: Organización de las Naciones Unidas

PAM: Partido de Autenticidad y Modernidad (Marruecos)

PJD: Partido de la Justicia y el Desarrollo (Marruecos)

PKK: Partido de los Trabajadores Del Kurdistán (Turquía)

PNUD: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo

PT: Partido de los Trabajadores (Argelia)

PWWSD: Sociedad de Trabajo de Mujeres Palestinas para el Desarrollo (Pales-
tina)

PYME: Pequeña y Mediana Empresa

RCSO: Observatorio Regional de la Sociedad Civil sobre la Violencia contra las 
Mujeres y Niñas

RNI: Agrupación Nacional de los Independientes (Marruecos)

ROSE: Red de Organizaciones por la Igualdad de Soluciones (Marruecos)

SCAF: Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas (Egipto)

SES: Unión de Trabajadores de Salud y Servicios Sociales (Turquía)

SMIG: Salario Mínimo Interprofesional Garantizado

SPoD LGBTI+: Organización LGBTI+ de Políticas Sociales, Identidad de Género 
y Orientación Sexual (Turquía)

SWANA-Med: Región Mediterránea Del Sudoeste Asiático y Norte de África

TEA: Actividad Empresarial en Fase Inicial
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TEV-DEM: Movimiento por una Sociedad Democrática (Siria)
TIL: This is Lebanon (Líbano)
UAF: Unión de Acción Feminista (Marruecos)
UFL: Unión Feminista Libre (Marruecos)
UGTT: Unión General Tunecina Del Trabajo (Túnez)
UIP: Unión Interparlamentaria
UNFM: Unión Nacional de Mujeres Marroquíes (Marruecos)
UNODC: Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito
UPM: Unión por el Mediterráneo
UPWC: Unión de Comités de Mujeres Palestinas (Palestina)
UTICA: Unión Tunecina de la Industria, el Comercio y la Artesanía (Túnez)
VAWG: Violencia contra Mujeres y Niñas
VG: Violencia de Género
WCLAC: Centro de la Mujer para Asistencia Legal y Orientación (Palestina)
WPS: Mujeres, Paz y Seguridad
YANA: Red de Apoyo Feminista (Turquía)
YPG: Unidades de Protección Del Pueblo (Rojava, Siria)
YPJ: Unidades de Protección de Mujeres (Rojava, Siria)
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